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Sentencia 30 de 2003 Consejo de Estado
DefiniciÃ³n de vÃnculos para la Norma: i=9147;
ACCIÃ�N DE NULIDAD - Antecedentes. CaracterÃsticas. Marco legal / ACCIÃ�N DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - Antecedentes.
CaracterÃsticas. Marco legal / CÃ�DIGO ADMINISTRATIVO - Ley 130 de 1913. ley 167 de 1941. Decreto 01 de 1984 / ACCIÃ�N DE LESIVIDAD -
Antecedentes normativos

El primer cÃ³digo contencioso administrativo, esto es la Ley 130 de 1913, creÃ³ el Tribunal Supremo de lo Contencioso Administrativo y los
Tribunales Seccionales con el objeto de que revisaran los actos de las corporaciones o empleados administrativos, a travÃ©s de las acciones de
nulidad y de lesividad. En consecuencia, les asignÃ³, a solicitud del Ministerio PÃºblico o de cualquier ciudadano, el conocimiento de las
peticiones de nulidad de las ordenanzas y otros actos de las Asambleas Departamentales (art. 52) ; de los decretos y demÃ¡s actos de los
gobernadores; de los acuerdos y otros actos de los concejos municipales y la revisiÃ³n de los actos del gobierno, no sometidos a la Corte
Suprema de  Justicia,  en  el  concepto  de  ser  inconstitucionales  e  ilegales  (art.  79).  AsÃ  mismo,  los  organismos  jurisdiccionales  tenÃan
competencia para revisar dichos actos "en el concepto de ser lesivos de derechos civiles", caso en el cual se procedÃa a peticiÃ³n de quienes
tuvieran interÃ©s en ello. Como particularidad se observa que la acciÃ³n de nulidad caducaba en noventa (90) dÃas, al igual que la acciÃ³n de
lesividad, asÃ como que el Tribunal Supremo conocÃa en tercera instancia de las apelaciones contra los autos de fenecimiento con alcance
dictados en segunda por la Sala de DecisiÃ³n de la Corte de Cuentas (art. 20). Posteriormente, la ley 167 de 1941, segundo cÃ³digo contencioso
administrativo, estructurÃ³ de manera mÃ¡s clara las acciones, denominÃ¡ndolas de nulidad y de plena jurisdicciÃ³n, correspondientes a los
contenciosos objetivo y subjetivo, las cuales procedÃan contra los actos de la administraciÃ³n en sus distintos Ã³rdenes territoriales. Finalmente,
el Decreto 01 de 1984, tercer cÃ³digo contencioso administrativo, regula las dos acciones en la versiÃ³n hoy conocida.

ACCIÃ�N DE NULIDAD - Titularidad. Caducidad. Efectos de la sentencia. Desistimiento. PerenciÃ³n. Diferencias frente a la acciÃ³n de nulidad y
restablecimiento del derecho / ACCIÃ�N DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - Titularidad. Caducidad. Efectos de la sentencia.
Desistimiento. PerenciÃ³n. Diferencias frente a la acciÃ³n de nulidad

En lo que respecta a las diferencias, la doctrina se refiere a las acciones de nulidad y de nulidad y restablecimiento del derecho con expresiones
diferentes como las de contencioso popular de anulaciÃ³n, contencioso objetivo o recurso por exceso de poder, respecto de la acciÃ³n de
nulidad, y con las de contencioso subjetivo o de plena jurisdicciÃ³n o de restablecimiento del derecho, para la segunda de estas acciones. El
cÃ³digo de 1984 introdujo el nombre actual, por considerarlo mÃ¡s tÃ©cnico. Dichas acciones se diferencian, entre otros, en los siguientes
aspectos: En cuanto a la titularidad de la acciÃ³n, se observa que la de nulidad es una acciÃ³n popular, abierta a todas las personas, cuyo
ejercicio no necesita del ministerio de un abogado; en tanto que el uso de la acciÃ³n de nulidad y restablecimiento estÃ¡ condicionado a la
existencia de un interÃ©s, de manera que podrÃ¡ ejercerla quien considere que su derecho ha sido lesionado y es necesario para tal efecto el
apoderamiento de un profesional del derecho; En cuanto a la oportunidad para ejercer la respectiva acciÃ³n, la de nulidad no tiene por lo general
tÃ©rmino de caducidad, de manera que puede utilizarse en cualquier tiempo, mientras que la de restablecimiento del derecho debe ser
presentada ante el juez en un tÃ©rmino que, en la mayor parte de los casos, es de cuatro (4) meses, o de dos (2) aÃ±os cuando se trata de
acciÃ³n indemnizatoria. En relaciÃ³n con los efectos de la sentencia, la que se produce en proceso de nulidad los tiene "erga omnes", si la
decisiÃ³n es anulatoria, en caso contrario, cuando no se accede a las pretensiones de la demanda, esos efectos se limitarÃ¡n a los motivos de
nulidad invocados por la actora; mientras que en las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho, la sentencia tiene efectos inter partes y
respecto de terceros interesados. Otros rasgos de estas dos acciones tienen que ver con el hecho de que la de nulidad no es desistible, cualquier
persona puede coadyuvar o impugnar la demanda, lo que no sucede con la de nulidad y restablecimiento del derecho, que sÃ es desistible, con
el cumplimiento de los requisitos de ley, y solamente a los terceros interesados les es permitido participar en un proceso de esa naturaleza. En
el mismo orden de ideas, el fenÃ³meno de la perenciÃ³n no opera, cuando se trata de acciÃ³n de nulidad, lo que sÃ sucede en el caso de la otra
acciÃ³n. Otro aspecto que distingue a las dos acciones tiene que ver con su procedibilidad, el cual se vincula directamente con la teorÃa de los
motivos y finalidades.

TEORÃ�A DE LOS MOTIVOS Y FINALIDADES -  EvoluciÃ³n jurisprudencial.  Criterios de procedencia en acciones de nulidad y de nulidad y
restablecimiento del derecho

La evoluciÃ³n de la jurisprudencia bajo la vigencia del cÃ³digo contencioso administrativo de 1941 puede clasificarse en materia de procedencia
de las acciones de nulidad y de plena jurisdicciÃ³n en dos etapas: una, el criterio del contenido del acto; dos, la teorÃa de los motivos y
finalidades. Antes de 1959 la jurisprudencia del Consejo de Estado estuvo influida por el criterio material en el sentido de que la procedencia de
las  acciones fue condicionada por  el  contenido del  acto,  pues si  Ã©ste creaba situaciones jurÃdicas  de carÃ¡cter  general,  abstracto  e
impersonal, el interesado debÃa usar la acciÃ³n de nulidad; si, por el contrario, el acto era de contenido particular, concreto y subjetivo, la
acciÃ³n pertinente serÃa la de plena jurisdicciÃ³n. En el aÃ±o de 1959 se iniciÃ³ el cambio de orientaciÃ³n de la jurisprudencia del Consejo de
Estado en cuanto hace a la procedibilidad de las acciones de nulidad y de nulidad y restablecimiento del derecho, cambio que luego se
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consolidarÃa en el aÃ±o de 1961. ConsiderÃ³ el Consejo de Estado en la providencia de 1959 que el criterio tenido en cuenta por el legislador
para distinguir las acciones de nulidad y de plena jurisdicciÃ³n fue el de la preexistencia del derecho. Sin embargo, esa tesis no era aceptada de
manera indiscutida, pues en sentencia de la misma fecha, el Consejo retuvo la tesis del contenido del acto como indicador de la procedencia de
la acciÃ³n. Algunos meses despuÃ©s, la teorÃa de los mÃ³viles y finalidades encuentra su formulaciÃ³n acabada en la sentencia de agosto 10 de
1961, con ponencia de Carlos Gustavo Arrieta Alandete, en donde se dijo: "No es la generalidad del ordenamiento impugnado el elemento que
determina  la  viabilidad  del  contencioso  popular  de  anulaciÃ³n.  Son  los  motivos  determinantes  de  la  acciÃ³n  y  las  finalidades  que  a  ella  ha
seÃ±alado la ley, los elementos que sirven para identificarla jurÃdicamente y para calificar su procedencia. ...los Ãºnicos motivos determinantes
del contencioso popular de anulaciÃ³n son los de tutelar el orden jurÃdico y la legalidad abstracta contenida en esos estatutos superiores,, y que
sus finalidades son las de someter la administraciÃ³n pÃºblica al imperio del derecho objetivo."Los motivos y finalidades del actor deben estar en
consonancia con los motivos y finalidades que las normas legales asignan a la acciÃ³n..." Posteriormente, 11 aÃ±os mÃ¡s tarde, la CorporaciÃ³n
reiterÃ³ y precisÃ³ la doctrina de 1961, al introducir la idea de "pretensiÃ³n litigiosa", como elemento de distinciÃ³n entre las dos acciones. Se
dijo en esa oportunidad, en auto de 8 de agosto de 1972, que las acciones de nulidad y de plena jurisdicciÃ³n se distinguÃan en el sentido de
que la primera buscaba la tutela del orden jurÃdico abstractamente considerado, sobre la base del principio de jerarquÃa normativa, lo cual
originaba un proceso que, en principio, no llevaba implicado un litigio o contraposiciÃ³n de pretensiones; en tanto que la segunda, tenÃa por
objeto la garantÃa de derechos privados, vulnerados por actuaciones de la administraciÃ³n, lo cual se lograba mediante el restablecimiento del
derecho o el resarcimiento del daÃ±o. El desarrollo jurisprudencial de la Ãºltima dÃ©cada ha tenido que ver, de manera principal, con la
procedencia de la acciÃ³n de nulidad frente a actos creadores de situaciones jurÃdicas individuales, posiciÃ³n que en alguna medida implica
reconsideraciÃ³n del tratamiento que se le venÃa dando a la materia en ese punto especÃfico; en ese sentido fue el pronunciamiento de Sala
Plena del 29 de octubre de 1996, ponente Dr. Daniel SuÃ¡rez HernÃ¡ndez, en el caso de cusiana. Esta tesis de la Sala Plena ha sido reiterada en
varias oportunidades por las distintas secciones de la corporaciÃ³n, pues ella constituye un importante elemento de seguridad en las situaciones
jurÃdicas creadas por los actos administrativos de carÃ¡cter particular.

NOTA DE RELATORIA CONSEJO DE ESTADO: La sentencia comprende anÃ¡lisis de las sentencias de 01/12/59; 10/08/61 con ponencia de Carlos
Gustavo Arrieta Alandete; 08/08/72 con ponencia de Humberto Mora Osejo; auto de la SecciÃ³n Primera de 02/08/90 con ponencia de Pablo
CÃ¡ceres adoptado por la SecciÃ³n en la sentencia de 28/08/92; 26/10/95 con ponencia de Libardo RodrÃguez y la sentencia de la Sala Plena de
29/10/96 con ponencia de Daniel SuÃ¡rez HernÃ¡ndez.

ACCIÃ�N  DE  NULIDAD  Y  RESTABLECIMIENTO  DEL  DERECHO  -  TeorÃa  de  los  motivos  y  finalidades.  AnÃ¡lisis  de  la  decisiÃ³n  de  la  Corte
Constitucional en sentencia C-426 de 2002 / ACCIÃ�N DE NULIDAD - Procedencia frente a actos de carÃ¡cter particular y concreto. AnÃ¡lisis de la
decisiÃ³n  de  la  Corte  Constitucional  /  JURISPRUDENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO -  Inconstitucionalidad segÃºn la  doctrina  de  la  Corte
Constitucional en sentencia C-426 de 2002 / CORTE CONSTITUCIONAL - LÃmites de la jurisprudencia: no puede extender su control a las
interpretaciones de los jueces

En relaciÃ³n  con el  caso que le  fue  planteado,  la  Corte  dice  que la  procedencia  de la  acciÃ³n  de nulidad o  de acciÃ³n  de nulidad y
restablecimiento del derecho, no estÃ¡ determinada por el contenido del acto, ni por los efectos que de Ã©stos se puedan derivar sino por la
naturaleza de la pretensiÃ³n que se formule. Las consideraciones citadas en precedencia, sobre la decisiÃ³n de la Corte muestran con claridad
que dicha corporaciÃ³n judicial juzgÃ³ la jurisprudencia del Consejo de Estado contraria a la ConstituciÃ³n, pues en su opiniÃ³n contrariaba los
principios de libre acceso a la administraciÃ³n de justicia y, en consecuencia, del debido proceso. En un estado de derecho no pueden existir
Ã³rganos con competencias ilimitadas,  aun tratÃ¡ndose de Ã³rganos de control  de superior jerarquÃa, pues los estados de esa clase se
caracterizan precisamente por la distribuciÃ³n de competencias entre las distintas autoridades y por el respeto de las mismas. Cuando se
desconoce ese principio limitante en la actuaciÃ³n de los Ã³rganos estatales, se corre el riesgo de anarquizar el ordenamiento jurÃdico y se
crean condiciones de concentraciÃ³n de poder no previstas constitucionalmente y riesgos para el sistema de balanzas y contrapesos propios del
sistema democrÃ¡tico. La distribuciÃ³n de competencias en el campo particular de elaboraciÃ³n de normas procesales es reconocida por la
propia Corte como facultad del Congreso de la RepÃºblica, cuando en un aparte del fallo que se analiza, dice que " … las atribuciones asignadas
por la Carta PolÃtica a las distintas ramas del Poder PÃºblico …" en materia de producciÃ³n de normas sobre procedimientos judiciales es de
competencia  exclusiva y  excluyente del  legislador.  De manera que las  normas reguladoras  de las  acciones de nulidad y  de nulidad y
restablecimiento del derecho sÃ³lo pueden ser dadas por el Congreso, a quien corresponde, segÃºn los tÃ©rminos del ordinal 2Âº del artÃculo
150 constitucional, "Expedir cÃ³digos en todos los ramos de la legislaciÃ³n y reformar sus disposiciones", no por la Corte Constitucional, que es
un Ã³rgano cobijado por el principio que se acaba de enunciar. No puede este organismo adicionar el artÃculo 84 del CÃ³digo Contencioso
Administrativo, sin invadir la competencia del Congreso de la RepÃºblica. Cuando la Corte Constitucional, en el ejercicio de esa competencia (el
artÃculo 22 del Decreto 2067 de 1991), no decide sobre la peticiÃ³n de inconstitucionalidad de las leyes o de los decretos con fuerza de ley,
mediante el procedimiento de confrontaciÃ³n de las disposiciones acusadas con los preceptos de la ConstituciÃ³n, sino que extiende su control,
sin fundamento en el derecho positivo, a la interpretaciÃ³n que de las normas controlables hacen los jueces, con la pretensiÃ³n de imponer sus
criterios de interpretaciÃ³n a los operadores jurÃdicos, traslada el objeto de su competencia a una materia no prevista constitucionalmente e
incurre en manifiesta no aplicaciÃ³n de la norma constitucional que le da la competencia y crea asÃ una nueva acciÃ³n de inconstitucionalidad
referida a la jurisprudencia producida por los jueces de la RepÃºblica. Esa acciÃ³n no tiene fundamento alguno en el derecho constitucional
colombiano, que, de todos es sabido, es un derecho legislado, no pretoriano. De otra parte, la decisiÃ³n de la Corte que se examina desconoce el
tenor claro del artÃculo 230 constitucional, cuyo texto obliga a todos los jueces, incluida la Corte Constitucional, cuando prescribe que "Los
jueces,  en  sus  providencias,  sÃ³lo  estÃ¡n  sometidos  al  imperio  de  la  ley.  De manera  que el  fallo  de  exequibilidad  sobre  determinada
interpretaciÃ³n de una norma legal, para ser aceptable, tendrÃa que dicha competencia estar consagrada expresamente, en tÃ©rminos estrictos
y precisos, por una reforma constitucional, en donde ademÃ¡s se tendrÃa que reformar tambiÃ©n el artÃculo 230 constitucional. De no ser asÃ,
se estarÃa en presencia de un derecho de creaciÃ³n jurisprudencial, en asuntos sobre los que existen normas expresas, lo cual es incompatible
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con nuestro ordenamiento jurÃdico. De otra parte, un examen de conjunto de los mecanismos de control que garantizan la supremacÃa de la
ConstituciÃ³n PolÃtica,  debe tener  presente que el  control  de constitucionalidad en Colombia  no es  competencia  exclusiva de la  Corte
Constitucional, pues la Carta PolÃtica le asigna al Consejo de Estado atribuciones en la materia.

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD -  Titulares.  Competencia  del  Consejo  de Estado.  Clases:  directo  e  indirecto.  EvoluciÃ³n normativa /
CONTROL  DIRECTO  DE  CONSTITUCIONALIDAD  -  Competencia  del  Consejo  de  Estado.  EvoluciÃ³n  normativa  /  CONTROL  INDIRECTO  DE
CONSTITUCIONALIDAD - Competencia del Consejo de Estado. EvoluciÃ³n normativa / CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD - Titulares.
Competencias de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado

El ordenamiento jurÃdico colombiano ha instituido un control difuso de constitucionalidad, en donde la Corte Constitucional ejerce, entre otros, el
control sobre las leyes "… tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formaciÃ³n…", en "los estrictos y precisos
tÃ©rminos" que establece la ConstituciÃ³n, mientras que el Consejo de Estado tiene la clÃ¡usula general de competencia para el control de
constitucionalidad de los decretos que expida el gobierno, exceptuados los casos en los que la ConstituciÃ³n asigna dicho control a la Corte
Constitucional, como sucede, a manera de ejemplo, con "los decretos legislativos que dicte el Gobierno con fundamento en los artÃculos 212,
213 y 215 de la ConstituciÃ³n", o con los decretos con fuerza de ley. El Consejo de Estado, a la luz de las antiguas normas constitucionales y
muchas dÃ©cadas antes de que naciera la Corte Constitucional, ejercÃa las funciones de juez constitucional, de una parte, en forma indirecta, al
poder referir el control de legalidad de los actos administrativos producidos por las autoridades de los distintos niveles de la administraciÃ³n
pÃºblica en Ãºltimo grado a las normas de la ConstituciÃ³n PolÃtica, ya que el acto controlado debÃa respetar las normas de superior jerarquÃa;
de otra parte, en forma directa, cuando se trataba de reglamentos constitucionales que, para efectos de su control, tenÃan como punto de
referencia la ConstituciÃ³n PolÃtica, o en aquellos casos en los que el juez administrativo aplicaba la excepciÃ³n de inconstitucionalidad como
mecanismo de control que permitÃa hacer prevalecer la ConstituciÃ³n. La ConstituciÃ³n PolÃtica de 1991 fortaleciÃ³ el papel del Consejo de
Estado como Ã³rgano de control de la actividad estatal no solamente en el campo del tradicional y clÃ¡sico control de legalidad sino tambiÃ©n
en materia de control de constitucionalidad, ya que ademÃ¡s de las competencias de que gozaba de acuerdo con las normas de la ConstituciÃ³n
anterior, las cuales se conservan, hoy cuenta con nuevas competencias de naturaleza constitucional. Se observa, de acuerdo con las normas que
vienen de citarse (artÃculo 237.2 C.P.; artÃculo 37.9 Ley 270/96; artÃculo 33.7 Ley 446/97), que en materia de control de constitucionalidad el
Consejo de Estado tiene una clÃ¡usula general de competencia en relaciÃ³n con los decretos que el gobierno expida en el cumplimiento de los
cometidos estatales, mientras que la Corte Constitucional tiene en la misma materia una competencia de excepciÃ³n. AdemÃ¡s de la acciÃ³n de
nulidad por inconstitucionalidad contra los decretos del Gobierno Nacional asÃ como de la acciÃ³n de simple nulidad, en donde se plantean, por
regla general, problemas directos de legalidad, sin que ello excluya confrontaciones directas con la norma constitucional, existen otros casos en
los que el juez administrativo interpreta y aplica las normas constitucionales, como sucede en las acciones de pÃ©rdida de investidura, de tutela
y populares y de grupo. Puede concluirse, entonces, que el derecho colombiano consagra un sistema de control difuso de constitucionalidad, en
donde el Consejo de Estado como tribunal supremo de lo contencioso administrativo tiene un papel en el control de constitucionalidad asÃ como
unas competencias plenamente autÃ³nomas, cuyo ejercicio no es susceptible de control ulterior por Ã³rgano estatal alguno.

ACTO ADMINISTRATIVO PARTICULAR - Reconocimiento de personerÃa jurÃdica. AcciÃ³n de nulidad y restablecimiento del derecho / ACCIÃ�N DE
NULIDAD - Acto de reconocimiento personerÃa jurÃdica no es pasible de esta acciÃ³n / ACCIÃ�N DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL
DERECHO - Acto de reconocimiento de personerÃa. Caducidad. LegitimaciÃ³n en causa por pasiva / ASOCIACIÃ�N PRIVADA SIN ANIMO DE LUCRO
- Reconocimiento de personerÃa jurÃdica. AcciÃ³n de nulidad y restablecimiento del derecho

El acto acusado es la ResoluciÃ³n No. 0074 de 5 de febrero de 1997, por medio de la cual el Secretario General del Ministerio de Agricultura
reconociÃ³ a la AsociaciÃ³n de Usuarios del Distrito de AdecuaciÃ³n de Tierras de FÃºquene y CucunubÃ¡ - ASOFUC- personerÃa jurÃdica. Se
trata, de un acto de contenido particular que tiene que ver con el reconocimiento de personerÃa jurÃdica a una asociaciÃ³n privada sin Ã¡nimo
de lucro, respecto del cual cabe, como lo seÃ±ala el propio acto, el recurso de reposiciÃ³n ante el Ministerio de Agricultura, de donde se colige
que el acusado es un acto de contenido particular, susceptible de agotamiento de la vÃa gubernativa, cuya notificaciÃ³n estuvo mal hecha al no
indicarse con precisiÃ³n la autoridad ante la cual debÃa tramitarse el recurso en cuestiÃ³n, como tampoco se ordenÃ³ la publicaciÃ³n del mismo
acto para que los terceros interesados tuvieran oportunidad de conocer su contenido, por lo cual, desde este punto de vista, puede afirmarse
que la notificaciÃ³n no surtiÃ³ sus efectos legales y, en consecuencia, no corriÃ³ el tÃ©rmino de caducidad. El acto acusado creÃ³, entonces, una
situaciÃ³n jurÃdica de carÃ¡cter particular, no pasible, segÃºn la ley y la jurisprudencia de esta CorporaciÃ³n, de la acciÃ³n de simple nulidad,
razÃ³n por la cual,  en aras de la prevalencia del derecho sustancial,  la acciÃ³n incoada por la actora se interpretÃ³ como de nulidad y
restablecimiento del derecho. En efecto, el reconocimiento de personerÃa jurÃdica de una asociaciÃ³n de carÃ¡cter privado, no es uno de esos
actos calificados por la ley como susceptible de ser atacado por medio de la acciÃ³n de simple nulidad, ni tampoco dicho acto comporta "... un
interÃ©s para la comunidad de tal naturaleza e importancia, que vaya aparejado con el afÃ¡n de legalidad, en especial cuando se encuentre de
por medio un interÃ©s colectivo o comunitario, de alcance y contenido nacional, con incidencia trascendental en la economÃa nacional y de
innegable e incuestionable proyecciÃ³n sobre el desarrollo y bienestar social y econÃ³mico de gran nÃºmero de colombianos", que merezca el
tratamiento del contencioso objetivo, segÃºn los tÃ©rminos de la sentencia de 10 de agosto de 1996, que ahora se reitera.

NOTA DE RELATORÃ�A CONSEJO DE ESTADO: Con salvamento de voto de los Dres. Ricardo Hoyos Duque, Alberto Arango Mantilla, Camilo
Arciniegas Andrade, Alier Eduardo HernÃ¡ndez E., Gabriel E. Mendoza Martelo y Alejandro OrdÃ³Ã±ez Maldonado; y aclaraciÃ³n de voto de las
Dras. Maria Elena Giraldo GÃ³mez y Olga InÃ©s Navarrete.

Ver la Sentencia de la Corte Constitucional C-426 de 2002

CONSEJO DE ESTADO
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SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Consejero ponente:

MANUEL SANTIAGO URUETA AYOLA

BogotÃ¡, D. C., cuatro (4) de marzo del dos mil tres (2003)

RadicaciÃ³n nÃºmero: 11001-03-24-000-1999-05683-02(IJ-030)

Actor: CORPORACIÃ�N AUTÃ�NOMA REGIONAL DE CUNDINAMARCA - CAR

Demandado: MINISTERIO DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL

Por importancia jurÃdica, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo decide, en Ãºnica instancia, la demanda que en ejercicio de la acciÃ³n
de nulidad instituida en el artÃculo 84 del C. C. A. interpuso la CorporaciÃ³n AutÃ³noma Regional de Cundinamarca - CAR.

I. LA DEMANDA

La mencionada entidad, en ejercicio de la acciÃ³n de nulidad que consagra el artÃculo 84 del C.C.A., solicita a la Sala, en proceso de Ãºnica
instancia, que acceda a las siguientes

I. 1. Pretensiones

Que declare la nulidad de la ResoluciÃ³n nÃºm. 0074 de 5 de febrero de 1997, por medio de la cual el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural
reconociÃ³ personerÃa a la AsociaciÃ³n de Usuarios del Distrito de AdecuaciÃ³n de Tierras de FÃºquene y CucunubÃ¡ - Asofuc y ordenÃ³ la
inscripciÃ³n correspondiente.

I. 2. Los hechos

Los hechos de la demanda estÃ¡n dados por antecedentes jurÃdicos y circunstancias relativos a la expediciÃ³n de la resoluciÃ³n acusada, de lo
cual se destaca que a la solicitud de reconocimiento de personerÃa no fue anexada el acta de la Asamblea de ConstituciÃ³n de la AsociaciÃ³n, y
los  documentos  aportados  no  indican  el  cumplimiento  de  los  requisitos  de  quÃ³rum y  cobertura  territorial  a  que  se  refieren  las  normas  que
regulan la materia, y que el Instituto Nacional de AdecuaciÃ³n de Tierras, INAT, dio un concepto favorable a la solicitud que no era de su
competencia.

I. 3. Las normas violadas y el concepto de la violaciÃ³n

SeÃ±ala como normas violadas los artÃculos 21 de la Ley 41 de 1993; 1Âº del Decreto 1380 de 1995; 8 de la ResoluciÃ³n NÃºm. 019 de 12 de
septiembre de 1995; 40 del Decreto 2150 de 1995 y la ResoluciÃ³n NÃºm. 010 de 1998, por expediciÃ³n irregular del acto acusado y falsa
motivaciÃ³n, puesto que la personerÃa de Asofuc fue reconocida sin que se hubiera aportado el acta correspondiente a la asamblea de
constituciÃ³n y elecciÃ³n de dignatarios, exigida por el artÃculo 1Âº del Decreto 1380 de 1995, asÃ como tampoco se allegÃ³ la constancia de la
aprobaciÃ³n de sus estatutos y la relaciÃ³n de asociados con su respectiva identificaciÃ³n. El listado aportado no es otra cosa que la relaciÃ³n de
usuarios elaborada por la CAR, en su condiciÃ³n de organismo ejecutor.

La documentaciÃ³n seÃ±alada no fue remitida al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural por la CAR, como organismo ejecutor, sino que fue
presentada directamente por el interesado, violÃ¡ndose el precitado artÃculo 1Âº del Decreto NÃºm. 1380 de 1995. El concepto de viabilidad de
la solicitud de reconocimiento de personerÃa e inscripciÃ³n fue emitido por el  INAT, quien no era el  organismo ejecutor ni  tampoco se
encontraba en la circunstancia consagrada por el mencionado artÃculo. La resoluciÃ³n atacada se profiriÃ³ sin que la documentaciÃ³n exigida se
encontrara ajustada al requerimiento normativo.

II. LA CONTESTACIÃ�N DE LA DEMANDA

II. 1. El Ministerio de Agricultura. Por conducto de apoderado, el Ministro manifiesta que actuÃ³ dentro de los parÃ¡metros legales, por cuanto fue
claro en su Oficio NÃºm. 06680 de 28 de mayo de 1999, en interpretar que si efectivamente los documentos presentados con la solicitud no se
denominaron acta de asamblea de constituciÃ³n, la voluntad de los usuarios del distrito de riego sÃ fue la de legalizar su situaciÃ³n jurÃdica de
conformidad con la Ley 41 de 1993 y la ResoluciÃ³n NÃºm. 019 de 1995, expedida por el CONSUAT.

SeÃ±ala que los fundamentos esenciales para la expediciÃ³n de la resoluciÃ³n acusada estÃ¡n dados por el Decreto NÃºm. 1380 de 18 de agosto
de 1995, el cual prevÃ© el concepto previo de viabilidad que debe emitir el INAT para reconocer la personerÃa jurÃdica y ordenar la inscripciÃ³n
de la asociaciÃ³n de que se trate. Por tanto, considera que no procede la presente acciÃ³n de nulidad.

II. 2. La AsociaciÃ³n de Usuarios del Distrito de AdecuaciÃ³n de Tierras de FÃºquene y CucunubÃ¡ - ASOFUC. Esta entidad, vinculada al proceso
como tercera interesada, sostiene que el procedimiento para constituirse en persona jurÃdica siempre estuvo orientado por la entidad actora,
con quien trabajÃ³ sin contratiempo hasta mediados de 1999 y que se aprobÃ³ el presupuesto para priorizar las obras a ejecutar, pero en julio de
ese  aÃ±o  la  actora  empezÃ³  una  serie  de  reuniones  en  algunos  municipios  de  influencia  del  distrito  de  riego  para  constituir  una  nueva
asociaciÃ³n, lo cual evidencia su afÃ¡n de cubrir errores, desconocer una situaciÃ³n legalmente constituida en detrimento de la asociaciÃ³n y
dilatar la entrega del distrito de riego a la asociaciÃ³n; que el procedimiento seguido para expedir el acto acusado se ajustÃ³ a las normas
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vigentes, no siendo lÃ³gico que un procedimiento que culminÃ³ hace 4 aÃ±os resulte tachado ahora de irregular, justamente por quien lo
facilitÃ³ y orientÃ³ en su gÃ©nesis y evoluciÃ³n, y que no existe la falsa motivaciÃ³n que se le atribuye.

III. PRUEBAS DEL PROCESO

Como tales se trajeron los antecedentes administrativos de la resoluciÃ³n acusada.

IV. ALEGATOS DE CONCLUSION

Dentro del tÃ©rmino para alegar sÃ³lo se pronunciÃ³ la entidad demandada, cuyo apoderado retoma apartes del auto admisorio de la demanda
y del que resolviÃ³ el recurso de reposiciÃ³n del mismo en cuanto negÃ³ la suspensiÃ³n provisional, para recordar que por tratarse de un acto de
contenido particular se interpreta que la acciÃ³n incoada es la consagrada en el artÃculo 85 del C. C. A. y no la del artÃculo 84, ibÃdem, y reitera
que el acto acusado se expidiÃ³ conforme con el Decreto 1380 de 1995.

V. CONCEPTO DEL AGENTE DEL MINISTERIO PUBLICO

El Ministerio PÃºblico, despuÃ©s de manifestar su conformidad con la calificaciÃ³n de contenido particular del acto acusado seÃ±alado por la
Sala en el auto admisorio de la demanda y por no haberse podido establecer inicialmente el tÃ©rmino de caducidad de la acciÃ³n respecto de la
actora, considera que es procedente estudiar el fondo del asunto.

Agrega que no se da la violaciÃ³n de los artÃculos 21 de la Ley 41 de 1993 y 1Âº del Decreto 1380 de 1995, porque la expediciÃ³n de la
resoluciÃ³n acusada se ajustÃ³ a las normas que regÃan el caso, amÃ©n de que no eran aplicables la ResoluciÃ³n NÃºm. 010 de 1998 por haber
sido expedida con posterioridad a la aquÃ demandada, ni tampoco el artÃculo 40 del Decreto 2150 de 1995, por cuanto la AsociaciÃ³n de
Usuarios del Distrito de AdecuaciÃ³n de Tierras de FÃºquene y CucunubÃ¡ - Asofuc tiene un rÃ©gimen especial. Considera que la intervenciÃ³n
del INAT fue procedente segÃºn el artÃculo 1Âº del Decreto 1380 de 1995, por ser el organismo ejecutor de los distritos de adecuaciÃ³n de
tierras, de suerte que sÃ era competente para emitir el concepto de viabilidad en menciÃ³n.

VI. CONSIDERACIONES

Por cuanto la Corte Constitucional ha expuesto un criterio diferente que incide en la procedibilidad de las acciones de nulidad y de nulidad y
restablecimiento del derecho, se hace necesario reexaminar el asunto, con el fin de que la CorporaciÃ³n ratifique su doctrina en la materia o la
modifique,  teniendo  o  no  en  cuenta  las  opiniones  de  la  Corte  Constitucional.  Para  tal  efecto,  se  harÃ¡,  en  primer  tÃ©rmino,  un  recuento  del
tratamiento que el Consejo de Estado ha dado a dichas acciones; en segundo tÃ©rmino, se resumirÃ¡ el  criterio expuesto por la Corte
Constitucional asÃ como se determinarÃ¡ el alcance y los lÃmites de la jurisprudencia de esa corporaciÃ³n; en tercer tÃ©rmino, se harÃ¡n unas
consideraciones sobre el papel del Consejo de Estado como juez constitucional y, en la parte final, se resolverÃ¡ el caso planteado.

VI. 1. EL ALCANCE DE LA TEORÃ�A DE LOS MOTIVOS Y FINALIDADES EN LAS ACCIONES DE NULIDAD Y DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL
DERECHO A LA LUZ DE LA JURISPRUDENCIA DE LA CORPORACION

El estudio comparativo de estas dos acciones facilitarÃ¡ su mejor comprensiÃ³n, razÃ³n por la cual se analizarÃ¡n sus antecedentes y caracterÃ-
sticas y luego la teorÃa de los motivos y finalidades.

VI. 1. 1. Antecedentes y caracterÃsticas de las acciones de nulidad y de nulidad y restablecimiento del derecho

El primer cÃ³digo contencioso administrativo, esto es la Ley 130 de 1913, creÃ³ el Tribunal Supremo de lo Contencioso Administrativo y los
Tribunales Seccionales con el objeto de que revisaran los actos de las corporaciones o empleados administrativos, a travÃ©s de las acciones de
nulidad y de lesividad. En consecuencia, les asignÃ³, a solicitud del Ministerio PÃºblico o de cualquier ciudadano, el conocimiento de las
peticiones de nulidad de las ordenanzas y otros actos de las Asambleas Departamentales (art. 52) ; de los decretos y demÃ¡s actos de los
gobernadores; de los acuerdos y otros actos de los concejos municipales y la revisiÃ³n de los actos del gobierno, no sometidos a la Corte
Suprema de  Justicia,  en  el  concepto  de  ser  inconstitucionales  e  ilegales  (art.  79).  AsÃ  mismo,  los  organismos  jurisdiccionales  tenÃan
competencia para revisar dichos actos "en el concepto de ser lesivos de derechos civiles", caso en el cual se procedÃa a peticiÃ³n de quienes
tuvieran interÃ©s en ello. Como particularidad se observa que la acciÃ³n de nulidad caducaba en noventa ( 90) dÃas, al igual que la acciÃ³n de
lesividad, asÃ como que el Tribunal Supremo conocÃa en tercera instancia de las apelaciones contra los autos de fenecimiento con alcance
dictados en segunda por la Sala de DecisiÃ³n de la Corte de Cuentas (art. 20).

Posteriormente,  la  ley  167  de  1941,  segundo  cÃ³digo  contencioso  administrativo,  estructurÃ³  de  manera  mÃ¡s  clara  las  acciones,
denominÃ¡ndolas de nulidad y de plena jurisdicciÃ³n, correspondientes a los contenciosos objetivo y subjetivo, las cuales procedÃan contra los
actos de la administraciÃ³n en sus distintos Ã³rdenes territoriales.

Finalmente, el Decreto 01 de 1984, tercer cÃ³digo contencioso administrativo, regula las dos acciones en la versiÃ³n hoy conocida.

En lo que respecta a las diferencias, la doctrina se refiere a las acciones de nulidad y de nulidad y restablecimiento del derecho con expresiones
diferentes como las de contencioso popular de anulaciÃ³n, contencioso objetivo o recurso por exceso de poder, respecto de la acciÃ³n de
nulidad, y con las de contencioso subjetivo o de plena jurisdicciÃ³n o de restablecimiento del derecho, para la segunda de estas acciones. El
cÃ³digo de 1984 introdujo el nombre actual, por considerarlo mÃ¡s tÃ©cnico.

Dichas acciones se diferencian, entre otros, en los siguientes aspectos :
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En cuanto a la titularidad de la acciÃ³n, se observa que la de nulidad es una acciÃ³n popular, abierta a todas las personas, cuyo ejercicio no
necesita del ministerio de un abogado; en tanto que el uso de la acciÃ³n de nulidad y restablecimiento estÃ¡ condicionado a la existencia de un
interÃ©s, de manera que podrÃ¡ ejercerla quien considere que su derecho ha sido lesionado y es necesario para tal efecto el apoderamiento de
un profesional del derecho;

En cuanto a la oportunidad para ejercer la respectiva acciÃ³n, la de nulidad no tiene por lo general tÃ©rmino de caducidad, de manera que
puede utilizarse en cualquier tiempo, mientras que la de restablecimiento del derecho debe ser presentada ante el juez en un tÃ©rmino que, en
la mayor parte de los casos, es de cuatro (4) meses, o de dos (2) aÃ±os cuando se trata de acciÃ³n indemnizatoria.

En relaciÃ³n con los efectos de la sentencia, la que se produce en proceso de nulidad los tiene "erga omnes", si la decisiÃ³n es anulatoria, en
caso contrario, cuando no se accede a las pretensiones de la demanda, esos efectos se limitarÃ¡n a los motivos de nulidad invocados por la
actora; mientras que en las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho, la sentencia tiene efectos inter partes y respecto de terceros
interesados.

Otros rasgos de estas dos acciones tienen que ver con el hecho de que la de nulidad no es desistible, cualquier persona puede coadyuvar o
impugnar la demanda, lo que no sucede con la de nulidad y restablecimiento del derecho, que sÃ es desistible, con el cumplimiento de los
requisitos de ley, y solamente a los terceros interesados les es permitido participar en un proceso de esa naturaleza. En el mismo orden de
ideas, el fenÃ³meno de la perenciÃ³n no opera, cuando se trata de acciÃ³n de nulidad, lo que sÃ sucede en el caso de la otra acciÃ³n.

Otro aspecto que distingue a las dos acciones tiene que ver con su procedibilidad, el cual se vincula directamente con la teorÃa de los motivos y
finalidades.

VI. 1. 2. TeorÃa de los motivos y finalidades

La evoluciÃ³n de la jurisprudencia bajo la vigencia del cÃ³digo contencioso administrativo de 1941 puede clasificarse en materia de procedencia
de las acciones de nulidad y de plena jurisdicciÃ³n en dos etapas: una, el criterio del contenido del acto; dos, la teorÃa de los motivos y
finalidades.

VI. 1. 2. 1. El criterio del contenido del acto

Antes de 1959 la jurisprudencia del Consejo de Estado estuvo influida por el criterio material en el sentido de que la procedencia de las acciones
fue condicionada por el  contenido del acto, pues si  Ã©ste creaba situaciones jurÃdicas de carÃ¡cter general,  abstracto e impersonal,  el
interesado debÃa usar la acciÃ³n de nulidad; si, por el contrario, el acto era de contenido particular, concreto y subjetivo, la acciÃ³n pertinente
serÃa la de plena jurisdicciÃ³n. DecÃa la jurisprudencia: "… Se precisa el sentido y el alcance de la jurisprudencia a este respecto : a) Los actos
creadores de situaciones generales, impersonales y objetivas deben ser demandados mediante el ejercicio de la acciÃ³n de nulidad … b) Contra
los actos, hechos u operaciones administrativos que establecen situaciones individuales y concretas Ãºnicamente procede la vÃa de la plena
jurisdicciÃ³n … c) TambiÃ©n la acciÃ³n de nulidad procede contra los actos condiciones que interesan a la sociedad, tales como aquellos que
colocan a una persona dentro de una situaciÃ³n legal y reglamentaria que las inviste de un poder legal …" (Auto, 29 de marzo de 1955, t. LX,
nÃºms. 377 - 381, pag. 468).

VI. 1. 2. 2. La formulaciÃ³n original de la teorÃa de los motivos y finalidades

En el aÃ±o de 1959 se iniciÃ³ el cambio de orientaciÃ³n de la jurisprudencia del Consejo de Estado en cuanto hace a la procedibilidad de las
acciones de nulidad y de nulidad y restablecimiento del derecho, cambio que luego se consolidarÃa en el aÃ±o de 1961.

ConsiderÃ³ el Consejo de Estado en la providencia de 1959 que el criterio tenido en cuenta por el legislador para distinguir las acciones de
nulidad y de plena jurisdicciÃ³n fue el de la preexistencia del derecho, cuando dijo que "La razonabilidad de esa diferencia estÃ¡ en relaciÃ³n
directa con los objetivos y finalidades de las dos acciones, ya que la primera sÃ³lo tiene por mira la restauraciÃ³n de la legalidad y del orden jurÃ-
dico general al obtenerse por la jurisdicciÃ³n … la nulidad del acto jurÃdico que se dice causante del respectivo quebrantamiento, y por el
contrario, la segunda, mÃ¡s que volver por el imperio de la normalidad legal violentada, desde un punto de vista genÃ©rico y altruista, lo que
procura dentro del llamado por la ley ‘restablecimiento del derecho’, no es cosa distinta a la de que se declare a cargo del Estado una
indemnizaciÃ³n no siempre de orden moral simplemente, sino de Ãndole patrimonial" (Sent. 1Âº de diciembre 1959, tomo LXII, nÃºms. 387-391,
pag. 55).

Sin embargo, esa tesis no era aceptada de manera indiscutida, pues en sentencia de la misma fecha (v. pÃ¡g. 47 del nÃºmero precitado de los
Anales ), el Consejo retuvo la tesis del contenido del acto como indicador de la procedencia de la acciÃ³n.

Algunos meses despuÃ©s, la  teorÃa de los mÃ³viles y finalidades encuentra su formulaciÃ³n acabada en la sentencia de agosto 10 de 1961,
tomo LXIII, nÃºms. 392-396, p. 202), con ponencia de CARLOS GUSTAVO ARRIETA ALANDETE, en donde se dijo:

"No es la generalidad del ordenamiento impugnado el elemento que determina la viabilidad del contencioso popular de anulaciÃ³n. Son los
motivos determinantes de la acciÃ³n y las finalidades que a ella ha seÃ±alado la ley, los elementos que sirven para identificarla jurÃdicamente y
para calificar su procedencia. ...los Ãºnicos motivos determinantes del contencioso popular de anulaciÃ³n son los de tutelar el orden jurÃdico y la
legalidad abstracta contenida en esos estatutos superiores,, y que sus finalidades son las de someter la administraciÃ³n pÃºblica al imperio del
derecho objetivo.
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"Los motivos y finalidades del actor deben estar en consonancia con los motivos y finalidades que las normas legales asignan a la acciÃ³n. Es
presumible esta similitud ... cuando se acciona por la vÃa del contencioso popular de anulaciÃ³n contra actos impersonales y abstractos, porque
esta clase de ordenamientos entraÃ±an una violaciÃ³n continua y permanente de la legalidad objetiva, que afecta directamente a la comunidad
... Distinta es la situaciÃ³n cuando el recurso se dirige contra actos particulares, (caso en el cual) la doctrina de los motivos y finalidades opera
en dos formas : si la declaratoria de nulidad solicitada no conlleva el restablecimiento del derecho subjetivo, el contencioso popular puede
ejercitarse inclusive por el titular de ese derecho; pero si la sentencia favorable a las pretensiones del actor determina el restablecimiento
automÃ¡tico de la situaciÃ³n jurÃdica individual afectada por la decisiÃ³n enjuiciada, el recurso objetivo no serÃ¡ admisible, salvo que la acciÃ³n
se intente dentro de los cuatro meses…

"El contencioso popular de anulaciÃ³n es el contencioso exclusivo de la legalidad. Se desarrolla en torno de dos extremos Ãºnicamente : la
norma violada y el acto violador. En el precepto comentado ( art. 67 ) se seÃ±ala como motivo determinante de la acciÃ³n de plena jurisdicciÃ³n,
el quebrantamiento de un estatuto civil o administrativo, pero sÃ³lo en cuanto ampara una situaciÃ³n jurÃdica subjetiva. La ley establece asÃ el
lindero  preciso  de  los  dos  contenciosos.  El  contencioso  privado  de  plena  jurisdicciÃ³n  es  el  contencioso  del  restablecimiento  y  de  la
responsabilidad estatal. En la regulaciÃ³n del artÃculo 67, la acciÃ³n se desenvuelve en torno de estos tres elementos : la norma violada, el
derecho subjetivo protegido por ella y el acto violador de aquÃ©lla y Ã©ste.

VI. 1. 2. 3. La pretensiÃ³n como elemento de distinciÃ³n

Posteriormente, 11 aÃ±os mÃ¡s tarde, la CorporaciÃ³n reiterÃ³ y precisÃ³ la doctrina de 1961, al introducir la idea de "pretensiÃ³n litigiosa",
como elemento de distinciÃ³n entre las dos acciones. Se dijo en esa oportunidad, en auto de 8 de agosto de 1972, Mag. Pon. Dr. HUMBERTO
MORA, que las acciones de nulidad y de plena jurisdicciÃ³n se distinguÃan en el sentido de que la primera buscaba la tutela del orden jurÃdico
abstractamente considerado, sobre la base del principio de jerarquÃa normativa, lo cual originaba un proceso que, en principio, no llevaba
implicado un litigio o contraposiciÃ³n de pretensiones; en tanto que la segunda, tenÃa por objeto la garantÃa de derechos privados, vulnerados
por actuaciones de la administraciÃ³n, lo cual se lograba mediante el restablecimiento del derecho o el resarcimiento del daÃ±o. Agregaba el
comentado auto que "... la acciÃ³n de nulidad procede, en principio, contra todos los actos administrativos, generales o particulares, con el
objeto de tutelar o garantizar el  orden jurÃdico…; pero si  mediante la peticiÃ³n de nulidad del  acto se pretende la tutela de derechos
particulares, civiles o administrativos, para restablecerlos o precaver su violaciÃ³n …, se trata de una pretensiÃ³n litigiosa, que se promueve
contra la administraciÃ³n y que debe hacerse valer conforme al rÃ©gimen de la acciÃ³n de plena jurisdicciÃ³n" (Anales, tomo LXXXIII, NÃºmeros
435-436, pÃ¡gs. 372 a 381).

VI. 1. 2. 4. El estado actual de la teorÃa en la jurisprudencia de la Sala Plena

El desarrollo jurisprudencial de la Ãºltima dÃ©cada ha tenido que ver, de manera principal, con la procedencia de la acciÃ³n de nulidad frente a
actos creadores de situaciones jurÃdicas individuales, posiciÃ³n que en alguna medida implica reconsideraciÃ³n del tratamiento que se le venÃa
dando a la materia en ese punto especÃfico.

VI. 1. 2. 4. 1. Actos de contenido particular seÃ±alados en la ley

Dentro de su proceso de evoluciÃ³n, la teorÃa de los motivos y finalidades fue objeto de algunas precisiones, mediante auto de 2 de agosto de
1990, de la SecciÃ³n Primera, con ponencia de PABLO CACERES, en relaciÃ³n con la acciÃ³n de nulidad frente a actos particulares. Se dijo en
dicho auto  lo  siguiente:  "Si  observamos la  evoluciÃ³n  legislativa  desde la  ley  167 de  1941,  cÃ³digo  bajo  cuyo imperio  se  formulÃ³  la
jurisprudencia  de  1961,  encontramos  que  la  procedencia  de  la  acciÃ³n  pÃºblica  contra  actos  de  contenido  particular  y  concreto  estÃ¡
precisamente regulada por la ley. El legislador colombiano ha venido considerando, en las diversas normas procesales expedidas desde 1941
hasta el Decreto extraordinario 2304 de 1989, cuÃ¡les relaciones individuales y concretas (creadas en el seno del derecho pÃºblico) pueden
afectar gravemente el orden jurÃdico y, por supuesto la vida social y, con esa presunciÃ³n indiscutible (originada en la esencia polÃtica de la
potestad legislativa), ha seÃ±alado expresamente los casos en que cualquier persona puede atacar ante el juez los actos administrativos de
contenido individual". Cita como ejemplos, las acciones de nulidad electoral, consagrada en los artÃculos 223 y ss del cÃ³digo contencioso
administrativo; de nulidad de cartas de naturaleza, prevista en los artÃculos 221 y ss ibÃdem; de nombramientos de empleados del control
fiscal, artÃculo 57 de la Ley 20 de 1975, hoy derogada; de nombramientos ilegales de funcionarios, segÃºn los tÃ©rminos del Decreto legislativo
NÃºm. 2898 de 1953, tambiÃ©n derogado, y de marcas, segÃºn lo dispuesto por el artÃculo 585 y ss. del CÃ³digo de Comercio. Dice el auto
comentado que "Es de vital importancia anotar … que si la facultad de los ciudadanos de atacar jurisdiccionalmente actos administrativos de
contenido subjetivo no tuviera limitaciÃ³n alguna y la acciÃ³n del artÃculo 84 se pudiera emplear indiscriminadamente, no solo contra los actos
generales o reglamentarios, sino contra todos aquellos creadores de situaciones particulares, derechos o relaciones de esta naturaleza, sin
excepciÃ³n alguna, carecerÃa totalmente de sentido que la ley hubiera establecido expresamente las acciones de nulidad en los casos arriba
enlistados y en otros que la sabidurÃa del legislador dispondrÃ¡ en su oportunidad. En tal supuesto bastarÃa la simple acciÃ³n de nulidad de que
habla el artÃculo 84 del C. C. A. para gobernar todas las hipÃ³tesis en que se impugnaran actos por cualquier persona. Lo contrario es dejar al
garete, a la deriva y sin gobierno los derechos individuales y quitarle a los actos administrativos particulares la virtud de ser ejecutorios. Es,
sencillamente, acabar con el principio bÃ¡sico de la seguridad de las relaciones jurÃdicas que vertebra el derecho colombiano y le hace
indispensable en el mantenimiento del sistema polÃtico".

El auto que acaba de citarse fue adoptado por la SecciÃ³n Primera en la sentencia de 28 de agosto de 1992, en donde se reiterÃ³ lo siguiente:
"La  acciÃ³n  de  nulidad  procede  contra  los  actos  generales  y  aquellos  actos  particulares  que  la  ley  seÃ±ala,  y  seÃ±ale  en  el  futuro,
expresamente, si tienen como motivos determinantes la tutela del orden jurÃdico y la legalidad abstracta sobre la base del principio de la
jerarquÃa normativa y si  persiguen como finalidad someter  a  las  entidades pÃºblicas y  a las  personas privadas que desempeÃ±en funciones
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administrativas al imperio del derecho objetivo…

"La acciÃ³n de nulidad y restablecimiento del derecho, por su parte, cabe contra los actos de carÃ¡cter general y de carÃ¡cter particular si se
tienen como motivos determinantes de su ejercicio el quebrantamiento de un estatuto civil o administrativo, en cuanto ampare una situaciÃ³n
jurÃdica  subjetiva,  y  si  tiene  como  finalidad  la  garantÃa  de  los  derechos  privados,  civiles  o  administrativos,  violados  por  un  acto
administrativo…".

VI. 1. 2. 4. 2. Actos particulares de contenido econÃ³mico o social

La SecciÃ³n Primera considerÃ³ posteriormente que la doctrina de los motivos y finalidades contra actos particulares, en la modalidad que acaba
de enunciarse, se podÃa ampliar en el sentido de que la acciÃ³n de simple nulidad procediera contra actos creadores de situaciones jurÃdicas
individuales y concretas, a pesar de que ello no hubiera sido expresamente previsto en la ley, "cuando esa situaciÃ³n conlleve un interÃ©s para
la comunidad en general de tal naturaleza e importancia que desborde el simple interÃ©s de la legalidad en abstracto, por afectar de manera
grave y evidente el orden pÃºblico social o econÃ³mico. En estos casos, no obstante, deberÃ¡ vincularse al proceso a la persona directamente
afectada con el acto". (Sentencia de 26 de octubre de 1995, Consejero Ponente: LIBARDO RODRIGUEZ).

VI. 1. 2. 4. 3. La posiciÃ³n de la Sala Plena

En el mismo sentido anotado en los pÃ¡rrafos anteriores se pronunciÃ³ la Sala Plena de la CorporaciÃ³n en el caso de Cusiana, sentencia de
octubre 29 de 1996, con ponencia de DANIEL SUAREZ HERNÃ�NDEZ, cuando dijo :

"En virtud de las anteriores consideraciones y en procura de reafirmar una posiciÃ³n jurisprudencial en torno de eventuales situaciones similares
a la que ahora se examina, estima la Sala que ademÃ¡s de los casos expresamente previstos en la ley, la acciÃ³n de simple nulidad tambiÃ©n
procede  contra  los  actos  particulares  y  concretos  cuando la  situaciÃ³n  de  carÃ¡cter  individual  a  que  se  refiere  el  acto,  comporte  un  especial
interÃ©s, un interÃ©s para la comunidad de tal naturaleza e importancia, que vaya aparejado con el afÃ¡n de legalidad, en especial cuando se
encuentre de por medio un interÃ©s colectivo o comunitario, de alcance y contenido nacional, con incidencia trascendental en la economÃa
nacional y de innegable e incuestionable proyecciÃ³n sobre el desarrollo y bienestar social y econÃ³mico de gran nÃºmero de colombianos. De
otra parte, el criterio jurisprudencial asÃ aplicado, habrÃ¡ de servir como de control jurisdiccional frente a aquellos actos administrativos que no
obstante afectar intereses de particulares, por su contenido y trascendencia impliquen, a su vez, el resquebrajamiento del orden jurÃdico y el
desmejoramiento del patrimonio econÃ³mico, social y cultural de la NaciÃ³n".

Esa tesis de la Sala Plena ha sido reiterada en varias oportunidades por las distintas secciones de la corporaciÃ³n, pues ella constituye un
importante elemento de seguridad en las situaciones jurÃdicas creadas por los actos administrativos de carÃ¡cter particular. Dicho criterio se
seguirÃ¡ en la soluciÃ³n del asunto sub examine.

VI. 2. EL CRITERIO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL Y SUS LIMITES

En este aparte se harÃ¡ un resumen de la decisiÃ³n de la Corte Constitucional en relaciÃ³n con el valor que dicha corporaciÃ³n asigna a la
jurisprudencia del Consejo de Estado en materia de procedibilidad de las acciones de nulidad y de nulidad y restablecimiento del derecho, asÃ
como sobre el valor que el Consejo de Estado asigna a la jurisprudencia de aquella corporaciÃ³n en la materia.

VI. 2. 1. La decisiÃ³n de la Corte Constitucional

La Corte Constitucional, en sentencia C-426 de 29 de mayo de 2002, declarÃ³ la exequibilidad de la norma acusada en los tÃ©rminos siguientes
:

"Declarar EXEQUIBLE el artÃculo 84 del CÃ³digo Contencioso Administrativo, tal y como fue subrogado por el artÃculo 14 del Decreto 2304 de
1989, siempre y cuando se entienda que la acciÃ³n de nulidad tambiÃ©n procede contra los actos de contenido particular y concreto, cuando la
pretensiÃ³n es exclusivamente el control de la legalidad en abstracto del acto, en los tÃ©rminos de la parte motiva de esta Sentencia".

VI. 2. 2. La declaratoria de inconstitucionalidad de la jurisprudencia del Consejo de Estado

Mediante la acciÃ³n pÃºblica de inconstitucionalidad, que concluyÃ³ con la decisiÃ³n de que da cuenta el numeral anterior, en donde se habÃa
demandado la inexequibilidad o la exequibilidad condicionada del artÃculo 84 del CÃ³digo Contencioso Administrativo, con fundamento en la
tesis de que es posible plantear juicios de inconstitucionalidad contra interpretaciones que de las normas jurÃdicas hagan los operadores jurÃ-
dicos, cuando las mismas involucran un problema de carÃ¡cter constitucional, el actor estimÃ³ que la inconstitucionalidad de la norma atacada
se originaba en la interpretaciÃ³n que el Consejo de Estado ha hecho de ella, en el sentido de impedir que un acto particular y concreto pueda
ser controvertido por medio de la acciÃ³n de simple nulidad, si la sentencia que intervenga restablece el derecho del actor o el acto no tiene
trascendencia social. Agrega que las secciones primera y tercera del Consejo de Estado han tenido posiciones disÃmiles, pero que la Sala Plena
de  lo  Contencioso  Administrativo,  mediante  decisiÃ³n  de  unificaciÃ³n  de  jurisprudencia,  se  pronunciÃ³  sobre  el  alcance  de  la  doctrina  de  los
mÃ³viles y finalidades, la cual viola el derecho de acceso a la administraciÃ³n de justicia, pues el artÃculo 84 del C. C. A. exige Ãºnicamente para
que proceda la acciÃ³n de simple nulidad que el acto acusado se encuentre incurso en una de las causales de anulaciÃ³n, y, ademÃ¡s, que dicha
doctrina desconoce el derecho al debido proceso y en particular el derecho de defensa.

En el curso del proceso intervinieron el Ministerio Justicia y del Derecho, la facultad de derecho de la Universidad Nacional de Colombia, el
decano de la facultad de jurisprudencia de la Universidad Colegio Mayor de Nuestra SeÃ±ora del Rosario y un grupo de ciudadanos.
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Las consideraciones de la comentada decisiÃ³n fueron las siguientes: la Corte Constitucional pretende "… establecer si el alcance normativo
reconocido por la jurisprudencia del  Consejo de Estado al  artÃculo 84 del  CÃ³digo Contencioso Administrativo (C.C.A.),  en el  sentido de
condicionar la procedencia de la acciÃ³n de simple nulidad contra los actos de contenido particular, a los casos en los que la ley lo consagre
expresamente o cuando Ã©stos representen interÃ©s para la comunidad, resulta contrario a las garantÃas constitucionales de defensa y acceso
a la administraciÃ³n de justicia, particularmente, por no estar contenidas tales exigencias en el texto del precepto acusado ni deducirse de la
regla que allÃ se fija".

DespuÃ©s de reconocer que los conflictos jurÃdicos que surjan como consecuencia del proceso de aplicaciÃ³n de las normas legales han de ser
resueltos por los jueces ordinarios y especializados a quienes se les asigna dicha funciÃ³n, la Corte agrega : "…El hecho de que a un enunciado
normativo  se  le  atribuyan  distintos  contenidos  o  significados,  consecuencia  de  la  existencia  de  un  presunto  margen  de  indeterminaciÃ³n
semÃ¡ntica, conlleva a que la escogencia prÃ¡ctica entre sus diversas lecturas trascienda el Ã¡mbito de lo estrictamente legal y adquiera
relevancia constitucional, en cuanto que sus alternativas de aplicaciÃ³n pueden resultar irrazonables y desconocer mandatos superiores". Y
continÃºa asÃ : " … si una preceptiva legal puede ser interpretada en mÃ¡s de un sentido por parte de las autoridades judiciales que tienen a su
cargo la aplicaciÃ³n de la ley, y alguna de ellas entra en aparente contradicciÃ³n con los valores, principios, derechos y garantÃas que contiene y
promueve la ConstituciÃ³n PolÃtica, corresponde a la Corte adelantar el respectivo anÃ¡lisis de constitucionalidad con el fin de establecer cual es
la regla normativa que, consultando el espÃritu del precepto, en realidad se ajusta o se adecua a la Carta PolÃtica".

MÃ¡s adelante aÃ±ade: "… cuando lo que se impugna es la orientaciÃ³n jurisprudencial dominante de un texto legal, no puede limitarse a la
mera confrontaciÃ³n exegÃ©tica entre Ã©ste y el Estatuto Superior,  sino que debe extenderse tambiÃ©n al plano de la interpretaciÃ³n
procediendo a ‘dilucidar los distintos sentidos posibles de los supuestos impugnados, las interpretaciones que resultan intolerables y los efectos
jurÃdicos diversos o equÃvocos que contrarÃan la ConstituciÃ³n’. De este modo, el principio de prevalencia o supremacÃa de la Carta, contenido
en el artÃculo 4Âº Superior, se hace extensivo tanto al tenor literal de la ley como al significado abstracto y real fijado por la autoridad judicial
responsable - derecho viviente-, ya que en un Estado de Derecho no pueden subsistir aplicaciones normativas irrazonables que desborden el
marco jurÃdico que fija la ConstituciÃ³n’. Y concluye esta parte en los tÃ©rminos siguientes: " … es indudable que la funciÃ³n de garantizar la
vigencia efectiva de la  ConstituciÃ³n,  incluye,  bajo ciertos parÃ¡metros de procedibilidad,  la  de verificar  que los jueces y demÃ¡s autoridades
pÃºblicas interpreten y apliquen las leyes en armonÃa con las prescripciones superiores, pues la ConstituciÃ³n, como norma de normas,
constituye el orden jurÃdico fundamental del Estado y, por ende, el eje central de todo el derecho interno’.

En relaciÃ³n con el planteamiento hecho en la demanda, la Corte considera que " … la interpretaciÃ³n que el Consejo de Estado ha hecho de la
norma y su ulterior  cuestionamiento por parte de los distintos sujetos procesales … ,  involucra sin lugar a equÃvocos un problema de
interpretaciÃ³n constitucional que obliga a este organismo de control a asumir la competencia en el presente caso, con el propÃ³sito de definir si
el sentido reconocido al precepto acusado por el mÃ¡ximo organismo de la jurisdicciÃ³n contenciosa, que a su vez determina la forma como en la
prÃ¡ctica  Ã©ste  viene siendo aplicado y  que constituye la  orientaciÃ³n  dominante  del  texto  en  cuestiÃ³n,  armoniza  con las  garantÃas
constitucionales que se aducen como violadas".

Considera la Corte que el acceso a la administraciÃ³n de justicia tiene el carÃ¡cter de derecho fundamental de aplicaciÃ³n inmediata, integrado
al nÃºcleo esencial del derecho al debido proceso, de contenido mÃºltiple o complejo, que compromete el derecho de acciÃ³n o de promociÃ³n
de la actividad jurisdiccional, concretado en la posibilidad que tiene todo sujeto de ser parte en un proceso y de utilizar los instrumentos que allÃ
se proporcionan para plantear sus pretensiones al estado, en defensa del orden jurÃdico o de sus intereses particulares, entre otros. El acceso a
la administraciÃ³n de justicia, segÃºn la Corte, es un derecho de configuraciÃ³n legal, cuyo desarrollo debe estar orientado a garantizar el marco
jurÃdico de su aplicaciÃ³n, comprensivo de los derechos de acceso a un juez imparcial, a obtener la sentencia que resuelva las pretensiones
planteadas  y  a  que  el  fallo  se  cumpla.  Agrega,  en  relaciÃ³n  con  la  previa  definiciÃ³n  de  las  condiciones  y  requisitos  de  operatividad,  que  el
acceso a la justicia no se entiende agotado con el mero diseÃ±o normativo sino que, en consonancia con el principio de efectividad que lo
identifica, su Ã¡mbito de protecciÃ³n constitucional obliga igualmente a que tales reglas sean interpretadas a la luz del ordenamiento superior.

En relaciÃ³n con el caso que le fue planteado, la Corte dice que la procedencia de una u otra acciÃ³n no estÃ¡ determinada por el contenido del
acto, ni por los efectos que de Ã©stos se puedan derivar sino por la naturaleza de la pretensiÃ³n que se formule, pues "La promociÃ³n o
iniciaciÃ³n del proceso, su desarrollo e instrucciÃ³n y la posterior decisiÃ³n, encuentran como referente vÃ¡lido la declaraciÃ³n de voluntad del
demandante o lo que Ã©ste pida que se proteja, sin que tenga por quÃ© incidir en la actuaciÃ³n la condiciÃ³n del acto violador o sus efectos
mÃ¡s prÃ³ximos.

"En esos tÃ©rminos, si la pretensiÃ³n procesal del administrado al acudir a la jurisdicciÃ³n se limita tan sÃ³lo a impugnar la legalidad del acto
administrativo, no existe razÃ³n para desconocer el interÃ©s por el orden jurÃdico y privarlo del acceso a la administraciÃ³n de justicia, por la
fÃºtil consideraciÃ³n de que la violaciÃ³n alegada provenga de un acto de contenido particular y concreto que tambiÃ©n afecta derechos
subjetivos. ResultarÃa insÃ³lito y contrario al Estado de Derecho que la AdministraciÃ³n, acogiÃ©ndose a criterios netamente formalistas que no
interpretan fielmente los textos reguladores sobre la materia,  se pueda sustraer del  rÃ©gimen legal  que gobierna la actividad pÃºblica y,  de
contera, del control judicial de sus propios actos, como si unos - los de contenido general - y otros - los de contenido particular - no estuvieran
sometidos al principio de legalidad."

Finaliza la Corte este aparte asÃ : "Bajo este entendido, consultando el espÃritu de la ConstituciÃ³n y de la ley, se tiene que la acciÃ³n de simple
nulidad procede contra todos los actos administrativos, generales y particulares, cuando la pretensiÃ³n es Ãºnicamente la de tutelar el orden
jurÃdico, caso en el cual la competencia del juez se limita a decretar la simple anulaciÃ³n sin adicionar ninguna otra declaraciÃ³n, pese a que con
el retiro del acto impugnado eventualmente se restablezcan derechos o se ocasionen daÃ±os al actor o a terceros. Siguiendo este mismo
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razonamiento, si lo que persigue el demandante es un pronunciamiento anulatorio y la consecuente reparaciÃ³n de los daÃ±os antijurÃdicos
causados, lo que cabe es la acciÃ³n de nulidad y restablecimiento del derecho, a ejercitarse dentro del tÃ©rmino de caducidad a que hace
expresa referencia el numeral 2Âº (sic) del artÃculo 136 del C. C. A., para que el juez proceda no sÃ³lo a decretar la nulidad del acto sino
tambiÃ©n al reconocimiento de la situaciÃ³n jurÃdica individual que ha resultado afectada".

Dice luego que la regla de interpretaciÃ³n cuestionada, y sin que la ley disponga nada al respecto, le impide al ciudadano acceder a la
jurisdicciÃ³n para salvaguardar y hacer prevalecer el imperio de la ley, con la excusa de no haber solicitado en tiempo el restablecimiento del
derecho o la reparaciÃ³n del daÃ±o, desconociÃ©ndose asÃ el principio de legalidad y "los mandatos constitucionales que subordinan el
interÃ©s  privado  al  interÃ©s  pÃºblico  o  social,  y  que  difieren  (sic  ?)  en  la  ley  la  facultad  de  regular  los  recursos,  las  acciones  y  los
procedimientos  necesarios,  precisamente  ‘para  que  puedan  propugnar  por  la  integridad  del  orden  jurÃdico’  … teniendo  en  cuenta  las
atribuciones  asignadas  por  la  Carta  PolÃtica  a  las  distintas  ramas del  Poder  PÃºblico,  habrÃ¡  de  recordarse  que la  regulaciÃ³n  de  los
procedimientos  judiciales  es  competencia  exclusiva  y  excluyente  del  legislador,  de  manera  que  sÃ³lo  Ã©l  es  el  llamado  a  fijar  y  definir  los
presupuestos procesales de las acciones y en particular de la acciÃ³n de simple nulidad, sin que le sea posible al juez apartarse de ellos,
modificando o alterando las reglas normativas en perjuicio de los administrados".

Agrega la Corte que "… si el imperativo constitucional del derecho a la tutela judicial es su efectividad, entendida Ã©sta como el compromiso
estatal de garantizar en forma real el acceso a la jurisdicciÃ³n para lograr el restablecimiento del orden jurÃdico y la garantÃa de los derechos
ciudadanos, puede asegurarse que la interpretaciÃ³n que viene haciendo el Consejo de Estado del precitado artÃculo 84 del C. C. A. desconoce
este derecho medular…"

Concluye la providencia en estos tÃ©rminos: "… cuando una persona con interÃ©s directo pretenda demandar un acto de contenido particular y
concreto, podrÃ¡ alternativamente acudir al contencioso de anulaciÃ³n por dos vÃas distintas. Invocando la acciÃ³n de nulidad y restablecimiento
del derecho (C. C. A. art 85), caso en el cual lo hace motivada por el interÃ©s particular de obtener el restablecimiento del derecho o la
reparaciÃ³n del daÃ±o antijurÃdico como consecuencia de la declaratoria de la nulidad del acto. En la medida en que esta acciÃ³n no se intente
o no se ejerza dentro de los cuatro meses de que habla la ley (C. C. A. art. 136-2), quien se considere directamente afectado o un tercero,
podrÃ¡n promover la acciÃ³n de simple nulidad en cualquier tiempo (C. C. A. arts. 84 y 136-1), pero Ãºnica y exclusivamente para solicitar de la
autoridad judicial la nulidad del acto violador, dejando a un lado la situaciÃ³n jurÃdica particular que en Ã©ste se regula, para entender que
actÃºan en interÃ©s general : la de contribuir a la integridad del orden jurÃdico y de garantizar el principio de legalidad frente a los excesos en
que pueda incurrir la AdministraciÃ³n en el ejercicio del poder pÃºblico. En estos casos, la competencia del juez contencioso administrativo se
encuentra limitada por la pretensiÃ³n de nulidad del actor, de manera que, en aplicaciÃ³n del principio dispositivo, aquÃ©l no podrÃ¡ adoptar
ninguna medida orientada a la restituciÃ³n de la situaciÃ³n jurÃdica particular vulnerada por el acto. Ahora bien, si se acusa un acto de
contenido particular y concreto por vÃa de la acciÃ³n de simple nulidad, y la demanda no se interpone por el titular del derecho afectado sino
por un tercero, es imprescindible que el juez contencioso vincule al proceso al directamente interesado, con el fin de que Ã©ste intervenga y
pueda hacer efectivas las garantÃas propias del derecho al debido proceso."

Y remata la conclusiÃ³n asÃ :

"… es menester precisar que cuando se demanda por vÃa de la acciÃ³n de simple nulidad un acto de contenido particular y concreto que crea o
reconoce un derecho subjetivo, pese a que el mismo haya sido declarado nulo en la respectiva sentencia, el juez de la causa estÃ¡ obligado a
mantener intangible el derecho en cuestiÃ³n ya que … el pronunciamiento judicial en estos casos es Ãºnica y exclusivamente de legalidad en
abstracto", sin que el afectado pueda entrar a solicitar la reparaciÃ³n del daÃ±o antijurÃdico derivado de dicho acto.

Las consideraciones que se acaban de citar de la decisiÃ³n de la Corte muestran con claridad que dicha corporaciÃ³n judicial  juzgÃ³ la
jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado  contraria  a  la  ConstituciÃ³n,  pues  en  su  opiniÃ³n  contrariaba  los  principios  de  libre  acceso  a  la
administraciÃ³n de justicia y, en consecuencia, del debido proceso.

VI. 2. 3. Los lÃmites de la jurisprudencia de la Corte Constitucional

En un estado de derecho no pueden existir Ã³rganos con competencias ilimitadas, aun tratÃ¡ndose de Ã³rganos de control de superior jerarquÃa,
pues los estados de esa clase se caracterizan precisamente por la distribuciÃ³n de competencias entre las distintas autoridades y por el respeto
de las mismas. Cuando se desconoce ese principio limitante en la actuaciÃ³n de los Ã³rganos estatales, se corre el riesgo de anarquizar el
ordenamiento jurÃdico y se crean condiciones de concentraciÃ³n de poder no previstas constitucionalmente y riesgos para el sistema de
balanzas y contrapesos propios del sistema democrÃ¡tico. La distribuciÃ³n de competencias en el campo particular de elaboraciÃ³n de normas
procesales es reconocida por la propia Corte como facultad del Congreso de la RepÃºblica, cuando en un aparte del fallo que se analiza, dice que
" … las atribuciones asignadas por la Carta PolÃtica a las distintas ramas del Poder PÃºblico …" en materia de producciÃ³n de normas sobre
procedimientos judiciales es de competencia exclusiva y excluyente del legislador. De manera que las normas reguladoras de las acciones de
nulidad y de nulidad y restablecimiento del derecho sÃ³lo pueden ser dadas por el Congreso, a quien corresponde , segÃºn los tÃ©rminos del
ordinal 2Âº del artÃculo 150 constitucional, "Expedir cÃ³digos en todos los ramos de la legislaciÃ³n y reformar sus disposiciones", no por la Corte
Constitucional, que es un Ã³rgano cobijado por el principio que se acaba de enunciar. No puede este organismo adicionar el artÃculo 84 del
CÃ³digo Contencioso Administrativo, sin invadir la competencia del Congreso de la RepÃºblica.

Se ha aceptado pacÃficamente, de otra parte, que las autoridades pÃºblicas y los Ã³rganos del estado en general pueden hacer Ãºnicamente
aquello para lo cual tienen asignada atribuciones. En ese orden de ideas, el artÃculo 241 de la ConstituciÃ³n PolÃtica le confÃa a la Corte
Constitucional, "la guarda de la integridad y supremacÃa de la ConstituciÃ³n, en los estrictos y precisos tÃ©rminos …" de dicho artÃculo, que en
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materia de control de constitucionalidad de las leyes prescribe lo siguiente: "Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten
los ciudadanos contra las leyes, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formaciÃ³n", o contra los decretos con
fuerza de ley o los decretos legislativos, lo cual indica que la competencia de la Corte tiene unos lÃmites precisos, fijados por la norma que se la
otorga. No puede la Corte, sin desconocer los estrictos y precisos tÃ©rminos de esa facultad, extender su competencia a dominios no previstos
en la norma que le asigna su competencia. Se trata de un control sobre las leyes o los decretos con fuerza de ley, desde los puntos de vista de
su constitucionalidad material  y  formal.  Y  el  concepto de ley,  para estos menesteres,  estÃ¡  claramente definido por la  ConstituciÃ³n PolÃtica,
como el acto emanado del Congreso de la RepÃºblica como expresiÃ³n de la voluntad general, con el propÃ³sito, como dice el artÃculo 4Âº del
CÃ³digo Civil, de "mandar, prohibir, permitir o castigar". TambiÃ©n lo estÃ¡ el decreto con fuerza de ley.

Concordante con la norma constitucional que regula la competencia en materia de control de constitucionalidad, el artÃculo 22 del Decreto 2067
de 1991, constitutivo del RÃ©gimen Procedimental de los Juicios y Actuaciones que deben surtirse ante la Corte Constitucional, prescribe : " La
Corte  Constitucional  deberÃ¡  confrontar  las  disposiciones  sometidas  a  control  con  la  totalidad  de  los  preceptos  de  la  ConstituciÃ³n,
especialmente con los del TÃtulo II, salvo cuando para garantizar la supremacÃa de la ConstituciÃ³n considere necesario aplicar el Ãºltimo inciso
del artÃculo 24".

Cuando la Corte Constitucional, en el ejercicio de esa competencia, no decide sobre la peticiÃ³n de inconstitucionalidad de las leyes o de los
decretos con fuerza de ley, mediante el procedimiento de confrontaciÃ³n de las disposiciones acusadas con los preceptos de la ConstituciÃ³n,
sino que extiende su control, sin fundamento en el derecho positivo, a la interpretaciÃ³n que de las normas controlables hacen los jueces, con la
pretensiÃ³n de imponer sus criterios de interpretaciÃ³n a los operadores jurÃdicos, traslada el objeto de su competencia a una materia no
prevista constitucionalmente e incurre en manifiesta no aplicaciÃ³n de la norma constitucional que le da la competencia y crea asÃ una nueva
acciÃ³n de inconstitucionalidad referida a la jurisprudencia producida por los jueces de la RepÃºblica. Esa acciÃ³n no tiene fundamento alguno en
el derecho constitucional colombiano, que, de todos es sabido, es un derecho legislado, no pretoriano.

De otra parte, la decisiÃ³n de la Corte que se examina desconoce el tenor claro del artÃculo 230 constitucional, cuyo texto obliga a todos los
jueces, incluida la Corte Constitucional, cuando prescribe que "Los jueces, en sus providencias, sÃ³lo estÃ¡n sometidos al imperio de la ley.

"La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son criterios auxiliares de la actividad judicial".

De manera que el  fallo de exequibilidad sobre determinada interpretaciÃ³n de una norma legal,  para ser aceptable,  tendrÃa que dicha
competencia estar consagrada expresamente, en tÃ©rminos estrictos y precisos, por una reforma constitucional, en donde ademÃ¡s se tendrÃa
que reformar tambiÃ©n el artÃculo 230 constitucional. De no ser asÃ, se estarÃa en presencia de un derecho de creaciÃ³n jurisprudencial, en
asuntos sobre los que existen normas expresas, lo cual es incompatible con nuestro ordenamiento jurÃdico.

De otra parte, un examen de conjunto de los mecanismos de control que garantizan la supremacÃa de la ConstituciÃ³n PolÃtica, debe tener
presente que el control de constitucionalidad en Colombia no es competencia exclusiva de la Corte Constitucional, pues la Carta PolÃtica le
asigna al Consejo de Estado atribuciones en la materia, como pasa a examinarse en los pÃ¡rrafos siguientes.

VI. 3. EL CONSEJO DE ESTADO COMO JUEZ CONSTITUCIONAL

El ordenamiento jurÃdico colombiano ha institutido un control difuso de constitucionalidad, en donde la Corte Constitucional ejerce, entre otros,
el control sobre las leyes "… tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formaciÃ³n…", en "los estrictos y precisos
tÃ©rminos" que establece la ConstituciÃ³n, mientras que el Consejo de Estado tiene la clÃ¡usula general de competencia para el control de
constitucionalidad de los decretos que expida el gobierno, exceptuados los casos en los que la ConstituciÃ³n asigna dicho control a la Corte
Constitucional, como sucede, a manera de ejemplo, con "los decretos legislativos que dicte el Gobierno con fundamento en los artÃculos 212,
213 y 215 de la ConstituciÃ³n", o con los decretos con fuerza de ley.

Para el anÃ¡lisis del papel del Consejo de Estado como juez constitucional en el derecho colombiano debe tenerse en cuenta como punto de
referencia la ConstituciÃ³n PolÃtica de 1991, pues en ese momento se produjeron cambios importantes en materia de control jurÃdico de la
actividad estatal.

VI. 3. 1. El control de constitucionalidad del Consejo de Estado antes de 1991

Este  control  operaba,  por  lo  general,  en  forma indirecta,  a  travÃ©s del  ejercicio  de  la  acciÃ³n  de  simple  nulidad  frente  a  los  actos
administrativos; y de manera directa, en casos especiales, relacionados con los llamados reglamentos autÃ³nomos, y cuando el juez aplicaba la
excepciÃ³n de inconstitucionalidad.

VI. 3. 1. 1. El control indirecto de constitucionalidad

El antiguo CÃ³digo Contencioso Administrativo (Ley 167 de 1941), artÃculo 62, estructuraba el control de legalidad de los actos administrativos
sobre la idea de jerarquÃa normativa, propia del ordenamiento jurÃdico, en el sentido kelseniano del concepto. DecÃa dicho artÃculo siguiente :

"PodrÃ¡n ser acusados ante el Consejo de Estado o ante los tribunales administrativos, segÃºn las reglas de competencia seÃ±aladas en los dos
anteriores  capÃtulos,  los  decretos,  resoluciones y  otros  actos  del  gobierno,  los  ministros  y  demÃ¡s funcionarios,  empleados o  personas
administrativas, por motivos de inconstitucionalidad o ilegalidad.

"Cuando un acto de carÃ¡cter particular ha sido proferido por un funcionario, empleado o persona administrativa del orden nacional, y con Ã©l
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se viola un reglamento ejecutivo, habrÃ¡ lugar a recurso ante la jurisdicciÃ³n contencioso administrativa".

En el mismo orden de ideas, el artÃculo 63 ibÃdem se refiere a las ordenanzas y demÃ¡s actos de las asambleas departamentales, los cuales
eran acusables por violaciÃ³n de la ConstituciÃ³n, la ley o el reglamento ejecutivo. TambiÃ©n eran acusables los decretos, resoluciones y otros
actos de los gobernadores por los mismos motivos y, ademÃ¡s, por violaciÃ³n de las ordenanzas.

AsÃ mismo, el artÃculo 64 preveÃa el control de legalidad para los actos de intendentes y comisarios, en tÃ©rminos similares al control de las
ordenanzas.

Y,  finalmente,  el  artÃculo  65  ibÃdem  se  referÃa  al  control  de  legalidad  de  los  acuerdos  y  otros  actos  de  los  concejos  municipales  por  ser
contrarios a la ConstituciÃ³n, la ley, el reglamento ejecutivo, las ordenanzas departamentales o los reglamentos del Gobernador, asÃ como al
control sobre los actos de las autoridades, funcionarios o personas administrativas del orden municipal.

La Ley 167 de 1941, artÃculos 62 a 65, estructuraba el contencioso de legalidad de los actos de las autoridades administrativas en los distintos
niveles de la AdministraciÃ³n, esto es nacional, departamental, intendencial y municipal, sobre la idea de inconstitucionalidad, ilegalidad y
violaciÃ³n de normas administrativas de carÃ¡cter  superior.  Cuando se violaban esas normas constitucionales,  legales o administrativas,
cualquier persona podÃa solicitar por sÃ o por medio de representante la nulidad de los actos de cualquier autoridad, sin importar su nivel
dentro de la jerarquÃa de la organizaciÃ³n administrativa.

TenÃa asÃ lugar un control de constitucionalidad de los actos de la administraciÃ³n que, por regla general, era de carÃ¡cter indirecto, pues el
acto administrativo violaba en primer tÃ©rmino la ley y en segundo tÃ©rmino la ConstituciÃ³n, pero nada se oponÃa a que Ã©sta fuera violada
directamente por la autoridad administrativa.

VI. 3. 1. 2. El control directo de constitucionalidad

La ConstituciÃ³n PolÃtica de 1886 permitÃa distinguir distintos grados del poder reglamentario del Presidente de la RepÃºblica, como eran el
poder  reglamentario  tradicional,  el  poder  reglamentario  de leyes  cuadros  o  leyes  marcos  y  los  llamados reglamentos  autÃ³nomos.  Esa
distinciÃ³n se mantiene hoy dÃa.

La violaciÃ³n directa de normas constitucionales se presentaba con mayor nitidez en el caso de los llamados reglamentos constitucionales,
caracterizados por la inexistencia de ley que reglamentar, pues se trataba de un poder jurÃdico que el Presidente de la RepÃºblica derivaba
directamente  de  la  ConstituciÃ³n  PolÃtica.  A  travÃ©s  de  esa  clase  de  reglamentos,  el  Presidente  desarrollaba  directamente  el  texto
constitucional, sin intermediaciÃ³n del Legislador, como sucedÃa por ejemplo con el cÃ©lebre numeral 14 del artÃculo 120 de la antigua
ConstituciÃ³n, cuyo texto le asignaba al Presidente de la RepÃºblica como Jefe del Estado y suprema autoridad administrativa la facultad de
intervenir en el ahorro privado en los siguientes tÃ©rminos:

"Ejercer, como atribuciÃ³n constitucional propia, la intervenciÃ³n necesaria en el Banco de EmisiÃ³n y en las actividades de personas naturales o
jurÃdicas que tengan por objeto el manejo o aprovechamiento y la inversiÃ³n de los fondos provenientes del ahorro privado".

De esos reglamentos constitucionales la ConstituciÃ³n PolÃtica de 1886 traÃa varios casos, tal como sucedÃa con "la suprema inspecciÃ³n y
vigilancia  de  los  institutos  docentes,  pÃºblicos  y  privados,  en  orden a  procurar  el  cumplimiento  de  los  fines  sociales  de  la  cultura  y  la  mejor
formaciÃ³n intelectual, moral y fÃsica de los educandos", a que se referÃa el artÃculo 41, en concordancia con el numeral 12 del artÃculo 120,
que le otorgaba la facultad de "Reglamentar, dirigir e inspeccionar la instrucciÃ³n pÃºblica nacional"; o, como sucedÃa con la inspecciÃ³n y
vigilancia sobre las instituciones de utilidad comÃºn, a manera de ejemplo.

Respecto del control jurÃdico de los actos que concretan el ejercicio del poder reglamentario, se observa que en la medida en que Ã©ste se
libera de la ley, se ata mÃ¡s a la ConstituciÃ³n. Es asÃ como el control del reglamento tradicional se vincula fundamentalmente a la ley que
reglamenta de manera que sus eventuales vicios se reportan a un exceso en su ejercicio; mientras que el control del reglamento constitucional,
en cuanto no hay ley que reglamentar, operarÃ¡ mediante confrontaciÃ³n directa de la norma reglamentaria con la ConstituciÃ³n PolÃtica.

Es  en  el  punto  que  acaba  de  mencionarse  en  donde  aparecÃa  con  claridad  la  facultad  del  Consejo  de  Estado  como  contralor  de
constitucionalidad de la actividad del Poder Ejecutivo, pues el control de legalidad en esos casos se transformaba realmente en control de
constitucionalidad, ya que el punto de referencia de validez del reglamento no era la ley sino los principios constitucionales y, en particular, la
norma que era objeto de desarrollo.

De  otra  parte,  el  ordenamiento  jurÃdico  colombiano  ha  consagrado  siempre  como  mecanismo  de  control  de  la  ley  la  excepciÃ³n  de
inconstitucionalidad. Desde la Ã©poca lejana de la reforma constitucional de 1910, bajo el imperio del antiguo orden jurÃdico, ya se consagraba
en Colombia la excepciÃ³n de inconstitucionalidd como mecanismo que le permitÃa al juez en los casos particulares dar primacÃa a la norma
constitucional sobre la norma de carÃ¡cter legal.

Se tiene, a manera de conclusiÃ³n parcial, que el Consejo de Estado, a la luz de las antiguas normas constitucionales y muchas dÃ©cadas antes
de que naciera la Corte Constitucional, ejercÃa las funciones de juez constitucional, de una parte, en forma indirecta, al poder referir el control
de legalidad de los actos administrativos producidos por las autoridades de los distintos niveles de la administraciÃ³n pÃºblica en Ãºltimo grado
a las normas de la ConstituciÃ³n PolÃtica, ya que el acto controlado debÃa respetar las normas de superior jerarquÃa; de otra parte, en forma
directa, cuando se trataba de reglamentos constitucionales que, para efectos de su control, tenÃan como punto de referencia la ConstituciÃ³n
PolÃtica, o en aquellos casos en los que el juez administrativo aplicaba la excepciÃ³n de inconstitucionalidad como mecanismo de control que
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permitÃa hacer prevalecer la ConstituciÃ³n.

VI. 3. 2. El control de constitucionalidad del Consejo de Estado despuÃ©s de 1991

La ConstituciÃ³n PolÃtica de 1991 fortaleciÃ³ el papel del Consejo de Estado como Ã³rgano de control de la actividad estatal no solamente en el
campo del tradicional y clÃ¡sico control de legalidad sino tambiÃ©n en materia de control de constitucionlidad, ya que ademÃ¡s de las
competencias de que gozaba de acuerdo con las normas de la ConstituciÃ³n anterior,  las cuales se conservan, hoy cuenta con nuevas
competencias de naturaleza constitucional.

Una primer elemento que debe tenerse presente es el hecho de que la propia ConstituciÃ³n PolÃtica consagra como mecanismo autÃ³nomo,
diferente de la acciÃ³n de simple nulidad, la acciÃ³n de inconstitucionalidad. De acuerdo con el numeral 2 del artÃculo 237 constitucional,

"Son atribuciones del Consejo de Estado :

"Conocer  de  las  acciones  de  nulidad por  inconstitucionalidad de  los  decretos  dictados  por  el  Gobierno Nacional,  cuya competencia  no
corresponda a la Corte Constitucional".

De otra parte, el numeral 9 del artÃculo 37 de la Ley 270 de 1996 le asigna a la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo la funciÃ³n de
"Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos expedidos por el  Gobierno Nacional,  cuya competencia no
corresponda a la Corte Constitucional".

En el mismo orden de ideas, el numeral 7 del artÃculo 33 de la Ley 446 de 1998 modificÃ³ y adicionÃ³ el artÃculo 97 del CÃ³digo Contencioso
Administrativo en el sentido de asignarle a la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo el conocimiento " De las acciones de nulidad por
inconstitucionalidad que se promuevan contra los Decretos de carÃ¡cter general dictados por el Gobierno Nacional, que no correspondan a la
Corte Constitucional, cuya inconformidad con el ordenamiento jurÃdico se establezca mediante confrontaciÃ³n directa con la ConstituciÃ³n PolÃ-
tica y que no obedezca a funciÃ³n propiamente administrativa".

Se observa, de acuerdo con las normas que vienen de citarse, que en materia de control de constitucionalidad el Consejo de Estado tiene una
clÃ¡usula general de competencia en relaciÃ³n con los decretos que el gobierno expida en el cumplimiento de los cometidos estatales, mientras
que la Corte Constitucional tiene en la misma materia una competencia de excepciÃ³n.

AdemÃ¡s de la acciÃ³n de nulidad por inconstitucionalidad contra los decretos del Gobierno Nacional asÃ como de la acciÃ³n de simple nulidad,
en donde se plantean,  por  regla  general,  problemas directos  de legalidad,  sin  que ello  excluya confrontaciones directas  con la  norma
constitucional, existen otros casos en los que el juez administrativo interpreta y aplica las normas constitucionales, como sucede en las acciones
de pÃ©rdida de investidura, de tutela y populares y de grupo.

Puede concluirse, entonces, que el derecho colombiano consagra un sistema de control difuso de constitucionalidad, en donde el Consejo de
Estado como tribunal supremo de lo contencioso administrativo tiene un papel en el control de constitucionalidad asÃ como unas competencias
plenamente autÃ³nomas, cuyo ejercicio no es susceptible de control ulterior por Ã³rgano estatal alguno.

VI. 4. EL CONSEJO DE ESTADO ES AUTÃ�NOMO EN LA PRODUCCIÃ�N DE SU JURISPRUDENCIA

Establecido asÃ el hecho de que en el ordenamiento jurÃdico colombiano existe un control difuso de constitucionalidad, cuyos titulares son la
Corte Constitucional y el Consejo de Estado, forzoso es concluir que ambos son Ã³rganos lÃmites en el ejercicio de sus propias competencias, a
menos que uno de ellos no respete los estrictos y precisos tÃ©rminos que le impone la ConstituciÃ³n en el cumplimiento de su funciÃ³n de
control, caso en el cual su decisiÃ³n se torna ilegÃtima.

De otra parte, el Consejo de Estado, por disposiciÃ³n del constituyente, tiene la calidad de "tribunal supremo de lo contencioso administrativo",
segÃºn mandato vinculante del numeral 1 del artÃculo 237 de la ConstituciÃ³n PolÃtica. En esa condiciÃ³n de tribunal supremo, no tiene superior
que pueda interferir en el ejercicio de sus funciones en la administraciÃ³n de justicia, por la elemental razÃ³n de que dejarÃa de ser supremo, si
sus fallos pudieran ser determinados por otra autoridad judicial o polÃtica. Solamente en el evento de que se reforme la ConstituciÃ³n en dicha
materia, ello serÃa posible.

Existe una Ãºnica hipÃ³tesis en el ordenamiento jurÃdico colombiano, en donde las decisiones del Consejo de Estado y de la Corte Suprema de
Justicia pueden ser revisadas por la Corte Constitucional. Se trata de las sentencias de tutela que, de ser seleccionadas, pueden ser confirmadas
o revocadas por dicho organismo. Cuando la ConstituciÃ³n quiere que ello sea asÃ, lo dice expresamente, como sucede con los fallos de tutela.

En los demÃ¡s casos, en el ejercicio de su labor de interpretaciÃ³n de la ley o de la ConstituciÃ³n, cuando se tiene competencia para ello, el
Ãºnico control posible, si el Consejo de Estado o la Corte Suprema de Justicia violan la ConstituciÃ³n es el juicio de responsabilidad polÃtica que
debe adelantar el Congreso de la RepÃºblica.

Habida cuenta, entonces, de su calidad constitucional de "tribunal supremo de lo contencioso administrativo", sus decisiones no son susceptibles
de cuestionamiento posterior por Ã³rgano alguno. SerÃa necesario una reforma constitucional para que ello fuera posible y como Ã©sta no ha
tenido lugar, cualquier pretensiÃ³n de interferencia en la autonomÃa que debe caracterizar el cumplimiento de su funciÃ³n jurisdiccional, es
inaceptable y le es inoponible en la toma de sus decisiones. Es principio incontrovertible que en la producciÃ³n de su jurisprudencia el Consejo
de Estado es autÃ³nomo.
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VI. 5. LA FRAGILIDAD DE LA POSICION DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

La arquitectura constitucional sobre distribuciÃ³n de competencias jurisdiccionales tiene su razÃ³n de ser en el principio de especialidad, con el
fin de lograr solidez jurÃdica en la soluciÃ³n de los casos sometidos a decisiÃ³n de cada uno de los Ã³rganos jurisdiccionales.

Hecha aparte la posiciÃ³n del Consejo de Estado en materia de interpretaciÃ³n de las acciones de nulidad y de nulidad y restablecimiento del
derecho, que como se ha dicho no es posible controvertir, si se examina en gracia de discusiÃ³n el punto de vista expuesto por la Corte
Constitucional, con ocasiÃ³n de la demanda presentada, Ã©ste se revela frÃ¡gil en sus fundamentos e incoherente en sÃ mismo y con el sistema
normativo que regula la materia contencioso administrativa, pues se limita a examinar literalmente el texto del artÃculo 84, con olvido de las
numerosas normas del cÃ³digo que guardan relaciÃ³n con la materia y que se ven afectadas con la decisiÃ³n que se comenta. De su examen, se
desprenden, entre otras, las siguientes observaciones :

VI. 5. 1. La decisiÃ³n de la Corte desconoce el carÃ¡cter de orden pÃºblico de las normas procesales.

Sea lo primero observar que la decisiÃ³n que se analiza desconoce el carÃ¡cter de orden pÃºblico de las normas procesales, al permitirle al actor
escoger a voluntad el juez de conocimiento de su causa, alterando asÃ las reglas de competencia. En efecto, al transmutar, a voluntad, la
acciÃ³n de nulidad y restablecimiento del derecho en acciÃ³n de simple nulidad, por no pedir expresamente el restablecimiento del derecho, la
Corte Constitucional permite que el actor convierta los asuntos contencioso administrativos de dos instancias en procesos de Ãºnica instancia
ante el Consejo de Estado, al  no fijar en la demanda una cuantÃa en las pretensiones y afirmar que actÃºa en aras de preservar la legalidad
abstracta. De una pincelada queda borrado el capÃtulo sobre distribuciÃ³n de competencias entre el Consejo de Estado y los tribunales
administrativos de departamento. De manera que a partir de la fecha, si se siguiera el criterio recomendado por la Corte, los asuntos del orden
nacional  que en acciÃ³n de nulidad y restablecimiento del  derecho son de conocimiento de los tribunales en primera instancia quedan
convertidos en asuntos sin cuantÃa, de conocimiento del Consejo de Estado, en Ãºnica instancia.

VI. 5. 2. La decisiÃ³n comentada institucionaliza la vÃa de hecho.

Al  afirmar  la  providencia  "… que  cuando  se  demanda  por  vÃa  de  la  acciÃ³n  de  simple  nulidad  un  acto  de  contenido  particular  y  concreto  o
reconoce un derecho subjetivo, pese a que el mismo haya sido declarado nulo en la respectiva sentencia, el juez de la causa estÃ¡ obligado a
mantener intangible el derecho en cuestiÃ³n ya que … el pronunciamiento judicial en estos casos es Ãºnica y exclusivamente de legalidad en
abstracto", la Corte consagra la vÃa de hecho como generadora de derecho, pues es sabido que la actuaciÃ³n de la administraciÃ³n tiene como
respaldo el acto administrativo, que se presume legal, de manera que si la situaciÃ³n creada queda sin el respaldo jurÃdico del acto que la crea
o modifica, dicha situaciÃ³n se convierte en vÃa de hecho, con carÃ¡cter intangible, en criterio de la Corte.

VI. 5. 3. La decisiÃ³n de la Corte acaba con la figura del decaimiento administrativo. De acuerdo con el ordinal 2Âº del artÃculo 66 del C. C. A. ,
los actos administrativos perderÃ¡n su fuerza ejecutoria "cuando desaparezcan sus fundamentos de hecho o de derecho", norma que queda
modificada por la sentencia que se comenta, pues a pesar de que se haya declarado la nulidad del acto que le sirve de fundamento, el juez estÃ¡
obligado a mantener intangible la situaciÃ³n que de allÃ nace. Esa interpretaciÃ³n conducirÃa, a manera de ejemplo, a situaciones absurdas,
como aquÃ©lla en donde se decreta la nulidad del acto de reconocimiento de una pensiÃ³n manifiestamente ilegal, pero subsiste la obligaciÃ³n
del estado, a pesar de que no haya sustento jurÃdico, de seguir reconociendo los derechos que allÃ se generaron.

VI. 5. 4. La decisiÃ³n de la Corte borra del derecho procesal administrativo la nociÃ³n de legitimaciÃ³n de la parte demandante. El fundamento
jurÃdico de situaciones creadas por actos administrativos particulares podrÃa, de coincidir la jurisprudencia del Consejo de Estado con el criterio
expuesto por la Corte, ser discutido en cualquier tiempo, por los interesados o por terceros que nada tienen que ver con el asunto planteado,
introduciendo asÃ un peligroso elemento de inseguridad jurÃdica. PiÃ©nsese, nada mÃ¡s, en la posibilidad de controvertir, en cualquier tiempo,
la legalidad de licencias o permisos otorgados a las empresas de transporte terrestre o de servicio aÃ©reo, la de actos que sirven de
fundamento a la inversiÃ³n extranjera, o las sanciones impuestas en materia tributaria o aduanera, o en materia disciplinaria, o los actos
administrativos que reconocen prestaciones sociales. SerÃa el retorno permanente de la litigiosidad en los tribunales en asuntos ya definidos,
con una carga profunda de inseguridad jurÃdica en las relaciones sociales.

VI. 5. 5. La decisiÃ³n de la Corte elimina el tÃ©rmino de caducidad de la acciÃ³n. Como es sabido, el restablecimiento del derecho, que puede
ser automÃ¡tico, debe ser solicitado a travÃ©s de la acciÃ³n de nulidad y restablecimiento del derecho, dentro del tÃ©rmino de caducidad de la
acciÃ³n, que es precisamente uno de los elementos que la distingue de la acciÃ³n de simple nulidad. De acuerdo con el criterio de la Corte, a
pesar de que comporte restablecimiento automÃ¡tico del derecho, podrÃ¡ intentarse la acciÃ³n de nulidad en cualquier tiempo.

VI. 5. 6. La decisiÃ³n de la Corte desnaturaliza el procedimiento de la vÃa gubernativa. Para ocurrir ante lo contencioso administrativo, cuando se
trata de actos particulares es necesario el cumplimiento del presupuesto procesal de agotamiento de la vÃa gubernativa, con el objeto de que la
AdministraciÃ³n conozca los motivos de disentimiento del interesado, lo que no sucede en el ejercicio de la acciÃ³n de simple nulidad, caso en el
cual se demanda directamente ante la jurisdicciÃ³n. Dado que se podrÃa demandar un acto particular a travÃ©s de cualquiera de las dos
acciones, cuando ello se haga a travÃ©s de la acciÃ³n de simple nulidad, dicho agotamiento no serÃa necesario, en tanto que si demanda el
interesado, dentro del tÃ©rmino de ley, Ã©ste tendrÃa que haber agotado previamente la vÃa gubernativa.

VI. 5. 7. La decisiÃ³n de la Corte escinde en dos la acciÃ³n de nulidad y restablecimiento del derecho. Dice la decisiÃ³n comentada que un acto
particular puede ser demandado a travÃ©s de las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho, o de simple nulidad, escindiendo asÃ la
primera de dichas acciones, con el olvido de que el mismo legislador quiso que en unos casos, cuando se pide el restablecimiento del derecho, la
nulidad del acto que le sirve de soporte a esos derechos debe ser buscado a travÃ©s del procedimiento especial de la acciÃ³n subjetiva. Y asÃ
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debe ser porque los actos de contenido particular son los que pueden generar vulneraciÃ³n del derecho subjetivo, que servirÃ¡ luego para
solicitar su restablecimiento, si el acto que le sirve de fundamento estÃ¡ viciado de nulidad; mÃ¡s, no cuando se trata de actos de contenido
general, que, como es sabido, no causan esa vulneraciÃ³n sino que crean cargas pÃºblicas, que los ciudadanos deben soportar como el precio de
vivir en sociedad, a menos que dichas cargas constituyan un sacrificio especial que deba ser colectivizado.

VI. 5. 8. La decisiÃ³n de la Corte confunde los intereses pÃºblico y privado. La observancia de las normas procesales es de interÃ©s pÃºblico,
trÃ¡tese de cualquiera de las acciones reguladas en el cÃ³digo contencioso administrativo. Estas constituyen los caminos que el ordenamiento
ha previsto para acceder a la administraciÃ³n de justicia, cada uno de los cuales tiene su propia especificidad, sin que la obligaciÃ³n que tiene el
actor de escoger uno u otro implique la prevalencia del interÃ©s privado sobre el pÃºblico, o viceversa. Cuando esa especificidad no se respeta,
se introduce un indeseable elemento de desorden que afecta la seguridad jurÃdica.

VI. 5. 9. La decisiÃ³n de la Corte desconoce las normas legales sobre nulidad contra actos administrativos de contenido particular. Las normas
jurÃdicas que regulan la procedencia de la acciÃ³n de simple nulidad contra actos de contenido particular fueron desconocidas por la decisiÃ³n
de la Corte, al volverlas ineficaces, si se aplica el criterio de que cualquier acto particular puede ser demandado en acciÃ³n de simple nulidad. No
se entenderÃa para quÃ© el legislador hizo esas previsiones, si a travÃ©s de la acciÃ³n de simple nulidad tambiÃ©n puede controvertirse la
legalidad del acto que sirve de fundamento a la situaciÃ³n jurÃdica individual.

VI. 5. 10. La decisiÃ³n de la Corte pretende reformar la ConstituciÃ³n PolÃtica al crear la acciÃ³n de inexequibilidad contra la jurisprudencia de los
jueces. El ordenamiento constitucional es claro en el sentido de que la Corte Constitucional tiene una competencia limitada a declarar la
exequibilidad o  inexequibilidad de una ley,  o  de un decreto con fuerza de ley,  a  travÃ©s de la  acciÃ³n del  mismo nombre.  Ã�nica y
exclusivamente hasta allÃ llega su competencia, la cual debe ser ejercida dentro de los "estrictos y precisos tÃ©rminos" establecidos en la
ConstituciÃ³n y Ã©sta no ha previsto acciones de Ã³rgano estatal alguno contra la jurisprudencia de los tribunales, pues una posiciÃ³n distinta
no tendrÃa en cuenta las atribuciones asignadas por la Carta PolÃtica a las distintas ramas del Poder PÃºblico.

VI. 6. LA SOLUCIÃ�N DEL CASO CONCRETO

VI. 6. 1. El acto acusado. El acto acusado es la ResoluciÃ³n No. 0074 de 5 de febrero de 1997, por medio de la cual el Secretario General del
Ministerio de Agricultura reconociÃ³ a la AsociaciÃ³n de Usuarios del Distrito de AdecuaciÃ³n de Tierras de FÃºquene y CucunubÃ¡ - ASOFUC-
personerÃa jurÃdica, con domicilio en el municipio de UbatÃ©, departamento de Cundinamarca. Esta resoluciÃ³n fue notificada al Presidente de
ASOFUC el dÃa 3 de marzo de 1997 y se le indicÃ³ que contra ese acto procedÃa el recurso de reposiciÃ³n ante el Ministerio de Agricultura, pero
no aparece en el expediente que haya sido publicada. SegÃºn el Acta No. 01, a la asamblea de 28 de noviembre de 1996 asistieron treinta y dos
( 32 ) usuarios.

SegÃºn sus Estatutos, ASOFUC es una entidad de carÃ¡cter privado, sin Ã¡nimo de lucro, con los siguientes objetivos : 1) Promover, desarrollar y
estimular la producciÃ³n agropecuaria; 2) Administrar los fondos que se recauden provenientes de cuotas ordinarias y extraordinarias que se
establezcan; 3) Organizar el sistema de aprovechamiento del recurso agua entre los beneficiarios; 4) Gestionar ante las entidades especializadas
el servicio de asistencia tÃ©cnica, mejorar y ampliar el  sistema con el fin de incrementar la producciÃ³n agrÃcola y pecuaria; 5 )  Cumplir  las
obligaciones  adquiridas  con  el  organismo  ejecutor,  y  6)  Velar  por  la  defensa  y  conservaciÃ³n  de  las  cuencas  hidrogrÃ¡ficas  circunscritas  al
Distrito ( v. folio 31 ).

Se trata, como puede observarse, de un acto de contenido particular que tiene que ver con el reconocimiento de personerÃa jurÃdica a una
asociaciÃ³n privada sin Ã¡nimo de lucro, respecto del cual cabe, como lo seÃ±ala el propio acto, el recurso de reposiciÃ³n ante el Ministerio de
Agricultura, ( v. folio 7 ),  de donde se colige que el acusado es un acto de contenido particular, susceptible de agotamiento de la vÃa
gubernativa,  cuya  notificaciÃ³n  estuvo  mal  hecha  al  no  indicarse  con  precisiÃ³n  la  autoridad  ante  la  cual  debÃa  tramitarse  el  recurso  en
cuestiÃ³n, como tampoco se ordenÃ³ la publicaciÃ³n del mismo acto para que los terceros interesados tuvieran oportunidad de conocer su
contenido,  por  lo  cual,  desde  este  punto  de  vista,  puede afirmarse  que la  notificaciÃ³n  no  surtiÃ³  sus  efectos  legales  y,  en  consecuencia,  no
corriÃ³ el tÃ©rmino de caducidad.

El  acto  acusado creÃ³,  entonces,  una situaciÃ³n  jurÃdica  de carÃ¡cter  particular,  no  pasible,  segÃºn la  ley  y  la  jurisprudencia  de esta
CorporaciÃ³n, de la acciÃ³n de simple nulidad, razÃ³n por la cual, en aras de la prevalencia del derecho sustancial, la acciÃ³n incoada por la
actora se interpretÃ³ como de nulidad y restablecimiento del derecho. En efecto, el reconocimiento de personerÃa jurÃdica de una asociaciÃ³n
de carÃ¡cter privado, no es uno de esos actos calificados por la ley como susceptible de ser atacado por medio de la acciÃ³n de simple nulidad,
ni tampoco dicho acto comporta "... un interÃ©s para la comunidad de tal naturaleza e importancia, que vaya aparejado con el afÃ¡n de
legalidad, en especial cuando se encuentre de por medio un interÃ©s colectivo o comunitario, de alcance y contenido nacional, con incidencia
trascendental en la economÃa nacional y de innegable e incuestionable proyecciÃ³n sobre el desarrollo y bienestar social y econÃ³mico de gran
nÃºmero de colombianos", que merezca el tratamiento del contencioso objetivo, segÃºn los tÃ©rminos de la sentencia de 10 de agosto de 1996,
que ahora se reitera.

Asumida la acciÃ³n como de nulidad y restablecimiento del derecho , se verificÃ³ el interÃ©s de la accionante, el cual se dedujo del carÃ¡cter
que alega de organismo ejecutor de los Distritos de AdecuaciÃ³n de Tierras que a su juicio le otorgÃ³ el artÃculo 42 de la Ley 3Âª de 1961, por
medio de la cual se creÃ³ dicha entidad, en concordancia con el artÃculo 14 de la Ley 41 de 1993, asÃ como de su participaciÃ³n en el proceso
de otorgamiento de la personerÃa jurÃdica. De manera que el derecho lesionado radica en el desconocimiento del papel institucional de la parte
demandante como organismo ejecutor, cuya pretensiÃ³n naturalmente carece de cuantÃa.
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En cuanto a la caducidad, como presupuesto sustancial de la acciÃ³n, nada se pudo establecer inicialmente porque en el momento de dictar el
auto admisorio de la misma no se observaba la fecha en la cual la actora fue notificada del acto acusado, como parte interviniente en el proceso
de  formaciÃ³n  del  mismo.  Siendo  ello  asÃ,  debiÃ³  concluirse  que  el  tÃ©rmino  de  caducidad  para  introducir  la  acciÃ³n  de  nulidad  y
restablecimiento del derecho no operÃ³, debiendo la SecciÃ³n, en consecuencia, asumir el conocimiento de fondo de la controversia planteada.
Ahora, para decidir, se pudo establecer que la notificaciÃ³n no fue hecha en forma regular, como se anotÃ³ en pÃ¡rrafos anteriores.

VI. 6. 2. El anÃ¡lisis de legalidad del acto acusado

Los cargos formulados por la parte demandante contra el acto acusado se refieren a su expediciÃ³n irregular y a falsa motivaciÃ³n, los cuales
sustenta asÃ:

a.- La expediciÃ³n irregular radica en que el acto acusado tiene como Ãºnico soporte un concepto de viabilidad jurÃdica emitido por el Instituto
Nacional de AdecuaciÃ³n de Tierras -INAT-, quien carecÃa de competencia por no ser el organismo ejecutor del Distrito y dicha entidad,
ademÃ¡s, se abstuvo aparentemente de verificar si la AsociaciÃ³n habÃa celebrado asamblea de constituciÃ³n con las formalidades que ese acto
exige,  tales  como quÃ³rum suficiente,  de  acuerdo  con  las  regulaciones  del  CONSUAT,  o  aprobaciÃ³n  de  los  estatutos  en  debida  forma.  Debe
tenerse en cuenta que la condiciÃ³n de usuario no puede ser asimilable a la de asociado. De manera que en cuanto a lo primero se violÃ³ el
parÃ¡grafo primero del artÃculo 1Âº del Decreto 1380 de 1995; en relaciÃ³n con la falta de requisitos, la solicitud de ASOFUC violÃ³ ese mismo
artÃculo, ya que no cumpliÃ³ con las exigencias allÃ establecidas asÃ como en el artÃculo 8 de la ResoluciÃ³n NÃºm. 019 de 1995 del CONSUAT,
pues en ninguno de los documentos consta la voluntad de un nÃºmero no inferior al 60% de los mÃ¡s de 5.000 usuarios del Distrito.

Al respecto se tiene que el artÃculo 1Âº y sus parÃ¡grafos 1Âº y 2Âº del Decreto 1380 de 1995, "Por el cual se reglamenta parcialmente el artÃ-
culo 21 de la Ley 41 de 1993", seÃ±alan:

"ARTICULO 1Âº- Para el reconocimiento e inscripciÃ³n de las asociaciones de usuarios de los distritos de adecuaciÃ³n de tierras se requiere la
siguiente documentaciÃ³n:

Acta de la asamblea de constituciÃ³n y elecciÃ³n de dignatarios;

Estatutos y constancia de su aprobaciÃ³n por la asamblea de asociados, y

RelaciÃ³n de asociados con su respectiva identificaciÃ³n y direcciÃ³n domiciliaria.

PARÃ�GRAFO 1Âº- La documentaciÃ³n a que se refiere el presente artÃculo deberÃ¡ ser remitida al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural,
por conducto de los organismos ejecutores de los distritos de adecuaciÃ³n de tierras de que trata el artÃculo 14 de la Ley 41 de 1993, los cuales
emitirÃ¡n concepto sobre la viabilidad de la solicitud de reconocimiento e inscripciÃ³n.

PARÃ�GRAFO 2Âº-  Cuando  el  organismo  ejecutor  de  los  distritos  de  adecuaciÃ³n  de  tierras  sea  una  entidad  de  carÃ¡cter  privado,  la
documentaciÃ³n y la viabilidad correspondiente deberÃ¡n ser tramitadas por conducto del Instituto Nacional de AdecuaciÃ³n de Tierra, INAT".

A su vez, el artÃculo 8 de la ResoluciÃ³n NÃºm. 019 de 1995 del CONSUAT reproduce en buena parte el antes transcrito, a saber:

"ARTICULO  8.-  El  reconocimiento  de  la  personerÃa  jurÃdica  debe  solicitarse  al  Ministerio  de  Agricultura  y  Desarrollo  Rural,  mediante  oficio
suscrito por el presidente provisional de la AsociaciÃ³n, acompaÃ±ando los siguientes documentos:

1) Copia autenticada del acta de la Asamblea de ConstituciÃ³n y elecciÃ³n de dignatarios provisionales.

2) Copia autenticada de los Estatutos y constancia de su aprobaciÃ³n por la Asamblea de Asociados.

3) RelaciÃ³n de Asociados, con indicaciÃ³n de su domicilio y documentos de identidad si es persona natural; si se trata de persona jurÃdica,
certificado de existencia y representaciÃ³n legal."

El problema se concreta, entonces, en establecer el organismo ejecutor del distrito de riego de FÃºquene - CucunubÃ¡ para la Ã©poca del
trÃ¡mite de la personerÃa en cuestiÃ³n y si la respectiva solicitud cumpliÃ³ con los requisitos previstos en las normas precitadas.

a. 1.- Con relaciÃ³n al punto primero, el artÃculo 14 de la Ley 41 de 1993 prevÃ©:

"ARTICULO.  Concepto.-  Son  organismos  ejecutores  de  los  Distritos  de  AdecuaciÃ³n  de  Tierras,  el  Instituto  Colombiano  de  HidrologÃa,
MeteorologÃa y AdecuaciÃ³n de Tierras, Himat, y aquellas entidades pÃºblicas y privadas que autorice el Consejo Superior de AdecuaciÃ³n de
Tierras."

De suerte que segÃºn esa norma, el carÃ¡cter de organismo ejecutor se establece por disposiciÃ³n de la misma, en cuanto seÃ±ala al HIMAT y a
los que seÃ±ale el CONSUAT.

En lo que corresponde al HIMAT, se observa que pasÃ³ a llamarse INAT en virtud del artÃculo 17, parÃ¡grafo 2Âº, de la Ley 99 de 1993, cuyo
texto prescribe : "TraslÃ¡dense al IDEAM las funciones que en materia de hidrologÃa y meteorologÃa tiene actualmente asignadas el Instituto
Colombiano de HidrologÃa,  MeteorologÃa y AdecuaciÃ³n de Tierras,  Himat,  el  cual  en lo  sucesivo se denominarÃ¡ Instituto Nacional  de
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AdecuaciÃ³n de Tierras, INAT", lo que significa sin lugar a dudas que en lo concerniente a la materia que interesa al sub lite, la adecuaciÃ³n de
tierras, siguiÃ³ a cargo del HIMAT, ahora con el nombre de INAT, y como tal sigue siendo Ã³rgano ejecutor de los distritos en comento.

En ese orden de ideas, la Sala observa que en la motivaciÃ³n del  acto acusado se indica como organismo ejecutor del  aludido distrito
precisamente al INAT, circunstancia que resulta concordante con las normas precitadas.

Sin embargo, la actora aduce su condiciÃ³n de organismo ejecutor del Distrito de AdecuaciÃ³n de Tierras de FÃºquene y CucunubÃ¡ - ASOFUC-,
con fundamento en el artÃculo 42 de la Ley 3Âª de 1961 por medio de la cual se creÃ³ la CAR, dado que esa norma ordenÃ³ la cesiÃ³n a ella, en
calidad de aporte, de las obras construidas en su territorio para el control y la regulaciÃ³n de las aguas, y desde aquel entonces asumiÃ³ la
administraciÃ³n  y  manejo  de  dicho  distrito,  concebido  como  un  sistema  hidrÃ¡ulico  de  adecuaciÃ³n  de  tierras  con  un  Ã¡rea  de  influencia
comprendida por dos unidades ( una norte y otra sur ), adoptÃ³ el reglamento general para su funcionamiento, debiendo entregarlo a los
respectivos usuarios con base en la Ley 41 de 1993, quienes deben organizarse para ello en forma de asociaciÃ³n.

El citado artÃculo 42 de la Ley 3Âª de 1961 dice: "Autorizase al Gobierno Nacional, al Instituto de Aguas y Fomento ElÃ©ctrico y a la Caja de
CrÃ©dito Agrario, Industrial y Minero para ceder a la CorporaciÃ³n, en calidad de aporte, las obras de su propiedad construÃdas en el territorio
de la CorporaciÃ³n para el control y la regulaciÃ³n de las aguas. En la misma forma se cederÃ¡ a la CorporaciÃ³n el valor de las cuotas
pendientes por impuesto de valorizaciÃ³n a cargo de los beneficiarios de las obras de desecaciÃ³n de los pantanos de FÃºquene".

Si bien la Junta Directiva de la CAR profiriÃ³ el Acuerdo NÃºm. 031 de 1991, "Por el cual se adopta el Reglamento General para el funcionamiento
del Distrito de Riego y Drenaje de FÃºquene-CucunubÃ¡", los anteriores antecedentes jurÃdicos no indican que esa entidad sea organismo
ejecutor de distritos de riego y adecuaciÃ³n de tierras, ni que lo sea especÃficamente del de FÃºquene y CucunubÃ¡. Por una parte, no es cierto
que la disposiciÃ³n transcrita hizo la cesiÃ³n invocada, sino que apenas la autorizÃ³ para que la efectÃºe el Gobierno Nacional y demÃ¡s
entidades en ella enunciadas, ni la cesiÃ³n en si misma determina que la CAR se constituya en organismo ejecutor del referido distrito. Si asÃ
hubiera sido, en caso de que la cesiÃ³n se hubiera realizado, cosa que no estÃ¡ acreditada en el proceso, la Ley 41 de 1993, que justamente
regula los distritos de riego y adecuaciÃ³n de tierras, la hubiera incluido en su artÃculo 14 al definir los organismos ejecutores.

De otra parte, en el expediente no obra ni se menciona acto alguno del CONSUAT que autorice a la CAR como organismo ejecutor de los distritos
de adecuaciÃ³n de tierra, en general ni en particular, respecto del de FÃºquene y CucunubÃ¡.

A ello se agrega que el INAT estÃ¡ llamado a ser el organismo ejecutor en general de los distritos de adecuaciÃ³n de tierras, exceptuÃ¡ndose los
que el CONSUAT asigne a otro organismo, segÃºn se desprende del mismo artÃculo 14 de la Ley 41 de 1993, y del artÃculo 1Âº, parÃ¡grafos 1Âº
y 2Âº, del Decreto 1380 de 1995, en cuanto el primer parÃ¡grafo se remite a los organismos ejecutores de que trata el artÃculo 14 citado, dentro
de los cuales se entiende que estÃ¡ el INAT, para efectos del concepto de viabilidad de la solicitud de personerÃa, y el segundo parÃ¡grafo
prevÃ© que el INAT dÃ© ese concepto cuando dicho organismo es privado, y se advierte que en el sub lite no obra ni la CAR ha mencionado
acto alguno del CONSUAT que la autorice para actuar como organismo ejecutor del distrito en menciÃ³n.

En conclusiÃ³n, la actora no ha desvirtuado lo expuesto en las consideraciones del acto acusado en el sentido de que el organismo ejecutor del
distrito de adecuaciÃ³n de tierras de FÃºquene y CucunubÃ¡, en la medida en que no ha demostrado que ella lo es en lugar del INAT en los
tÃ©rminos de las normas analizadas. Por consiguiente, el cargo no prospera en lo que hace al punto de quien debÃa dar el concepto de
viabilidad de la solicitud de la personerÃa jurÃdica atacada.

Aunque en el auto admisorio de la demanda se admitiÃ³ la condiciÃ³n invocada por la CAR como organismo ejecutor de ese distrito, conviene
aclarar que se tratÃ³ de un pronunciamiento preliminar, por cuanto en ese momento no se examinÃ³ el cargo, es decir, no constituyÃ³ una
decisiÃ³n de fondo sobre el asunto, que por lo mismo no obsta para que la Sala llegue a una conclusiÃ³n diferente en esta sentencia, como en
efecto se decide en este momento procesal.

Ahora bien, dado que la legitimaciÃ³n en causa por activa de la demandante le fue reconocida con base en esa consideraciÃ³n preliminar, y
Ã©sta ha sido desvirtuada en el examen de fondo del asunto, parecerÃa que esa legitimaciÃ³n desaparece, mÃ¡s sin embargo la Sala observa
que su interÃ©s en el acto acusado surge tambiÃ©n de la estrecha relaciÃ³n que tiene dicha entidad con las actividades propias del distrito en
referencia, como quiera que pueden comprometer los recursos naturales y el medio ambiente del territorio bajo su jurisdicciÃ³n como autoridad
ambiental que es. Por ello vale mantener su reconocimiento como legitimada para actuar como actora del proceso, siendo procedente asÃ pasar
al examen de los demÃ¡s cargos.

a. 2.- Respecto del cumplimiento o no de los requisitos previstos en los artÃculos 1Âº del decreto 1380 de 1995 y 8 y 26 de la ResoluciÃ³n NÃºm.
019 de 1995 del CONSUAT, se ha de anotar en principio, que lo dicho por el INAT a favor de la viabilidad de la solicitud y en la motivaciÃ³n del
acto acusado en cuanto a que se ajustaba a las disposiciones legales vigentes y a la reglamentaciÃ³n del CONSUAT, se presume cierto, a lo cual
se agrega que en el expediente aparece la solicitud acompaÃ±ada de los documentos requeridos por dichas normas, visibles a folios 9 a 98.

Con relaciÃ³n al 60% mÃnimo de los potenciales usuarios que aduce la actora con fundamento en el artÃculo 261 de la ResoluciÃ³n 019 de 12 de
septiembre de 1995, basta poner de presente que dicha norma es aplicable sÃ³lo a las asociaciones constituidas a partir de su vigencia, de la
cual no se tiene informaciÃ³n en el plenario, pues no hay constancia de su publicaciÃ³n, y no a la asociaciÃ³n del sub lite pues Ã©sta se
constituyÃ³ incluso antes de la fecha de dicha resoluciÃ³n, toda vez que fue conformada en septiembre de 1994, a partir de la reuniÃ³n, con
intervenciÃ³n de la CAR, de los usuarios de cada zona, norte y sur, quienes constituyeron sus respectivas juntas y celebraron su asamblea
general de juntas el 10 de noviembre de 1994, y designaron sus delegados, primero para la aprobaciÃ³n definitiva de sus estatutos y luego para
la asamblea general a fin de elegir la Junta General, con base en estatutos previamente aprobados.
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De modo que no estÃ¡ demostrado que la resoluciÃ³n acusada violÃ³ los artÃculos 1Âº del Decreto 1380 de 1995 y 8 y 26 de la ResoluciÃ³n 19
de 1995 del CONSUAT, de donde el cargo tampoco prospera en lo atinente a los requisitos en ellos seÃ±alados.

b.- En cuanto a la falsa motivaciÃ³n, la demandante la hace consistir en que la solicitud de reconocimiento debiÃ³ ser presentada a travÃ©s del
organismo ejecutor, esto es la CAR o en su defecto el INAT, no por el seÃ±or REYNA, como dice la parte motiva del acto acusado. No es cierto
que el INAT sea el organismo ejecutor. SÃ³lo el concepto de la CAR le hubiera permitido al Ministerio reconocer personerÃa jurÃdica a ASOFUC,
afirma la parte actora.

Este cargo estÃ¡ resuelto en las consideraciones anteriores, en donde se evidencia que no estÃ¡ demostrada la ocurrencia de las acusaciones
formuladas en Ã©l, amÃ©n de que fue cierto, como se indica en la parte motiva del acto enjuiciado, que el ciudadano RAFAEL REYNA
CORREDOR fue quien solicitÃ³ al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural el reconocimiento de la personerÃa jurÃdica de ASOFUC, como
correspondÃa por ser el organismo competente para ello, sÃ³lo que debÃa hacerlo "por conducto" del respectivo organismo ejecutor, segÃºn el
artÃculo 1Âº, parÃ¡grafo 1Âº, del Decreto 1380 de 1995, como efectivamente lo hizo, segÃºn se observa en el expediente ( folio 8). En
consecuencia, el cargo no tiene vocaciÃ³n de prosperar.

AsÃ las cosas, se han de negar las sÃºplicas de la demanda.

Por lo expuesto, el Consejo de Estado en Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, administrando justicia en nombre de la RepÃºblica y por
autoridad de la ley,

FALLA

Primero.- NIEGANSE las pretensiones de la demanda.

Segundo.- Por secretarÃa, devuÃ©lvase la suma depositada para gastos del proceso.

Tercero.- En firme esta decisiÃ³n y previas las anotaciones de rigor, archÃvese el expediente.

CÃ³piese, notifÃquese, comunÃquese y cÃºmplase,

La anterior providencia fue leÃda, discutida y aprobada por la Sala en su sesiÃ³n de 4 de marzo del 2003.

RICARDO HOYOS DUQUE

Presidente
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Actora: CORPORACIÃ�N AUTÃ�NOMA REGIONAL DE CUNDINAMARCA - CAR

Disiento de la tesis mayoritaria segÃºn la cual los actos administrativos de contenido particular no son justiciables mediante la acciÃ³n de
nulidad instituida en el artÃculo 84 del CÃ³digo Contencioso Administrativo, salvo que la ley expresamente autorice a ejercitarla.

A mi juicio,  la regla es exactamente la contraria:  SegÃºn la ConstituciÃ³n PolÃtica,  Colombia es un Estado de Derecho (art.  1Â°),  y las
autoridades son responsables por infringir la ConstituciÃ³n o las leyes, y por omisiÃ³n o extralimitaciÃ³n en el ejercicio de sus funciones (art.
6Â°). Frente a esta regla general, no puede sostenerse que los actos administrativos de contenido particular solamente sean controlables
cuando la ley expresamente lo permita.

La tesis de mayorÃa sustrae del control de legalidad al grueso de la actividad administrativa, que se plasma en actos de contenido particular,
tales como licencias, autorizaciones y registros.

El  artÃculo  84  del  CÃ³digo  Contencioso  Administrativo,  que  enseguida  se  transcribe,  instituyÃ³  la  acciÃ³n  de  nulidad  contra  los  actos
administrativos, sin atender a su contenido general o particular; y es mÃ¡s, incluyendo ciertos actos de contenido particular:

Â«Art. 84. AcciÃ³n de nulidad. Toda persona podrÃ¡ solicitar por sÃ o por medio de representante, que se declare la nulidad de los actos
administrativos.

ProcederÃ¡ no sÃ³lo cuando los actos administrativos infrinjan las normas en que deberÃan fundarse, sino tambiÃ©n cuando hayan sido
expedidos por funcionarios u organismos incompetentes, o en forma irregular, o con desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o
mediante falsa motivaciÃ³n, o con desviaciÃ³n de las atribuciones propias del funcionario o corporaciÃ³n que los profiriÃ³.

TambiÃ©n puede pedirse que se declare la nulidad de las circulares de servicio y de los actos de certificaciÃ³n y registro.Â»

AsÃ, pues, esta norma legal, que concreta el principio del Estado de Derecho, instituye la acciÃ³n de nulidad contra los actos administrativos, sin
atender  a  su  contenido  y,  aun  mÃ¡s,  tomando  actos  de  contenido  particular  ―los  de  certificaciσn  y  registro―  como  ejemplos  de  actos
justiciables  por  medio  de  ella.

La acciÃ³n que ejerciÃ³ la CAR es la de simple nulidad. La actora no pidiÃ³ el restablecimiento de ningÃºn derecho suyo. Se limitÃ³ a seÃ±alar
que se habÃa pasado por alto su competencia para conceptuar sobre el reconocimiento de la personerÃa de la asociaciÃ³n que pretendÃa
operar el Distrito de Riego.

Pero las competencias o atribuciones de los entes pÃºblicos no pueden ser confundidas con sus derechos subjetivos, que son, precisamente,
protegidos mediante la acciÃ³n de nulidad y restablecimiento del derecho creada por el artÃculo 85 del CCA.

De otro lado, si la Sala dudÃ³ de que efectivamente se hubiese perfeccionado la cesiÃ³n del Distrito de Riego a la CAR, autorizada por la Ley 3Âª
de 1961, debiÃ³ decretar de oficio las pruebas conducentes a establecer o descartar ese hecho, que resultaba esencial para la decisiÃ³n.

CAMILO ARCINIEGAS ANDRADE

ACLARACIÃ�N DE VOTO

Consejera: MARÃ�A ELENA GIRALDO GÃ�MEZ

BogotÃ¡ D. C, treinta y uno (31) de marzo de dos mil tres (2003)

RadicaciÃ³n nÃºmero: 110010324000199905683 02

A la sentencia en que fue Ponente, el Consejero Manuel Urueta Ayola

Actor: CorporaciÃ³n AutÃ³noma Regional de Cundinamarca - CAR

Demandado: NaciÃ³n (Ministerio de Agricultura y Desarrollo)

NÃºmero interno 30

Mi voto favorable con aclaraciÃ³n a la sentencia que precede, dictada por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo el dÃa 4 de marzo de
este aÃ±o, respaldÃ³ las determinaciones adoptadas en la parte resolutiva pero no compartiÃ³ todas las afirmaciones hechas en la motiva.

I.  LA PARTE RESOLUTIVA no podÃa ser otra que negar la sÃºplica de la demanda, porque los cargos hechos por la CAR contra el  acto
administrativo demandado no tenÃan vocaciÃ³n de prosperidad, como se explicÃ³ en el fallo.

II. LA PARTE MOTIVA no la comparto en su integridad por lo siguiente:

A. Como expresÃ© en la discusiÃ³n del proyecto el caso a decidir no ameritaba que desde el auto admisorio del asunto se interpretara la
demanda para concluir que la acciÃ³n promovida era la de "nulidad y de restablecimiento del derecho" pues el DEMANDANTE CAR pretendiÃ³
Ãºnicamente la nulidad del acto acusado. Y no podÃa interpretarse que la acciÃ³n promovida fue de "nulidad y restablecimiento del derecho",
porque la pretensiÃ³n de la CAR fue sÃ³lo sobre el control del acto demandado frente al ordenamiento jurÃdico.
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Por lo mismo el ACTOR CAR utilizÃ³ formal y materialmente la acciÃ³n de simple nulidad contra un acto particular, debido a que sÃ³lo pretendiÃ³
la declaratoria simple de nulidad; no pretendiÃ³ ni directa ni indirectamente el restablecimiento del derecho. Asunto como este, el que se decide,
lo autoriza el artÃculo 84 del C. C. A, que seÃ±ala claramente que "TODA PERSONA PODRÃ� solicitar por sÃ, o por medio de representante, QUE
SE DECLARE LA NULIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS". Como se puede observar este artÃculo no dispone que la acciÃ³n de nulidad solo
quepa frente a los actos generales, pues indica, sin distinciÃ³n, que puede dirigirse contra los "actos administrativos". Cosa distinta es el
contenido del artÃculo 85, sobre la acciÃ³n "de nulidad y de restablecimiento del derecho" en el cual el legislador si dice expresamente que sÃ³lo
tiene cabida respecto de actos particulares.

Ese sentido normativo del decreto ley 01 de 1984, de idÃ©ntico sentido al previsto en la ley 167 de 1941, dio lugar a la jurisprudencia
denominada de los "motivos y finalidades de la acciÃ³n" que se arraigÃ³ en la Sala Plena del Consejo de Estado desde el aÃ±o de 1961, que
comparto. Basta leer la sentencia que le dio origen, de 10 de agosto de 1961, para observar que su contenido no es mÃ¡s que la exaltaciÃ³n por
el juez del contenido normativo y de la comparaciÃ³n, en esa Ã©poca y que sirve para la actual, de las acciones de "simple nulidad" y "de plena
jurisdicciÃ³n", por las finalidades y motivos.

Cuando en la sentencia a la CUAL ACLARO EL VOTO se censura la sentencia C-426 de la Corte Constitucional, de 29 de mayo de 2002, que
declarÃ³ exequible el artÃculo 84 del C. C. A. y analiza fuertemente la jurisprudencia que considera vigente en el Consejo de Estado sobre el
mismo artÃculo, no comparto algunas de las censuras, en lo que ataÃ±en en sobremanera que la Corte no pueda tener en cuenta entre otras
interpretaciones  de  una  norma  la  hecha  por  la  CorporaciÃ³n  a  la  cual  pertenezco,  porque  el  juez  constitucional  puede  al  definir  el  juicio  de
constitucionalidad de una norma examinarla en su contenido y las interpretaciones constitucionales posibles, porque la Carta Fundamental es
norma de normas (art. 4Âº ). Es obvio que todo juez, como cualquier hombre, puede hacer razonamientos crÃticos para compartir o no compartir
los de otro juez o los de otro hombre, pero es necesario que al hacerlo haya coherencia integral o jurÃdica o humana, y la Corte en las
motivaciones de su fallo no resultÃ³ armÃ³nico en todo con su parte resolutiva; a continuaciÃ³n trascribo los aparte de evidente contradicciÃ³n:

"4. El contencioso de anulaciÃ³n en el derecho colombiano.

4.1. ( ) el contencioso de anulaciÃ³n que constituye una verdadera garantÃa jurÃdica de los ciudadanos para asegurar que los actos de la
administraciÃ³n pÃºblica, tanto los de carÃ¡cter general y abstracto como los de contenido particular y concreto, se aducen a las normas jurÃ-
dicas preexistentes, con lo cual se propende por la defensa de la legalidad en abstracto y de los derechos e intereses legÃtimos de los
particulares. ( ).

7.3. Atendiendo a su naturaleza jurÃdica, ha dicho la Corte2 que mediante el contencioso de anulaciÃ³n se busca garantizar el principio de
legalidad que resulta ser consustancial al Estado social de derecho que nos rige, al tiempo que se asegura la vigencia de la jerarquÃa normativa
y la integridad del orden jurÃdico - a partir de la supremacÃa de la ConstituciÃ³n PolÃtica -, dando paso a las sanciones tÃpicas del mencionado
principio de legalidad que, salvo en lo que toca con la declaratoria de invalidez del acto, pueden variar segÃºn se trata de proteger, ademÃ¡s del
interÃ©s comÃºn - actos de contenido general y abstracto -, un interÃ©s individual y subjetivo - actos de contenido particular. ( ).

7.13.  (  )  mientras que la acciÃ³n pÃºblica de nulidad tiene por objeto principal,  directo y exclusivo preservar la legalidad de los actos
administrativos, a travÃ©s de un proceso en que no se debaten pretensiones procesales que versan sobre situaciones jurÃdicas de carÃ¡cter
particular y concreto, limitÃ¡ndose a la simple comparaciÃ³n del acto con las normas a las cuales ha debido estar sujeto, la de restablecimiento
del derecho, por su parte, no sÃ³lo versa sobre una pretensiÃ³n de legalidad de los actos administrativos, sino que propende por la garantÃa de
los derechos subjetivos de los particulares mediante la restituciÃ³n de la situaciÃ³n jurÃdica de la persona afectada, ya sea a travÃ©s de una
reintegraciÃ³n en forma especÃfica, de una reparaciÃ³n en especie o de un resarcimiento en dinero.

7.14. ( ) Si el proceso administrativo de anulaciÃ³n define su propia identidad a partir del bien jurÃdico a tutelar - la simple legalidad o Ã©sta y la
garantÃa de un derecho subjetivo -, la pretensiÃ³n procesal se convierte en su objeto principal pues en torno a ella es que tiene lugar todo el
curso de la actuaciÃ³n judicial ( ).

7.15. ( ) la acciÃ³n de simple nulidad procede contra todos los actos administrativos, generales y particulares, cuando la pretensiÃ³n es
Ãºnicamente la de tutelar el orden jurÃdico, caso en el cual la competencia del juez se limita a decretar la simple anulaciÃ³n sin adicionar
ninguna otra declaraciÃ³n, pese a que con el retiro del acto impugnado eventualmente se ocasionen daÃ±os al actor o terceros. Siguiendo este
mismo razonamiento, si lo que persigue el demandante es un pronunciamiento anulatorio y la consecuente reparaciÃ³n de los daÃ±os antijurÃ-
dicos causados, lo que cabe es la acciÃ³n de nulidad y restablecimiento del derecho ( )..

7.21. ( ) la interpretaciÃ³n que viene haciendo el Consejo de Estado del precitado artÃculo 84 del CÃ³digo Contencioso Administrativo desconoce
este derecho medular, pues, ademÃ¡s de impedirle al afectado solicitar el restablecimiento de la situaciÃ³n jurÃdica individual por encontrarse
vencido el tÃ©rmino legal estatuido para esos efectos, tambiÃ©n se le estÃ¡ limitando al ciudadano - interesado o tercero - el acceso al proceso
para controvertir la simple legalidad de ciertos actos administrativos de contenido particular, sin que ese haya sido el verdadero interÃ©s del
constituyente no del legislador extraordinario al regular la acciÃ³n pÃºblica de simple nulidad.

7.23 ( ) cuando se demanda por vÃa de la acciÃ³n de simple nulidad un acto de contenido particular y concreto que crea o reconoce un derecho
subjetivo, pese a que el mismo haya sido declarado nulo en la respectiva sentencia, el juez de la causa estÃ¡ obligado a mantener intangible el
derecho en cuestiÃ³n ya que, como se ha venido explicando, el pronunciamiento judicial en estos casos es Ãºnica y exclusivamente de legalidad
en abstracto. ( )  vencido el tÃ©rmino de caducidad ( ),  el derecho subjetivo reconocido en el respectivo acto administrativo adquiere firmeza
jurÃdica  y  se  torna  inmodificable,  de  manera  que,  frente  a  la  posible  declaratoria  de  simple  nulidad  del  acto,  la  cual  puede  promoverse  en
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cualquier tiempo, deben hacerse prevalecer los principios de seguridad jurÃdica, buena fe y confianza legÃtima a favor del titular del derecho
previamente reconocido."

Creo  por  otra  parte  que  la  sentencia  que  votÃ©  afirmativamente,  pero  con  aclaraciÃ³n,  no  resulta  atinada  cuando  afirma  que  por  la
interpretaciÃ³n el Consejo de Estado solo tiene responsabilidad polÃtica, porque el propio C. C. A da cabida a que la interpretaciones de los
jueces  sean  objeto  de  recursos  ordinarios  (reposiciÃ³n,  sÃºplica,  apelaciÃ³n)  al  establecerlos  como medios  de  impugnaciÃ³n  contra  las
providencias de los jueces o del extraordinario de sÃºplica; en Ã©ste Ãºltimo recurso la "interpretaciÃ³n errÃ³nea" es una de las causales de
violaciÃ³n directa de la ley sustancial (art. 194 ibÃdem); lo mismo ocurre en materia de tutela cuando se comprueba la vÃa de hecho judicial por
interpretaciÃ³n irrazonable de los jueces. AdemÃ¡s en la actualidad la jurisprudencia en el Consejo de Estado sobre el sentido del artÃculo 84 del
C. C. A no es idÃ©ntica en todas sus Secciones y Subsecciones.

Observo, desde otro punto de vista, que la parte resolutiva del pronunciamiento de la Corte al declarar la exequibilidad del citado artÃculo 84 del
C. C. A, a pesar de que en la motiva se encuentran contradicciones evidentes, reiterÃ³ en parte la jurisprudencia del Consejo de Estado de 1961
sobre la "teorÃa de los motivos y finalidades", sin aludir a porquÃ© la compartÃa, pues textualmente dijo:

"DECLARAR EXEQUIBLE el artÃculo 84 del CÃ³digo Contencioso Administrativo tal y como fue subrogado por el artÃculo 14 del Decreto 2304 de
1989, siempre y cuando se entienda que tal acciÃ³n de nulidad tambiÃ©n procede contra los actos de contenido particular y concreto, cuando la
pretensiÃ³n es exclusivamente el control de la legalidad en abstracto del ACTO, en los tÃ©rminos de la parte motiva de esta Sentencia" (Negrilla
y subrayado por fuera del texto original).

Respetuosamente insisto que esa parte resolutiva del fallo de la Corte, a pesar de algunas de las consideraciones, apunta a como lo concluyÃ³
en 1961 el Consejo de Estado, fundamentÃ¡ndose en la ley 167 de 1941 para resaltar que la acciÃ³n de simple nulidad, ante la ley, procede
respecto de actos generales y particulares siempre y cuando "la pretensiÃ³n es exclusivamente el control de la legalidad en abstracto del acto".

Esa frase que resalto con comillas en los dos pÃ¡rrafos precedentes hace visible que aunque la Corte fue contundente contra manifestaciones
realizadas en apartes de providencias que han constituido en su momento jurisprudencia del Consejo de Estado, reiterÃ³ en su mayorÃa la
jurisprudencia de 1961 de esta CorporaciÃ³n, sin decirlo, y agregÃ³ algunas consideraciones que, en su mayorÃa, como se vio con anterioridad
resultan contrarias a la parte resolutiva de su sentencia C-426; nÃ³tese, nuevamente, que la Ãºltima frase de la parte resolutiva de esta
sentencia de la Corte, despuÃ©s de seÃ±alar que la acciÃ³n de nulidad tambiÃ©n procede contra los actos de contenido particular y concreto,
indicÃ³ un hecho condicionante para dicha procedibilidad al decir "cuando la pretensiÃ³n es exclusivamente el control de la legalidad en
abstracto del acto ( )", pero su motivaciÃ³n no dice lo mismo, en todo.

La frase condicionante y determinante para la procedibilidad de la acciÃ³n de nulidad respecto de actos particulares siempre, creo, pondrÃ¡ al
juez, de la jurisdicciÃ³n de lo contencioso administrativo, a examinar como lo ha hecho desde 1961, salvas excepciones, si la demanda en
verdad sÃ³lo pretende el control exclusivo de la legalidad "en abstracto", como lo dijo.

B.  No  comparto  en  las  motivaciones  del  fallo  que  votÃ©  afirmativamente  la  frase  que  afirma  que  la  sentencia  de  la  Corte  "Desconoce  el
carÃ¡cter de orden pÃºblico de las normas procesales, al permitirle al actor escoger a voluntad el juez de conocimiento de su causa ", porque no
es que los demandantes escojan el juez, sino que la competencia funcional del juzgador la determina el CÃ³digo Contencioso Administrativo por
el tipo de acciÃ³n promovida la cual se deduce claramente de la pretensiÃ³n o pretensiones formuladas (s).

C. Estimo que el fallo que suscribÃ, con aclaraciÃ³n de voto, incurre en impropiedad en su motivaciÃ³n cuando alude a que para el ejercicio de la
"acciÃ³n de nulidad y de restablecimiento del derecho" se debe tener legitimaciÃ³n material en la causa, porque el C. C. A. no la exige para el
ejercicio de las acciones ordinarias, previstas, a tÃtulo de ejemplo, en los artÃculos 84 a 86. El ejercicio de las acciones ordinarias previstas en
los artÃculos indicados no estÃ¡ supeditado a que el actor pruebe con la presentaciÃ³n de la demanda su legitimaciÃ³n material en la causa,
pues el CÃ³digo Contencioso Administrativo autoriza su ejercicio de la siguiente manera:

Para la acciÃ³n de simple nulidad a "Toda persona" (art 84).

Para la acciÃ³n de "nulidad y restablecimiento del derecho" a "Toda persona que se crea lesionada en un derecho amparado en una norma jurÃ-
dica" (art. 85).

Para la acciÃ³n de "reparaciÃ³n directa" a "La persona interesada" (art. 86).

Como se aprecia fÃ¡cilmente en dichas acciones es presupuesto para su ejercicio, entre otros, dependiendo de la acciÃ³n lo subsiguiente:

En la acciÃ³n de nulidad: con ser persona.

En la acciÃ³n "de nulidad y de restablecimiento": con creerse lesionado en un derecho amparado en una norma jurÃdica, el que luego deberÃ¡
acreditarse en el proceso, pues la ley simplemente dijo "que se crea lesionada"; no indicÃ³ que debe demostrarse la creencia del demandante en
estar lesionado.
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En la acciÃ³n de reparaciÃ³n directa: con la afirmaciÃ³n definida del demandante de ser persona interesada para la reparaciÃ³n del daÃ±o.

En ese aspecto es bueno resaltar que en Colombia no se aplica la teorÃa concreta de la acciÃ³n para el ejercicio de esas acciones ordinarias de
conocimiento que generan juicios de cogniciÃ³n, toda vez que ello exigirÃa la prueba del derecho material propio, generalmente, de los juicios
ejecutivos.

D. No participo de las afirmaciones que en la motivaciÃ³n hace el fallo, que suscribÃ con aclaraciÃ³n de voto, replican la sentencia de la Corte al
decir que ella no observÃ³ que el legislador dispuso el presupuesto de la acciÃ³n: la "caducidad". La no caducidad de la acciÃ³n es un
presupuesto de las acciones que pretenden la satisfacciÃ³n de derechos meramente subjetivos, no cuando buscan el control objetivo de la
legalidad. Y para ello resalto el numeral 1 del artÃculo 136 del C. C. A que prevÃ©: "La acciÃ³n de nulidad podrÃ¡ ejercitarse en cualquier tiempo
a partir de su expediciÃ³n".

E. Tampoco coadyuvo el fallo que suscribÃ con aclaraciÃ³n cuando seÃ±ale que la Corte desconociÃ³ la exigencia del agotamiento de la vÃa
gubernativa cuando se demandan actos particulares, por lo siguiente: El agotamiento de vÃa gubernativa es un presupuesto de las acciones de
"nulidad y restablecimiento del derecho" y "de la de controversias contractuales cuando se demandan actos administrativos particulares" que
buscan la satisfacciÃ³n de derechos subjetivos previa declaratoria de nulidad del acto particular que se demanda; asÃ lo dispone el artÃculo 135
del C. C. A.:

"La demanda para que se declare la nulidad de un acto particular, que ponga tÃ©rmino a un proceso administrativo, y se restablezca el derecho
del actor, debe agotar previamente la vÃa gubernativa mediante acto expreso o presunto por silencio negativo" (inciso 1).

Como se acaba de transcribir, el agotamiento de la vÃa gubernativa sÃ³lo es necesario cuando se ejercita alguna de esas dos acciones, en las
cuales el actor a mÃ¡s de deprecar la nulidad del acto administrativo, no contractual o contractual, busca el restablecimiento (arts. 85 y 87), lo
que significa que el agotamiento de la vÃa gubernativa no es exigible cuando sÃ³lo se depreca la nulidad de un acto particular, para controlarlo
simplemente con el ordenamiento jurÃdico superior (exclusivo anÃ¡lisis objetivo).

En los anteriores tÃ©rminos aclaro el voto a la sentencia que precede.

MARÃ�A ELENA GIRALDO GÃ�MEZ

SALVAMENTO DE VOTO

ALIER EDUARDO HERNÃ�NDEZ ENRÃ�QUEZ

GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO

Consejero Ponente Dr. MANUEL S. URUETA OYOLA

RadicaciÃ³n No. 110010324000199905683 02

Actor: CorporaciÃ³n AutÃ³noma Regional de Cundinamarca - CAR

Con el respeto acostumbrado, presentamos a continuaciÃ³n los argumentos que nos obligan a apartarnos de la sentencia proferida por la Sala
Plena el 4 de marzo del presente aÃ±o en el proceso de la referencia. Debemos advertir que, si bien, en nuestra opiniÃ³n, debÃan negarse las
pretensiones de la demanda, como se hizo en la citada decisiÃ³n, nuestros reparos frente a las razones que le sirven de sustento son tantos y de
tal  modo  definitivos  que  la  conformidad  con  la  parte  resolutiva  puede  considerarse  producto  de  una  simple  casualidad.  Por  ello,  hemos
considerado prudente salvar nuestro voto, y no aclararlo.

Nuestro disentimiento respecto de la  decisiÃ³n mayoritaria  estÃ¡  referido a cuatros aspectos bÃ¡sicos,  relativos a:  1)  La validez de los
pronunciamientos de exequibilidad condicionada proferidos por la Corte Constitucional, 2) El alcance de la teorÃa de los mÃ³viles y finalidades,
3) La posiciÃ³n adoptada frente a la sentencia C-426 del 29 de mayo de 2002, y 4) La soluciÃ³n del caso concreto. Exponemos, entonces, nuestro
parecer, en los siguientes tÃ©rminos:

1. La validez de los pronunciamientos de exequibilidad condicionada proferidos por la Corte Constitucional.

Se expresa, en la decisiÃ³n de la que nos apartamos, en relaciÃ³n con los lÃmites de la jurisprudencia de la Corte Constitucional, lo siguiente (ver
numeral VI., 2.3.):

"(...)

Cuando la Corte Constitucional... no decide sobre la peticiÃ³n de inconstitucionalidad de las leyes o de los decretos con fuerza de ley, mediante
el procedimiento de confrontaciÃ³n de las disposiciones acusadas con los preceptos de la ConstituciÃ³n, sino que extiende su control, sin
fundamento en el derecho positivo, a la interpretaciÃ³n que de las normas controlables hacen los jueces, con la pretensiÃ³n de imponer sus
criterios de interpretaciÃ³n a los operadores jurÃdicos, traslada el objeto de su competencia a una materia no prevista constitucionalmente e
incurre en manifiesta no aplicaciÃ³n de la norma constitucional que le da la competencia y crea asÃ una nueva acciÃ³n de inconstitucionalidad
referida a la jurisprudencia producida por los jueces de la RepÃºblica. Esa acciÃ³n no tiene fundamento alguno en el derecho constitucional
colombiano, que, de todos es sabido, es un derecho legislado, no pretoriano.
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De otra parte, la decisiÃ³n de la Corte que se examina desconoce el tenor claro del artÃculo 230 constitucional, cuyo texto obliga a todos los
jueces, incluida la Corte Constitucional, cuando prescribe que "Los jueces, en sus providencias, sÃ³lo estÃ¡n sometidos al imperio de la ley.

"La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son criterios auxiliares de la actividad judicial".

De manera que el  fallo de exequibilidad sobre determinada interpretaciÃ³n de una norma legal,  para ser aceptable,  tendrÃa que dicha
competencia estar consagrada expresamente (sic) , en tÃ©rminos estrictos y precisos, por una reforma constitucional, en donde ademÃ¡s se
tendrÃa  que  reformar  tambiÃ©n el  artÃculo  230  constitucional.  De  no  ser  asÃ,  se  estarÃa  en  presencia  de  un  derecho  de  creaciÃ³n
jurisprudencial, en asuntos sobre los que existen normas expresas, lo cual es incompatible con nuestro ordenamiento jurÃdico". (Se subraya).

Se equivoca, en nuestra opiniÃ³n, la Sala Plena del Consejo de Estado, al hacer estas afirmaciones, y en la presentaciÃ³n de las mismas puede
encontrarse la explicaciÃ³n del yerro. En efecto, siempre que la Corte Constitucional estudia una demanda de inexequibilidad frente a una norma
determinada y la compara, por lo tanto, con todos los preceptos de la Carta PolÃtica, debe estudiar las posibles interpretaciones que aquÃ©lla
admite, a fin de establecer si conforme a todas ellas, sÃ³lo a algunas, o a ninguna, la norma resulta ajustada al estatuto superior. En el primer y
el Ãºltimo casos, deberÃ¡ declararse, respectivamente, la exequibilidad y la inexequibilidad, sin reparos, del texto legal; en el segundo, deberÃ¡
determinarse cuÃ¡l o cuÃ¡les son las interpretaciones admisibles, y cuÃ¡les no lo son.

En los eventos en los que el demandante plantea su juicio de inconstitucionalidad contra una o mÃ¡s interpretaciones que de las normas legales
hacen los operadores jurÃdicos, la Corte asume el conocimiento de la demanda, como en cualquier otro caso, comparando la norma acusada con
la Carta PolÃtica, estudiando, entre las varias interpretaciones posibles, aquÃ©lla que ya ha resultado efectivamente adoptada por un juez, para
establecer si el alcance que se da a la disposiciÃ³n de acuerdo con dicha interpretaciÃ³n resulta o no ajustado a la ConstituciÃ³n. De allÃ que se
exija  siempre que Ã©sta suponga el  planteamiento  de un problema de constitucionalidad o,  lo  que es  lo  mismo,  que existan valores
constitucionales en juego.3

No se trata, entonces, como lo entiende la Sala Plena, de una "nueva acciÃ³n de inconstitucionalidad referida a la jurisprudencia producida por
los jueces de la RepÃºblica", sino de la tÃpica acciÃ³n pÃºblica de inconstitucionalidad referida a las leyes, prevista en los artÃculos 241 y 242 de
la Carta de 1991, que no puede decidirse sino a partir de la interpretaciÃ³n de la norma acusada y de su evaluaciÃ³n a la luz de la Carta
Fundamental. Resultan ilustrativas, sobre este planteamiento, las siguientes conclusiones contenidas en la Sentencia C-426 de 2002, en torno a
la cual se desarrolla el debate central del pronunciamiento de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del cual nos apartamos:

"3.12. Adelantar el juicio de inconstitucionalidad de aquellas normas que generan conflictos en torno a su verdadero significado y alcance, no
implica, entonces, una intromisiÃ³n o desplazamiento de la competencia asignada a los jueces para aplicar la ley en cada caso en concreto,
pues, en realidad, el proceso de control abstracto -en estos casos- se lleva a cabo sobre uno de los contenidos de la norma sometido a examen:
el que surge de la interpretaciÃ³n que en sentido general hace la autoridad judicial competente, al cual se le han reconocido todos los efectos
jurÃdicos  como  consecuencia  de  constituir  la  orientaciÃ³n  jurisprudencial  dominante  o  el  criterio  judicial  obligatorio  para  quienes  son
destinatarios de la ley".

Contrario a lo expresado por la Sala Plena del Consejo de Estado, consideramos, por lo anterior, que la Corte Constitucional tiene competencia
para proferir los denominados fallos de constitucionalidad condicionada, que buscan, precisamente, excluir la posibilidad de que la norma que se
declara exequible sea interpretada en determinado o determinados sentidos contradictorios con una o varias disposiciones de la Carta.

Estos fallos, por lo demÃ¡s, hacen trÃ¡nsito, sin duda alguna, a cosa juzgada constitucional, de acuerdo con el artÃculo 243 de la ConstituciÃ³n y,
junto con la decisiÃ³n adoptada, el condicionamiento en ellos contenido, en cuanto razÃ³n de la decisiÃ³n -ratio decidendi-, esto es, en cuanto
fundamento inescindible de la misma.

De otra parte, el control de constitucionalidad que puede y debe ejercer el Consejo de Estado respecto de los actos administrativos demandados
en procesos sometidos a su conocimiento no se confunde con el control que, respecto de las leyes, ejerce la Corte Constitucional. Lo mismo
puede decirse en relaciÃ³n con el deber que tienen todos los jueces de la RepÃºblica de interpretar las normas que regulan el caso que
resuelven, y establecer, eventualmente, su disconformidad con la ConstituciÃ³n, lo que los autoriza para inaplicarlas en el caso concreto, en
cumplimiento del artÃculo 4Âº de la Carta PolÃtica. No comprendemos, entonces, la pertinencia de los argumentos expuestos por la Sala Plena
del Consejo de Estado en el numeral VI. 3. del fallo del que nos apartamos, en el que -en nuestra opiniÃ³n, innecesariamente- se hace una larga
y detallada presentaciÃ³n histÃ³rica de las facultades de esta CorporaciÃ³n como juez constitucional.4

Es claro, por lo demÃ¡s, que tales facultades no han sido desconocidas por la Corte Constitucional en el fallo C-426 de 2002, en el que no se
cuestiona  la  interpretaciÃ³n  que,  en  casos  concretos  y  con  el  fin  de  establecer  su  conformidad  con  la  ConstituciÃ³n,  ha  hecho  el  Consejo  de
Estado respecto de actos administrativos demandados. Y no cabe la menor duda de que si bien esta CorporaciÃ³n tiene una clÃ¡usula general de
competencia en relaciÃ³n con los decretos que expide el gobierno, mientras que la Corte Constitucional tiene, en la misma materia, una
competencia de excepciÃ³n -como se afirma en el numeral VI.3.2. del fallo de la Sala Plena-, es dicha Corte la que tiene la competencia exclusiva
y excluyente en relaciÃ³n con las leyes de la RepÃºblica.

Se agrega en el numeral VI.4. que existe una Ãºnica hipÃ³tesis en la que las decisiones del Consejo de Estado, y tambiÃ©n las de la Corte
Suprema de Justicia, pueden ser revisadas por la Corte Constitucional, y ella se presenta frente a las sentencias de tutela que, en el evento de
ser seleccionadas para su revisiÃ³n, pueden ser confirmadas o revocadas por Ã©sta Ãºltima. Se concluye, entonces, que, en los demÃ¡s casos,
cuando ejercen su funciÃ³n de interpretar la ConstituciÃ³n o la ley, en el Ã¡mbito de sus competencias, "el Ãºnico control posible, si el Consejo de
Estado o la Corte Suprema de Justicia violan la ConstituciÃ³n, es el juicio de responsabilidad polÃtica que debe adelantar el Congreso de la
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RepÃºblica".

Debe anotarse que esta afirmaciÃ³n tajante parece desconocer un hecho insoslayable, y es que, en cuanto se refiere a la interpretaciÃ³n de la
ley a la luz de la ConstituciÃ³n PolÃtica -que bien puede y debe ser realizada por todos los jueces de la RepÃºblica-, como se ha advertido, es la
Corte Constitucional quien tiene la Ãºltima palabra. AsÃ, una vez adoptada una decisiÃ³n de constitucionalidad por dicha CorporaciÃ³n, la misma
tiene efectos de cosa juzgada erga omnes, y si en ella se ha llegado a la conclusiÃ³n de que la norma examinada, en cuanto interpretada de un
modo determinado, resulta contraria al estatuto superior y, por lo tanto, se condiciona su exequibilidad a su entendimiento en unos especÃficos
tÃ©rminos, los demÃ¡s jueces, y aun las demÃ¡s Cortes, deberÃ¡n acatarla estrictamente.

Ahora bien, como se ha observado, el debate sobre la interpretaciÃ³n de normas legales sÃ³lo puede ser asumido vÃ¡lidamente por la Corte
Constitucional cuando aquÃ©lla plantee una posible disconformidad con la Carta Fundamental. Y asÃ lo ha entendido la misma Corte. En
sentencia C-109 del 15 de marzo de 1995, expresÃ³, al respecto, lo siguiente:

"...esta CorporaciÃ³n, en la medida en que es un juez de constitucionalidad y no de legalidad, no puede imponer, con base en discusiones
puramente legales, cuÃ¡l es el sentido de una disposiciÃ³n legal, puesto que Ã©sa es labor de los jueces ordinarios...", de manera que la Corte
Constitucional "sÃ³lo puede establecer en sus sentencias cuÃ¡les son las interpretaciones admitidas de determinadas normas legales cuando
existen valores constitucionales en juego...".

Este planteamiento ha sido reiterado en varios fallos, uno de ellos del 28 de noviembre de 2002 -Sentencia C-1038-, en el que se considerÃ³ que
la interpretaciÃ³n adoptada por el Consejo de Estado en relaciÃ³n con la naturaleza judicial del procedimiento adelantado por los centros de
arbitraje, conforme al Decreto 2651 de 1991, y la consiguiente imposibilidad de ejercer control contencioso administrativo sobre las decisiones
adoptadas en el curso del mismo, debÃa ser respetada por la Corte, en virtud de la separaciÃ³n existente entre la jurisdicciÃ³n ordinaria y la
jurisdicciÃ³n constitucional.

Ya  se  habÃa  referido  la  Corte  a  este  tema en  sentencia  C-496  del  3  de  noviembre  de  1994,  en  la  que,  ademÃ¡s,  fijÃ³  expresamente,  en  los
siguientes tÃ©rminos, los lÃmites de su competencia en la situaciÃ³n indicada:

"...el interrogante reside en determinar hasta quÃ© punto puede la Corte Constitucional determinar, con fuerza de cosa juzgada constitucional,
el sentido de una norma legal.

Para ello conviene tener en cuenta que la ConstituciÃ³n establece una separaciÃ³n entre la jurisdicciÃ³n constitucional y las otras jurisdicciones
(jurisdicciÃ³n ordinaria, contencioso-administrativa y jurisdicciones especiales) por lo cual, en principio, no corresponde a la Corte entrar a definir
los debates sobre los alcances de las normas legales, ya que tal tarea corresponde a los jueces ordinarios que, al tenor de la ConstituciÃ³n,
estÃ¡n sometidos Ãºnicamente al imperio de la ley (CP art. 230).

No puede entonces la Corte Constitucional, como regla general, establecer cuÃ¡l es el sentido autorizado de las normas legales. Sin embargo, el
anterior principio se ve matizado por los siguientes dos elementos que provocan una constante interpenetraciÃ³n de los asuntos legales y
constitucionales. De un lado, es obvio que un proceso de control de constitucionalidad implica siempre un juicio relacional que busca determinar
si una norma legal es o no conforme con las normas constitucionales. Este juicio no es entonces posible si no se establece previamente el
significado de la norma legal.  NingÃºn tribunal  constitucional  puede entonces eludir  la interpretaciÃ³n de las normas legales.  De otro lado,  la
ConstituciÃ³n es norma de normas y constituye la base de todo el ordenamiento positivo (CP art. 4Âº), por lo cual los jueces ordinarios estÃ¡n
tambiÃ©n sometidos al imperio de la ConstituciÃ³n...

(...)

Las anteriores consideraciones permiten entonces establecer algunos criterios sobre la manera como la Corte Constitucional debe, en ejercicio
de su funciÃ³n de guarda de la integridad y supremacÃa de la Carta, avocar los debates hermenÃ©uticos sobre normas legales.

De un lado, si una disposiciÃ³n legal estÃ¡ sujeta a diversas interpretaciones por los operadores jurÃdicos pero todas ellas se adecuan a la Carta,
debe la Corte limitarse a establecer la exequibilidad de la disposiciÃ³n controlada, sin que pueda establecer, con fuerza de cosa juzgada
constitucional, el sentido de la norma legal, ya que tal tarea corresponde a los jueces ordinarios.

De otro lado, si todas las interpretaciones de la disposiciÃ³n legal acusada desconocen la ConstituciÃ³n, entonces debe la Corte simplemente
retirar la norma del ordenamiento jurÃdico.

En tercer tÃ©rmino, si la disposiciÃ³n legal admite varias interpretaciones, de las cuales algunas violan la Carta pero otras se adecuan a ella,
entonces corresponde a la Corte proferir una constitucionalidad condicionada o sentencia interpretativa que establezca cuÃ¡les sentidos de la
disposiciÃ³n acusada se mantienen dentro del ordenamiento jurÃdico y cuÃ¡les no son legÃtimos constitucionalmente. En este caso, la Corte
analiza la disposiciÃ³n acusada como una proposiciÃ³n normativa compleja que estÃ¡ integrada por otras proposiciones normativas simples, de
las cuales algunas, individualmente, no son admisibles, por lo cual ellas son retiradas del ordenamiento.

Finalmente, existe un cuarto caso, mÃ¡s complejo pero con sÃ³lidas bases constitucionales. Se trata de la interpretaciÃ³n conforme a la
ConstituciÃ³n de las normas legales impugnadas como tÃ©cnica de guarda de la integridad y supremacÃa de la ConstituciÃ³n. AsÃ, es posible
que una norma legal pueda ser interpretada de diversas maneras y que cada una de tales interpretaciones, individualmente considerada, no
viole  la  ConstituciÃ³n...  Pero  en  ciertas  oportunidades,  cuando  esas  interpretaciones  jurÃdicas  no  son  disposiciones  autÃ³nomas  sino
interpretaciones alternativas sobre el sentido de una disposiciÃ³n legal, la escogencia entre las diversas hermenÃ©uticas posibles deja de ser un
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asunto meramente legal y adquiere relevancia constitucional, porque afecta principios y valores contenidos en la Carta. AsÃ, no es admisible
constitucionalmente una interpretaciÃ³n de un texto legal que sea manifiestamente irrazonable, porque "las decisiones de los jueces deben ser
razonadas y razonables" [Corte Constitucional. Sentencia C-011 del 21 de enero de 1994. M.P. Alejandro MartÃnez Caballero]. Por ello esta
CorporaciÃ³n ya habÃa seÃ±alado que "la  autonomÃa que la  Corte  reconoce a la  interpretaciÃ³n legal  o  judicial  tiene como lÃmite la
arbitrariedad y la irrazonabilidad de sus respectivos resultados" [Corte Constitucional. Sentencia C-301 del 2 de agosto de 1993. M.P. Eduardo
Cifuentes MuÃ±oz]. En otros eventos, la propia Carta ha establecido reglas de preferencia para escoger entre interpretaciones alternativas de
una norma legal. AsÃ sucede, por ejemplo, en materia laboral, puesto que el artÃculo 53 de la ConstituciÃ³n seÃ±ala que, en caso de duda sobre
el sentido de las fuentes formales del derecho, se deberÃ¡ acoger aquella interpretaciÃ³n que sea mÃ¡s favorable al trabajador. Igualmente, en
materia penal, la Carta seÃ±ala que la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicarÃ¡ de preferencia a la restrictiva o
desfavorable  (C.P.  art.  29).  Por  todo lo  anterior,  debe entonces la  Corte  excluir  las  interpretaciones de disposiciones legales  que sean
manifiestamente  irrazonables  o  que no respeten el  principio  de  favorabilidad,  por  cuando la  atribuciÃ³n  de un sentido  irrazonable  a  un texto
legal o la opciÃ³n hermenÃ©utica por el sentido desfavorable al capturado o al trabajador violan claros mandatos constitucionales.

(...)". (Se subraya).

El Ãºltimo fallo citado fue reiterado en sentencia C-1436 del 25 de octubre de 2000, por el cual se resolviÃ³ una demanda de inconstitucionalidad
presentada contra los artÃculos 70 y 71 de la Ley 80 de 1993, en cuanto dichas normas, segÃºn el actor, permiten a los particulares -y
concretamente a los Ã¡rbitros- pronunciarse sobre la legalidad de actos administrativos contractuales proferidos por la administraciÃ³n en uso de
sus poderes exorbitantes, razÃ³n por la cual contravienen lo dispuesto en los artÃculos 29, 236 a 238 de la ConstituciÃ³n PolÃtica. Dado que el
demandante se sirviÃ³ de una interpretaciÃ³n adoptada por la SecciÃ³n Tercera del Consejo de Estado, para sustentar la acusaciÃ³n, la Corte la
tuvo en cuenta, al efectuar la comparaciÃ³n de los textos acusados con la Carta Fundamental, y decidiÃ³ acogerla, resolviendo, entonces,
declarar la exequibilidad condicionada de las normas citadas, esto es, "bajo el entendido que los Ã¡rbitros nombrados para resolver los conflictos
suscitados como consecuencia de la celebraciÃ³n, el desarrollo, la terminaciÃ³n y la liquidaciÃ³n de contratos celebrados entre el Estado y los
particulares, no tienen competencia para pronunciarse sobre los actos administrativos dictados por la administraciÃ³n en desarrollo de sus
poderes excepcionales". Se trataba de examinar normas legales a la luz de una interpretaciÃ³n de las mismas con implicaciones constitucionales
evidentes.

2. El alcance de la teorÃa de los mÃ³viles y finalidades:

Consideramos innecesario referirnos en detalle a la evoluciÃ³n que, respecto de la interpretaciÃ³n de los artÃculos 84 y 85 del CÃ³digo
Contencioso Administrativo, ha tenido la jurisprudencia del Consejo de Estado. Sin embargo, para efectos de exponer claramente los argumentos
que justifican nuestro desacuerdo con la decisiÃ³n de la Sala Plena del pasado 4 de marzo, debemos presentar nuestra posiciÃ³n respecto del
alcance de la teorÃa de los mÃ³viles y finalidades.

Esta teorÃa, adoptada en sentencia de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del 10 de agosto de 1961 -en vigencia de la Ley 167 de
1941, que regulaba el enjuiciamiento de los actos administrativos ante la jurisdicciÃ³n contencioso administrativa en sus artÃculos 62 a 65-, fue
presentada en los siguientes tÃ©rminos:

"Si en la ley se enumeran las decisiones acusables sin seÃ±alar distinciones entre providencias impersonales e individuales, y si a renglÃ³n
seguido se dispone que la acciÃ³n de nulidad es viable contra cualesquiera de tales ordenamientos, no aparece la razÃ³n para que la doctrina
haya consagrado distingos que los textos repelen expresamente. Ni el tenor literal de estas reglas, ni del espÃritu que las anima, se puede inferir
que el recurso de anulaciÃ³n sÃ³lo procede contra los actos generales y no contra las decisiones particulares. Por el contrario, la ley descarta
semejante apreciaciÃ³n.

No es la generalidad del ordenamiento impugnado el elemento que determina la viabilidad del contencioso popular de anulaciÃ³n. El criterio a
seguir para apreciar su procedencia es el que imponen esos mismos preceptos. Son los motivos determinantes de la acciÃ³n y las finalidades
que a ella ha seÃ±alado la ley, los elementos que sirven para identificarla jurÃdicamente y para calificar su procedencia...

De los preceptos en cita se colige que los Ãºnicos motivos determinantes del contencioso popular de anulaciÃ³n son los de tutelar el orden jurÃ-
dico  y  la  legalidad  abstracta  contenida  esos  estatutos  superiores,  y  que  sus  finalidades  son  las  de  someter  a  la  administraciÃ³n  pÃºblica  al
imperio del derecho objetivo. Pero como la causa y objetivo de la acciÃ³n son incompatibles con la protecciÃ³n de derechos particulares, al
utilizarla con ese Ãºltimo propÃ³sito se desnaturaliza la esencia del sistema. HabrÃa una simulaciÃ³n de motivos, de intereses y de fines que los
textos rechazan implÃcitamente. La aceptaciÃ³n de ese sistema traerÃa como consecuencia el desconocimiento de los mandatos legales sobre
caducidad de la acciÃ³n privada.

Los motivos y finalidades del actor deben estar en consonancia con los motivos y finalidades que las normas asignan a la acciÃ³n. Es presumible
esta similitud de causas y objetivos cuando se acciona por la vÃa del contencioso de anulaciÃ³n contra actos impersonales y abstractos, porque
esta clase de ordenamientos entraÃ±an una violaciÃ³n continua y permanente de la legalidad objetiva que afecta directamente a toda la
comunidad y lesionan los derechos de todos en el presente y en el futuro. El posible interÃ©s que anime al demandante se diluye en el interÃ©s
general de la sociedad. Distinta es la situaciÃ³n cuando el recurso se dirige contra actos particulares. En ese evento, el quebrantamiento de la
legalidad no tiene el carÃ¡cter de continuidad y permanencia, sino que es ocasional y episÃ³dico, y sÃ³lo afecta directa e inmediatamente a
determinada persona.

Cuando  se  utiliza  el  contencioso  de  anulaciÃ³n  contra  actos  particulares,  la  doctrina  de  los  motivos  y  finalidades  opera  en  dos  formas:  si  la
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declaratoria de nulidad solicitada no conlleva el restablecimiento del derecho subjetivo lesionado, el contencioso popular puede ejercitarse
inclusive por el titular de ese derecho; pero si la sentencia favorable a las pretensiones del actor determina el restablecimiento automÃ¡tico de
la situaciÃ³n jurÃdica individual afectada por la decisiÃ³n enjuiciada, el recurso objetivo no serÃ¡ admisible, salvo que la acciÃ³n se intente
dentro de los cuatro meses de que habla la ley.

El contencioso popular de anulaciÃ³n es el contencioso exclusivo de la legalidad. Se desarrolla entorno de dos extremos Ãºnicamente: la norma
violada y el acto violador. Las posibles situaciones subjetivas que se interpongan no juegan ningÃºn papel en la litis. Es un sencillo proceso de
comparaciÃ³n entre el  derecho objetivo y la decisiÃ³n administrativa que lo infringe,  cuya finalidad es la de defender el  orden jurÃdico en sÃ
mismo.

(...)

El contencioso privado de plena jurisdicciÃ³n es el contencioso del restablecimiento y de la responsabilidad estatal. En la regulaciÃ³n del artÃculo
67, la acciÃ³n se desenvuelve en torno de estos tres elementos: la norma violada, el derecho subjetivo protegido por ella, y el acto violador de
aquÃ©lla y Ã©ste. La decisiÃ³n irregular de la administraciÃ³n infringe la regla legal y afecta de contragolpe la situaciÃ³n jurÃdica particular
amparada por ella. Ya no hay un sencillo cotejo entre el precepto transgredido y el acto transgresor, porque entre esos extremos se interpone el
derecho subjetivo lesionado cuya reparaciÃ³n constituye el objetivo esencial del recurso. Ese tercer elemento torna la simple violaciÃ³n en
violaciÃ³n compleja, y la simple nulidad en nulidad con restablecimiento...". (Se subraya).

Las afirmaciones contenidas en este fallo resultaron perfectamente aplicables despuÃ©s de la expediciÃ³n del Decreto 01 de 1984, que regulÃ³
el tema en los artÃculos 83 y siguientes.

Vinieron, luego, planteamientos que precisaron la teorÃa -como el expuesto en el auto de la misma Sala Plena del 8 de agosto de 1972, que
encontrÃ³ el elemento distintivo entre las dos acciones en la existencia o inexistencia de una "pretensiÃ³n litigiosa"-, y otros que, pretendiendo
hacerlo, en nuestra opiniÃ³n, la tergiversaron de modo tal que propiciaron el desconocimiento de su propio fundamento, referido, como su
nombre lo indica, a la valoraciÃ³n de los motivos del demandante y de la finalidad real de su pretensiÃ³n.

AsÃ, en auto del 2 de agosto de 1990 de la SecciÃ³n Primera, reiterado en sentencia de la misma Sala del 28 de agosto de 1992, se concluyÃ³
que los actos de contenido particular no son, en principio, susceptibles de ser atacados en ejercicio de la acciÃ³n de nulidad simple, salvo en
aquellos eventos expresamente determinados por la ley, entre los cuales se mencionaron los regulados en los artÃculos 221 y 223 del C.C.A, y
585 y siguientes del CÃ³digo de Comercio. Dicha acciÃ³n, entonces, sÃ³lo excepcionalmente podrÃa ser utilizada para acusar actos diferentes de
los de contenido general.

TambiÃ©n  la  SecciÃ³n  Primera,  en  sentencia  del  26  de  octubre  de  1995,  considerÃ³  que  la  teorÃa  de  los  mÃ³viles  y  finalidades  podÃa
"ampliarse", entendiendo que la acciÃ³n de simple nulidad procederÃa, adicionalmente, frente a actos creadores de situaciones jurÃdicas
individuales y concretas, cuando tales situaciones implican "un interÃ©s para la comunidad en general de tal naturaleza e importancia que
desborde el simple interÃ©s de legalidad en abstracto, por afectar de manera grave y evidente el orden pÃºblico social y econÃ³mico", y ello
aun cuando la posibilidad de atacar dichos actos mediante la acciÃ³n mencionada no hubiera sido expresamente prevista por el legislador.

Esta posiciÃ³n fue adoptada por la Sala Plena del Consejo de Estado, en sentencia del 29 de octubre de 1996, en la que se precisÃ³ que,
ademÃ¡s de los casos previstos en la ley, habrÃa lugar al ejercicio de la acciÃ³n de nulidad simple en aquÃ©llos eventos en que se tratara de
actos creadores de situaciones particulares y concretas que comportaran "un interÃ©s de la comunidad de tal naturaleza e importancia que
fuera aparejado con el afÃ¡n de legalidad", en especial cuando se encontrara "de por medio un interÃ©s colectivo o comunitario, de alcance y
contenido nacional, con incidencia trascendental en la economÃa nacional y de innegable e incuestionable proyecciÃ³n sobre el desarrollo y
bienestar social y econÃ³mico de gran nÃºmero de colombianos". Se agregÃ³, por otra parte, que este criterio habrÃa de servir para justificar el
control jurisdiccional frente a aquellos actos que, no obstante afectar intereses particulares, implicaran, por su contenido y trascendencia, "el
resquebrajamiento del orden jurÃdico y el desmejoramiento del patrimonio econÃ³mico, social y cultural de la NaciÃ³n".

Los planteamientos antes citados, como lo hemos advertido, desconocen, en realidad, la teorÃa de los mÃ³viles y finalidades, y ello resulta
evidente si se tiene en cuenta que los mismos no tienen en cuenta el objetivo perseguido por el demandante al ejercer la acciÃ³n, sino la
naturaleza del acto acusado, volviendo al criterio que, antes de 1959, sostuvo la CorporaciÃ³n para distinguir la acciÃ³n de nulidad de la de plena
jurisdicciÃ³n, hoy denominada de restablecimiento del derecho.

En efecto, conforme a la teorÃa de los mÃ³viles y finalidades, expuesta por la Sala Plena en 1961 y complementada en 1972, en principio, todos
los actos administrativos -tanto los generales como los creadores de situaciones particulares y concretas- son susceptibles de ser atacados por
medio de la acciÃ³n de simple nulidad, salvo en aquellos eventos en los que la declaraciÃ³n de la nulidad solicitada conlleva el restablecimiento
automÃ¡tico del derecho subjetivo lesionado por el acto, y ello porque debe entenderse que, en tales eventos, el mÃ³vil del demandante no lo
constituye la sola defensa de la legalidad, sino la protecciÃ³n del derecho vulnerado, objeto de la acciÃ³n de restablecimiento, y porque es
necesario evitar que, por la vÃa de la nulidad simple, dicha protecciÃ³n pueda obtenerse aÃºn despuÃ©s de caducada aquÃ©lla.

En cambio, de acuerdo con la tesis adoptada por la SecciÃ³n Primera en 1990 y con la expuesta por la misma Sala en 1995 y acogida por la Sala
Plena en 1996, la acciÃ³n de nulidad, en principio, sÃ³lo procede contra los actos de contenido general; por excepciÃ³n, procede contra los actos
creadores de situaciones particulares y concretas, segÃºn la primera tesis, cuando la ley expresamente lo prevÃ©, y segÃºn la presentada en las
dos Ãºltimas oportunidades citadas, ademÃ¡s, cuando la situaciÃ³n creada por el acto comporta un interÃ©s de la comunidad de especial
relevancia, de alcance y contenido nacional, con incidencia trascendental en la economÃa nacional y con proyecciÃ³n sobre el desarrollo y
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bienestar social y econÃ³mico de gran nÃºmero de colombianos.

AsÃ, mientras que, en aplicaciÃ³n de teorÃa de los mÃ³viles y finalidades, todos los actos particulares resultan pasibles de la acciÃ³n de nulidad -
salvo que con la declaraciÃ³n de Ã©sta se restableciera automÃ¡ticamente el derecho vulnerado por aquÃ©llos-, conforme a las tesis
posteriormente planteadas por el Consejo de Estado, dicha acciÃ³n sÃ³lo puede ejercitarse contra tales actos cuando la ley lo prevÃ©
expresamente -lo cual no necesitaba, obviamente, de la formulaciÃ³n de un criterio jurisprudencial, en cuanto supone el simple acatamiento del
mandato claro del legislador, que nunca pretendiÃ³ ser desconocido por la teorÃa de los mÃ³viles y finalidades- y cuando el acto implicara el
resquebrajamiento grave del orden jurÃdico y el desmejoramiento del patrimonio econÃ³mico, social o cultural de la NaciÃ³n.

De modo que de acuerdo con la teorÃa expuesta en la sentencia de la Sala Plena del 29 de octubre de 1996, la acciÃ³n de nulidad simple no
podrÃa formularse para atacar actos creadores de situaciones particulares y concretas, aun cuando de la declaraciÃ³n de nulidad no resultara
automÃ¡ticamente el restablecimiento del derecho vulnerado -lo que, precisamente, resultaba posible conforme a la teorÃa de los mÃ³viles y
finalidades-, a menos que lo estableciera la ley expresamente o se presentaran las especialÃsimas circunstancias mencionadas en la Ãºltima
parte del pÃ¡rrafo anterior. No cabe duda, entonces, que, lejos de constituir una "ampliaciÃ³n" de la teorÃa de los mÃ³viles y finalidades, la tesis
planteada en el fallo citado desconociÃ³ el fundamento de aquÃ©lla.

Debemos, anotar, finalmente, que, contrario a lo expresado por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo en el fallo del que nos apartamos,
y por la Corte Constitucional en la Sentencia C-426 de 2002, la sentencia expedida por aquÃ©lla el 29 de octubre de 1996 -cuyo criterio se sigue
en el primero- no ha sido uniformemente reiterado por todas las secciones del Consejo de Estado a partir de ese momento.

Prueba de ello encontramos en muchos pronunciamientos, entre los cuales vale la pena mencionar uno de la misma Sala Plena, del 9 de julio de
1997 (radicaciÃ³n S-712), por el cual se admitiÃ³ una demanda formulada contra una resoluciÃ³n que revocÃ³ parcialmente el acto declaratorio
de la elecciÃ³n de un ciudadano como Alcalde de un municipio del Tolima, en cuanto determinÃ³ indebidamente la fecha de vencimiento del
perÃodo.

Se precisÃ³, en primer lugar, que no se trababa de una demanda referida a la elecciÃ³n misma, sino al seÃ±alamiento de un perÃodo distinto al
previsto en la ley, por lo cual debÃa entenderse que el acto acusado era de contenido electoral, y no un acto declaratorio de elecciÃ³n, de
manera que la competencia era de la SecciÃ³n Quinta en Ãºnica instancia, lo que permitÃa a la Sala Plena asumir el conocimiento del asunto,
atendiendo su importancia jurÃdica. Posteriormente, se expresÃ³:

"Es de observar, ademÃ¡s, que de prosperar las pretensiones, no obtendrÃa el actor restablecimiento de derecho alguno -esa no es la finalidad
de la acciÃ³n ejercitada-. Simplemente busca que al elegido se limite el perÃodo de su condiciÃ³n de alcalde al que le seÃ±alÃ³ la ComisiÃ³n
Escrutadora municipal, en defensa del interÃ©s de todos los ciudadanos a que se respete su voluntad expresada en las urnas. Por ello la acciÃ³n
ejercitada, como bien lo precisÃ³ el actor, es la de simple nulidad.

Por ese aspecto es bueno recordar que la doctrina de los motivos y las finalidades,  formulada inicialmente en sentencia del  10 de agosto de
1961 con ponencia del Dr. Carlos Gustavo Arrieta, ha venido evolucionando hasta el planteamiento que al presente acoge esta CorporaciÃ³n,
segÃºn el cual "...la acciÃ³n de simple nulidad procederÃ¡ contra los actos administrativos de contenido general y con miras al mantenimiento de
la legalidad abstracta;  igualmente procederÃ¡,  con idÃ©ntico propÃ³sito,  contra los actos de contenido particular  cuando su nulidad no
restablezca el derecho de la persona afectada con el mismo...", salvo, agrega, cuando la ley expresamente lo prohÃba (Sentencia abril 18 de
1996. Consejero Ponente Dr. Carlos Betancur Jaramillo - SecciÃ³n Tercera)". (Se subraya).

Y en pronunciamiento reciente, del 17 de mayo de 2002 (expediente 0215), la SecciÃ³n Primera revocÃ³ el auto inadmisorio de la demanda
proferido por un Tribunal, cuyo fundamento fue el carÃ¡cter particular del acto acusado, el cual, segÃºn el a quo, sÃ³lo podÃa ser demandado por
el titular del derecho, mediante la acciÃ³n de nulidad y restablecimiento del derecho -que ya estaba caducada- , y nunca por un tercero. Si bien
dijo fundarse la citada secciÃ³n en el pronunciamiento de la Sala Plena del 29 de octubre de 1996, hizo, en realidad, una mezcla de la tesis
planteada en Ã©l y la teorÃa de los mÃ³viles y finalidades. ExpresÃ³, en efecto, lo siguiente:

"Ciertamente los actos administrativos acusados son de contenido particular, individual y concreto, como quiera que crean una situaciÃ³n de tal
carÃ¡cter a favor de la empresa..., en cuanto el Ã�rea Metropolitana del Centro Occidente la habilitÃ³ para la prestaciÃ³n del servicio pÃºblico de
transporte en la ciudad de Pereira...

Sin embargo, estima la Sala que dichos actos pueden ser susceptibles de enjuiciamiento a travÃ©s de la acciÃ³n de nulidad, por las siguientes
razones:

1. Porque en la demanda no se evidencia un interÃ©s diferente del de proteger la legalidad, pues, a juicio del demandante, los actos acusados
fueron expedidos por una autoridad incompetente, ya que debieron provenir de la autoridad municipal o distrital y no metropolitana.

(...)

2. En caso de prosperar la pretensiÃ³n de nulidad, en principio, no se derivarÃa restablecimiento de derecho ni para el actor, ni para persona
distinta.

3. Del texto de los artÃculos 84 y 85 del C.C.A., se evidencia que lo que diferencia una y otra acciÃ³n es el interÃ©s para promoverla, esto es, la
legalidad o la lesiÃ³n en un derecho amparado en una norma jurÃdica y el restablecimiento del derecho.
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4. El objeto al que se contraen dichos actos reviste interÃ©s para la comunidad". (Se subraya).

CitÃ³, luego, la SecciÃ³n Primera, los argumentos expuestos en la sentencia de la Sala Plena del 29 de octubre de 1996, indicando que constituÃ-
an el respaldo de lo expresado, y concluyÃ³:

"Acorde con lo anterior, si, como ya se dijo, el demandante pretende actuar exclusivamente en interÃ©s de la legalidad, el asunto a que se
contraen los actos acusados bien puede considerarse de interÃ©s general para la comunidad en la medida en que procura la observancia
estricta del principio capital que gobierna la funciÃ³n pÃºblica, segÃºn el cual los servidores pÃºblicos sÃ³lo pueden ejercer aquellas atribuciones
o competencias previamente asignadas, de manera expresa, por la ConstituciÃ³n, la ley o el reglamento... y como en el evento de prosperar su
pretensiÃ³n no se derivarÃa restablecimiento del derecho alguno para el actor ni para persona distinta, frente a la acciÃ³n incoada, no se
requiere acreditar la legitimaciÃ³n que reclama el a quo ni ella se gobierna por la caducidad". (Se subraya).

Resulta evidente, en nuestra opiniÃ³n, que en este pronunciamiento se efectuÃ³ una verdadera adaptaciÃ³n de la tesis acogida por la Sala Plena
en el fallo del 29 de octubre de 1996, para ajustarla a la teorÃa de los mÃ³viles y finalidades. En efecto, de la alusiÃ³n hecha por aquel fallo a la
utilidad del criterio adoptado para controlar los actos que, por su trascendencia, implican "el resquebrajamiento del orden jurÃdico", se hizo
derivar la autorizaciÃ³n para ejercer la acciÃ³n de nulidad simple frente a actos de contenido particular, cuando el interÃ©s del demandante
estÃ¡ referido, exclusivamente, a la guarda de la legalidad, lo que basta, entonces, para entender que el asunto comporta un interÃ©s general
para la comunidad. Pero este planteamiento se complementa con otro, en todo coherente con la teorÃa de los mÃ³viles y finalidades, sin el cual
la  decisiÃ³n,  sin  duda,  habrÃa  sido  diferente.  Se  reflexiona,  en  efecto,  en  el  sentido  de  que,  en  el  evento  de  prosperar  la  pretensiÃ³n,  no  se
restablecerÃa derecho alguno del actor o de un tercero.

Se impone, entonces, concluir,  por una parte, que no existe -aun hoy- en el  Consejo de Estado una posiciÃ³n unÃ¡nime respecto de la
interpretaciÃ³n que debe hacerse de los artÃculos 84 y 85 del C.C.A. y, por lo tanto, respecto de los casos en que resulta procedente la
formulaciÃ³n de la acciÃ³n de nulidad simple para atacar actos creadores de situaciones particulares y concretas. Por otra, que no todas las
interpretaciones actualmente defendidas por las diferentes secciones de esta CorporaciÃ³n y por su Sala Plena de lo Contencioso Administrativo
corresponden a desarrollos  de la  teorÃa de los  mÃ³viles  y  finalidades,  dado que algunas de las  tesis  planteadas implican,  por  el  contrario,  el
desconocimiento del razonamiento esencial que le sirve de fundamento.

3. La posiciÃ³n adoptada frente a la sentencia C-426 del 29 de mayo de 2002:

Antes de abordar el estudio del problema de fondo, y con el fin de establecer si, en el caso concreto, podÃa asumir dicho estudio o debÃa
proferir una decisiÃ³n inhibitoria, la Corte Constitucional presentÃ³ los argumentos expuestos en la demanda formulada y razonÃ³, en los
siguientes tÃ©rminos, para concluir que en ella se planteaba una verdadera cuestiÃ³n de constitucionalidad, en torno a la interpretaciÃ³n del
artÃculo 84 del C.C.A.:

"3.1.1. Siguiendo los fundamentos de la demanda, no cabe duda que la actual controversia constitucional se plantea en torno a la forma como el
Consejo de Estado viene interpretando el artÃculo 84 del CÃ³digo Contencioso Administrativo (C.C.A.), por medio del cual se regula la acciÃ³n de
simple nulidad. Aplicando la doctrina de "los motivos y finalidades", el mÃ¡ximo organismo de la jurisdicciÃ³n contenciosa sostiene que, por vÃa
del contencioso pÃºblico de anulaciÃ³n, pueden controvertirse los actos administrativos de contenido general y, por fuera de Ã©stos, sÃ³lo los
actos de contenido particular y concreto que expresamente seÃ±ale la ley o que tengan trascendencia social y representen un interÃ©s para la
comunidad. Conforme a Ã©ste criterio de interpretaciÃ³n, la mayorÃa de los actos administrativos de contenido particular no pueden, entonces,
ser impugnados a travÃ©s del ejercicio de la acciÃ³n de simple nulidad, debiendo necesariamente acudirse para tales efectos a la acciÃ³n de
nulidad y restablecimiento del derecho cuyo tÃ©rmino de caducidad es de cuatro meses.

3.1.2. Para el actor y algunos de los intervinientes, la lectura que el Consejo de Estado hace de la norma impugnada desborda su verdadero
marco de aplicaciÃ³n, ya que lo Ãºnico que Ã©sta exige para que proceda la acciÃ³n de simple nulidad es que el acto acusado estÃ© incurso en
alguna de las causales de anulaciÃ³n allÃ previstas, sin entrar a distinguir entre actos de contenido general o particular, ni exigir respecto de
estos Ãºltimos la existencia "de un mÃ³vil patriÃ³tico como condiciÃ³n para que la demanda sea apta formalmente". AsÃ, consideran que el
criterio de interpretaciÃ³n que adopta el Consejo de Estado resulta restrictivo y violatorio de los derechos fundamentales al debido proceso y al
acceso a la administraciÃ³n de justicia, en cuanto transgrede la integridad del ordenamiento jurÃdico e impide a los administrados recurrir a la
acciÃ³n de simple nulidad para impugnar los actos de contenido particular, en las condiciones previstas por el legislador dentro del citado artÃ-
culo 84 del C.C.A.

3.1.3. Pues bien..., encuentra la Corte que si bien el demandante no estructurÃ³ un cargo directo de inexequibilidad contra el contenido material
del texto impugnado, lo que en principio darÃa lugar a un fallo inhibitorio, la interpretaciÃ³n que el Consejo de Estado ha hecho de la norma y su
ulterior cuestionamiento por parte de los distintos sujetos procesales -entre los cuales se cuenta al actor-, involucra sin lugar a equÃvocos un
problema de interpretaciÃ³n constitucional que obliga a este organismo de control a asumir la competencia en el presente caso, con el
propÃ³sito  de  definir  si  el  sentido  reconocido  al  precepto  acusado  por  el  mÃ¡ximo  organismo  de  la  jurisdicciÃ³n  contenciosa,  que  a  su  vez
determina la forma como en la prÃ¡ctica Ã©ste viene siendo aplicado y que constituye la orientaciÃ³n dominante del texto en cuestiÃ³n,
armoniza con las garantÃas constitucionales que se aducen como violadas.

3.1.4.  En este sentido,  la  competencia de la  Corte se encuentra plenamente justificada,  toda vez que el  examen de constitucionalidad ha de
concentrarse en la regla de derecho que por vÃa de interpretaciÃ³n define el Ã¡mbito de procedibilidad de la acciÃ³n de simple nulidad frente a
los actos administrativos de contenido particular y concreto, buscando establecer si el supuesto de hecho atribuido a la norma acusada por el
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interprete autorizado (art. 84 del C.C.A.), constituye una restricciÃ³n ilegitima al ejercicio de los derechos de acceso a la administraciÃ³n de
justicia y al debido proceso.

3.1.5. AsÃ las cosas, para los efectos de abordar el estudio del problema jurÃdico planteado en esta causa, resulta necesario que la Corte se
refiera, tanto al  tratamiento que el  derecho colombiano le ha dado a la acciÃ³n de nulidad, como al  valor y alcance que la jurisprudencia del
Consejo de Estado le ha reconocido a los preceptos que la regulan. En este contexto, se procederÃ¡ a resolver si, a la a luz de los derechos de
acceso a la administraciÃ³n de justicia y al debido proceso, la orientaciÃ³n jurisprudencial reconocida al artÃculo 84 del C.C.A. por el mÃ¡ximo
tribunal de lo contencioso administrativo se ajusta a la ConstituciÃ³n PolÃtica". (Se subraya).

De entrada, debe formularse un primer reparo frente al planteamiento de la Corte. Si bien, en nuestra opiniÃ³n y conforme a lo explicado
anteriormente, no hay duda de que esa CorporaciÃ³n tenÃa competencia para conocer la demanda de inconstitucionalidad en el caso concreto,
dirigida a controvertir la exequibilidad del artÃculo 84 del C.C.A., en cuanto dicha norma admite una interpretaciÃ³n adoptada por el mÃ¡ximo
Ã³rgano de lo contencioso administrativo y citada en la misma demanda, que, segÃºn el actor, puede implicar una restricciÃ³n indebida de los
derechos de acceso a la administraciÃ³n de justicia y al debido proceso -cuestiÃ³n de constitucionalidad indudable-, dicha interpretaciÃ³n no es
la Ãºnica propuesta, para tal precepto, por el Consejo de Estado, por lo cual la Corte estaba obligada a estudiar la exequibilidad de la norma a la
luz de las otras tesis formuladas por esa CorporaciÃ³n.

Por la misma razÃ³n, como ya se ha advertido, no es cierto lo expresado por la Corte, en el sentido de que "[l]a posiciÃ³n asumida por la Sala
Plena de lo Contencioso Administrativo en la sentencia del 10 de agosto (sic) de 1996, ha sido reiterada de manera uniforme por el Consejo de
Estado", y tampoco lo es, en consecuencia, que tal posiciÃ³n constituya "la orientaciÃ³n dominante de la forma como el mÃ¡ximo tribunal de lo
contencioso administrativo viene aplicando el artÃculo 84 del C.C.A." (ver numerales 5.9. y 5.10. del fallo).

Abordando el estudio de fondo, precisÃ³ la Corte el contenido del derecho de acceso a la administraciÃ³n de justicia, indicando, inicialmente,
que:

"...se traduce en la posibilidad reconocida a todas las personas residentes en Colombia de poder (sic) acudir en condiciones de igualdad ante los
jueces y tribunales de justicia, para propugnar por la integridad del orden jurÃdico y por la debida protecciÃ³n o el restablecimiento de sus
derechos e intereses legÃtimos, con estricta sujeciÃ³n a los procedimientos previamente establecidos y con plena observancia de las garantÃas
sustanciales y procedimentales previstas en las leyes...". (Se subraya).

Y agregÃ³:

"...No existe duda que cuando el artÃculo 229 Superior ordena "garantiza[r] el derecho de toda persona para acceder a la administraciÃ³n de
justicia", estÃ¡ adoptando como imperativo constitucional del citado derecho su efectividad, el cual comporta el compromiso estatal de lograr,
en forma real y no meramente nominal, que a travÃ©s de las actuaciones judiciales se restablezca el orden jurÃdico y se protejan las garantÃas
personales que se estiman violadas.

ExplicÃ³ la Corte, de otra parte, la relaciÃ³n de este derecho con el debido proceso, en la siguiente forma:

"6.5. Teniendo en cuenta su importancia polÃtica, la jurisprudencia constitucional le ha venido reconociendo al acceso a la administraciÃ³n de
justicia el carÃ¡cter de derecho fundamental de aplicaciÃ³n inmediata [Cfr., entre otras, las sentencias T-006/92, C-059/93, T-538/94, C-037/96,
C-215/99  y  C-1195/2001],  integrÃ¡ndolo  a  su  vez  con  el  nÃºcleo  esencial  del  derecho  al  debido  proceso.  Esto  Ãºltimo,  por  cuanto  la
proclamaciÃ³n del derecho a la tutela judicial efectiva es, como quedÃ³ expresado, el medio a travÃ©s del cual se asegura el acceso al servicio
pÃºblico de la administraciÃ³n de justicia -cuando se dan las circunstancias requeridas-, de manera que, sin su previo reconocimiento, no podrÃ-
an hacerse plenamente efectivas el conjunto de garantÃas sustanciales e instrumentales que han sido estatuidas para gobernar y desarrollar la
actuaciÃ³n judicial...

(...)

6.6. Por razÃ³n de su vinculaciÃ³n directa con el debido proceso y con otros valores constitucionales como la dignidad, la igualdad y la libertad,
el acceso a la administraciÃ³n de justicia se define tambiÃ©n como un derecho medular, de contenido mÃºltiple o complejo, cuyo marco jurÃdico
de aplicaciÃ³n compromete, en un orden lÃ³gico: (i) el derecho de acciÃ³n o de promociÃ³n de la actividad jurisdiccional, el cual se concreta en la
posibilidad que tiene todo sujeto de ser parte en un proceso y de utilizar los instrumentos que allÃ se proporcionan para plantear sus
pretensiones al Estado, sea en defensa del orden jurÃdico o de sus intereses particulares; (ii) el derecho a que la promociÃ³n de la actividad
jurisdiccional  concluya con una decisiÃ³n de fondo en torno a las pretensiones que han sido planteadas;  (iii)  el  derecho a que existan
procedimientos  adecuados,  idÃ³neos  y  efectivos  para  la  definiciÃ³n  de  las  pretensiones  y  excepciones  debatidas;  (iv)  el  derecho  a  que  los
procesos se desarrollen en un tÃ©rmino razonable, sin dilaciones injustificadas y con observancia de las garantÃas propias del debido proceso y,
entre otros, (v) el derecho a que subsistan en el orden jurÃdico una gama amplia y suficiente de mecanismos judiciales -acciones y recursos-
para la efectiva resoluciÃ³n de los conflictos". (Se subraya).

Respecto del contenido y alcance del derecho de acceso a la administraciÃ³n de justicia, hizo la Corte otras importantes observaciones, que, por
su relevancia frente a los argumentos que se expondrÃ¡n posteriormente en este salvamento de voto, resulta necesario citar in extenso.
ExpresÃ³ aquella CorporaciÃ³n:

6.7. Cabe precisar, que si bien la tutela judicial efectiva se define como un derecho fundamental de aplicaciÃ³n inmediata, esta Ãºltima caracterÃ-
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stica  es  predicable  bÃ¡sicamente  de  su  contenido  o  nÃºcleo  esencial,  ya  que  el  diseÃ±o  de  las  condiciones  de  acceso  y  la  fijaciÃ³n  de  los
requisitos para su pleno ejercicio corresponde establecerlos al legislador... Ciertamente, en virtud de la clÃ¡usula general de competencia
consagrada en el numeral 2Â° del artÃculo 150 Superior, la regulaciÃ³n de los procedimientos judiciales, su acceso, etapas, caracterÃsticas,
formas, plazos y tÃ©rminos es atribuciÃ³n exclusiva del legislador, el cual, atendiendo a las circunstancias socio-polÃticas del paÃs y a los
requerimientos  de  justicia,  goza  para  tales  efectos  de  un  amplio  margen  de  configuraciÃ³n  tan  sÃ³lo  limitado  "por  la  razonabilidad  y
proporcionalidad de las medidas adoptadas, en cuanto Ã©stas se encuentren acordes con las garantÃas constitucionales de forma que permitan
la realizaciÃ³n material de los derechos sustanciales" [Sentencia C-1043/2000, M.P. Ã�lvaro Tafur Galvis].

6.8. Siendo el acceso a la administraciÃ³n de justicia tambiÃ©n un derecho de configuraciÃ³n legal, los cauces que fije el legislador en torno a la
regulaciÃ³n y ejecuciÃ³n material del mismo, que incluyen la posibilidad de establecer limitaciones y condicionamientos para el uso adecuado
del servicio, deben respetar siempre su nÃºcleo esencial y ajustarse a las reglas que sobre el tema ha definido la ConstituciÃ³n, sin que resulten
admisibles  aquellas  medidas  excesivas  que  no  encuentren  una  justificaciÃ³n  razonable  y  que,  por  el  contrario,  tiendan  a  obstaculizar  la
efectividad y operancia del derecho fundamental en cuestiÃ³n y la prevalencia de los demÃ¡s derechos fundamentales. Esto conduce a que su
desarrollo legislativo deba estar siempre orientado a garantizar el marco jurÃdico de aplicaciÃ³n que, como ya se anotÃ³, comprende en su parte
mÃ¡s Ãntima los derechos de acceso a un juez o tribunal imparcial -derecho de acciÃ³n-, a obtener la sentencia que resuelva las pretensiones
planteadas de conformidad con las normas vigentes, y a que el fallo adoptado se cumpla efectivamente -si hay lugar a ello-; derechos cuya
ejecuciÃ³n supone, entonces, la previa definiciÃ³n de las condiciones y requisitos de operatividad.

6.9. En relaciÃ³n con esto Ãºltimo, es de observarse que el derecho fundamental de acceso a la justicia no se entiende agotado con el mero
diseÃ±o  normativo  de  las  condiciones  de  operatividad.  En  consonancia  con  el  principio  de  efectividad  que  lo  identifica,  su  Ã¡mbito  de
protecciÃ³n constitucional obliga igualmente a que tales reglas sean interpretadas a la luz del ordenamiento superior, en el sentido que resulten
(sic) mÃ¡s favorable al logro y realizaciÃ³n del derecho sustancial y consultando en todo caso el verdadero espÃritu y finalidad de la ley...

6.10. Integrar los conceptos de antiformalismo e interpretaciÃ³n conforme a la garantÃa consagrada en el artÃculo 229 de la Carta, en manera
alguna busca desconocer o debilitar el papel protagÃ³nico que cumplen las reglas de procedimiento en la ordenaciÃ³n y preservaciÃ³n del
derecho de acceso a la justicia, ni contrariar el amplio margen de interpretaciÃ³n que el propio orden jurÃdico le reconoce a las autoridades
judiciales para el logro de sus funciones pÃºblicas. Por su intermedio, lo que se pretende es armonizar y racionalizar el ejercicio de tales
prerrogativas, evitando que los criterios de aplicaciÃ³n de la ley, excesivamente formalistas, en cierta medida injustificados o contrarios al espÃ-
ritu  o  finalidad  de  las  normas  aplicables,  puedan  convertirse  en  un  obstÃ¡culo  insuperable  que  terminen  por  hacer  nugatorio  el  precitado
derecho a la protecciÃ³n judicial y, por su intermedio, el desconocimiento de valores superiores como la igualdad de trato, la libertad y el debido
proceso". (Se subraya y resalta).

Insiste,  luego,  la  Corte,  refiriÃ©ndose  concretamente  a  la  interpretaciÃ³n  de  la  norma  citada  por  el  demandante,  en  que  ella  constituye  la
"posiciÃ³n que en forma institucional asumiÃ³ el mÃ¡ximo tribunal de lo contencioso administrativo en sentencia del 10 de agosto (sic) de 1996,
reiterada de manera uniforme en mÃºltiples pronunciamientos", y la explica indicando que:

"...se dirige a considerar que la simple nulidad sÃ³lo procede frente a los actos de contenido particular y concreto en dos casos especÃficos: (i)
cuando expresamente lo consagre la ley y (ii) cuando el acto individual revista un especial interÃ©s para la comunidad que trascienda el mero
interÃ©s de la legalidad en abstracto, comprometiendo el orden pÃºblico, social o econÃ³mico del paÃs. SegÃºn dicho criterio jurisprudencial, en
los demÃ¡s casos la acciÃ³n de simple nulidad no serÃ¡ admisible respecto de los actos particulares, debiendo acudirse a la acciÃ³n de nulidad y
restablecimiento dentro del tÃ©rmino de caducidad fijado en la ley".

Inmediatamente  despuÃ©s,  presenta  en  los  numerales  7.12  y  7.13  argumentos  en  el  sentido  de  que  esta  interpretaciÃ³n  limita
injustificadamente  el  alcance  del  artÃculo  84  del  C.C.A.,  dado  que  el  mismo  no  establece  "distinciones  en  relaciÃ³n  con  la  clase  de  actos
administrativos que pueden ser demandados por esa vÃa", esto es, mediante el ejercicio de la acciÃ³n de simple nulidad.

Acepta la Corte que, de acuerdo con las reglas que identifican las acciones de nulidad y de nulidad y restablecimiento del derecho, es claro que
la diferencia fundamental entre ellas estÃ¡ referida al hecho de que la primera "tiene por objeto principal, directo y exclusivo, preservar la
legalidad de los actos administrativos" (se subraya), mientras que la segunda no versa Ãºnicamente sobre una pretensiÃ³n de legalidad, sino
que "propende por la garantÃa de los derechos subjetivos particulares mediante la restituciÃ³n de la situaciÃ³n jurÃdica a la persona afectada".
AsÃ, la distinciÃ³n entre las dos acciones se determina, no por el contenido o la naturaleza del acto, sino por "la naturaleza de la pretensiÃ³n que
se formule".

Hasta aquÃ, ninguna observaciÃ³n merecerÃa el planteamiento de la Corte. Nuestros reparos se refieren a las conclusiones que se presentan,
inmediatamente despuÃ©s, en los numerales 7.14 y siguientes de la sentencia. Sin hacer consideraciones adicionales, en efecto, concluye dicha
CorporaciÃ³n lo siguiente:

"7.14. (...)

En esos tÃ©rminos, si la pretensiÃ³n procesal del administrado al acudir a la jurisdicciÃ³n se limita tan sÃ³lo a impugnar la legalidad del acto
administrativo, no existe razÃ³n para desconocerle el interÃ©s por el orden jurÃdico y privarlo del acceso a la administraciÃ³n de justicia, por la
fÃºtil consideraciÃ³n de que la violaciÃ³n alegada provenga de un acto de contenido particular y concreto que tambiÃ©n afecta derechos
subjetivos. ResultarÃa insÃ³lito y contrario al Estado de Derecho que la AdministraciÃ³n, acogiÃ©ndose a criterios netamente formalistas que no
interpretan fielmente los textos reguladores sobre la materia,  se pueda sustraer del  rÃ©gimen legal  que gobierna la actividad pÃºblica y,  de
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contera (sic), del control judicial de sus propios actos, como si unos -los de contenido general- y otros -los de contenido particular- no estuvieran
sometidos al principio de legalidad.

7.15. Bajo este entendido, consultando el espÃritu de la ConstituciÃ³n y de la ley, se tiene que la acciÃ³n de simple nulidad procede contra todos
los actos administrativos, generales y particulares, cuando la pretensiÃ³n es Ãºnicamente la de tutelar el orden jurÃdico, caso en el cual la
competencia del juez se limita a decretar la simple anulaciÃ³n sin adicionar ninguna otra declaraciÃ³n, pese a que con el retiro del acto
impugnado eventualmente se restablezcan derechos o se ocasionen daÃ±os al actor o a terceros. Siguiendo este mismo razonamiento, si lo que
persigue el demandante es un pronunciamiento anulatorio y la consecuente reparaciÃ³n de los daÃ±os antijurÃdicos causados, lo que cabe es la
acciÃ³n de nulidad y restablecimiento del derecho, a ejercitarse dentro del tÃ©rmino de caducidad a que hace expresa referencia el numeral
2Â° del artÃculo 136 del C.C.A., para que el juez proceda no sÃ³lo a decretar la nulidad del acto sino tambiÃ©n al reconocimiento de la
situaciÃ³n jurÃdica individual que ha resultado afectada.

7.16.  AsÃ  las  cosas,  independientemente  de  las  tesis  que  hayan  sido  expuestas  en  el  seno  del  mÃ¡ximo  Ã³rgano  de  la  jurisdicciÃ³n
administrativa para delimitar la procedencia de la acciÃ³n de nulidad contra actos de contenido particular, la formulaciÃ³n y exigencia de
requisitos adicionales no contenidos en el texto de la norma acusada ni derivados de su verdadero espÃritu y alcance, representan, sin lugar a
dudas, una carga ilegÃtima para los administrados que afecta y restringe de manera grave el ejercicio de sus derechos fundamentales de acceso
a la justicia y al debido proceso, pues, lo ha dicho la Corte [Cfr. la sentencia C-011/94. M.P. Alejandro MartÃnez Caballero], el interprete no puede
hacer decir a las normas lo que Ã©stas no dicen, mucho menos si el sentido que les atribuye excede su verdadero contenido y no se ajusta al
texto de la ConstituciÃ³n PolÃtica.

7.17. Establecer como orientaciÃ³n jurisprudencial dominante, que la acciÃ³n de nulidad sÃ³lo procede contra los actos de contenido particular
cuando lo indique la ley o cuando Ã©stos representen un interÃ©s para la comunidad, no sÃ³lo comporta una interpretaciÃ³n inexacta del
contenido del artÃculo 84 del C.C.A., cuyo texto permite demandar por vÃa de la simple nulidad todos los actos de la AdministraciÃ³n, sino
tambiÃ©n, una inversiÃ³n de la regla allÃ establecida, en cuanto que la citada orientaciÃ³n lleva a la conclusiÃ³n de que sÃ³lo por excepciÃ³n los
actos administrativos de contenido particular son demandables a travÃ©s de la acciÃ³n de simple nulidad, sentido que jamÃ¡s podrÃa extraerse
del  texto  de  la  preceptiva  impugnada  ni  del  alcance  que  la  propia  ConstituciÃ³n  y  la  ley  le  han  fijado  a  la  acciÃ³n  PÃºblica  de  nulidad".  (Se
subraya y resalta).

De lo anterior, se deduce claramente que los argumentos de la Corte no sÃ³lo cierran el paso a la interpretaciÃ³n de los artÃculos 84 y 85 del
C.C.A. adoptada en la sentencia del 29 de octubre de 1996 -a la que se refiere errÃ³neamente como del 10 de agosto del mismo aÃ±o-, sino
tambiÃ©n a la verdadera teorÃa de los mÃ³viles y finalidades, adoptada en el citado fallo del 10 de agosto de 1961 y complementada en 1972,
que, como ha quedado demostrado, continuaba aplicÃ¡ndose recientemente por el Consejo de Estado, tanto en decisiones de la Sala Plena de lo
Contencioso Administrativo como en pronunciamientos de sus secciones. Y ello es evidente si se tiene en cuenta que la Corte expresa que la
acciÃ³n de nulidad procede contra "todos los actos administrativos, generales y particulares, cuando la pretensiÃ³n es Ãºnicamente la de tutelar
el orden jurÃdico, caso en el cual la competencia del juez se limita a decretar la simple anulaciÃ³n sin adicionar ninguna otra declaraciÃ³n, pese
a que con el retiro del acto impugnado eventualmente se restablezcan derechos o se ocasionen daÃ±os al actor o a terceros". (Se resalta).

Sin embargo, ninguna argumentaciÃ³n presenta la Corte para cuestionar la citada teorÃa, que, debemos insistir, no coincide en absoluto con la
expuesta en el fallo del 29 de octubre de 1996, Ã©sta sÃ, en nuestra opiniÃ³n, verdaderamente restrictiva del derecho de acceso a la
administraciÃ³n de justicia -y por lo tanto del debido proceso-, en cuanto supone la creaciÃ³n, por parte del juez, de una regla que, de ninguna
manera, puede surgir de la interpretaciÃ³n de las normas aludidas y, como lo expresa la Corte, por fundarse en la distinciÃ³n entre actos
generales y actos creadores de situaciones particulares y concretas, invierte la regla contenida en el artÃculo 84. Resulta, entonces, irrazonable
y contraria a los derechos constitucionales mencionados.

La teorÃa de los mÃ³viles y finalidades,  en cambio,  en su verdadero alcance -precisado en el  capÃtulo anterior  de este salvamento de voto-,
desecha la valoraciÃ³n de la naturaleza de los actos administrativos como criterio para determinar la procedencia de las acciones de nulidad y
de nulidad y restablecimiento del derecho. Ella se determina, en efecto, conforme a tal teorÃa, atendiendo al objetivo mismo de dichas acciones,
lo que implica tener en cuenta no sÃ³lo el contenido literal de la pretensiÃ³n formulada en el caso concreto, sino el efecto de la declaraciÃ³n de
nulidad. Lejos de ser Ã©sta una "fÃºtil  consideraciÃ³n" o un "criterio netamente formalista que no interpreta fielmente los textos reguladores
sobre la materia", es claro, en nuestra opiniÃ³n, que la misma se funda, directa y necesariamente, en el contenido del artÃculo 85 del C.C.A,
segÃºn el cual, como la Corte -por lo demÃ¡s- lo reconoce, la acciÃ³n de nulidad y restablecimiento del derecho tiene por objeto obtener no sÃ³lo
la nulidad del acto administrativo acusado, sino el restablecimiento del derecho lesionado. No resulta lÃ³gico, entonces, desconocer la relevancia
de las consecuencias derivadas de la sola declaraciÃ³n de nulidad que, en algunos eventos, supone la obtenciÃ³n del restablecimiento, de
manera automÃ¡tica.  Un ejemplo claro de esta situaciÃ³n se presenta cuando, declarada la nulidad de un acto que impone la sanciÃ³n
disciplinaria de multa, el obligado en virtud del mismo, que no la ha pagado, queda eximido de hacerlo.

Pero,  insistimos,  ninguna  consideraciÃ³n  hace  la  Corte  para  desechar  este  razonamiento.  En  efecto,  refiriÃ©ndose  inicialmente  sÃ³lo  a  la
interpretaciÃ³n contenida en el fallo del 29 de octubre de 1996, esa CorporaciÃ³n extiende sus conclusiones de modo tal que resulta desechada
una interpretaciÃ³n diferente, cuyos fundamentos no estudia. Y es que no se explican las razones por las cuales la teorÃa de los mÃ³viles y
finalidades  restringe  indebidamente  los  derechos  de  acceso  a  la  administraciÃ³n  de  justicia  y  al  debido  proceso.  No  puede  olvidarse  que,
conforme a dicha teorÃa, los actos administrativos creadores de situaciones particulares y concretas pueden ser siempre demandados en
ejercicio de la acciÃ³n de nulidad y restablecimiento del derecho y, por regla general, tambiÃ©n son susceptibles de ser acusados por la vÃa de
la acciÃ³n de simple nulidad, salvo que con ellos se vulnere o restrinja un derecho que, en virtud de la sola declaraciÃ³n de nulidad, resulte
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restablecido, con lo cual se atiende estrictamente a la distinciÃ³n de objetivos de las dos acciones consagradas en los artÃculos 84 y 85 del
C.C.A. y se asegura el cumplimiento de la voluntad del legislador de limitar -mediante el establecimiento de un tÃ©rmino de caducidad- la
posibilidad de obtener el aludido restablecimiento. Y es que ninguna diferencia existe, respecto de los resultados obtenidos, necesariamente
ligados al objeto de las acciones, entre los casos en que se solicita expresamente el restablecimiento del derecho y aquÃ©llos en que, sin que se
formule  una  pretensiÃ³n  en  ese  sentido,  el  restablecimiento  se  obtiene  automÃ¡ticamente.  No  nos  cabe  la  menor  duda  de  que  esta
interpretaciÃ³n corresponde, estrictamente, al contenido de los artÃculos citados, y que, en esa medida, resulta razonable y perfectamente
ajustada al querer del legislador.

Sin embargo, tampoco presenta la Corte argumentaciÃ³n alguna para negar su proporcionalidad y su justicia. Abordando el anÃ¡lisis que esa
CorporaciÃ³n omite, en relaciÃ³n con la caducidad, tendrÃa que concluirse, en nuestra opiniÃ³n, que la restricciÃ³n prevista en el artÃculo 136,
numeral 2Âº, del mismo C.C.A., relativa a la procedencia de la acciÃ³n de restablecimiento dentro de los cuatro meses contados a partir del dÃa
siguiente al de la publicaciÃ³n, notificaciÃ³n, comunicaciÃ³n o ejecuciÃ³n del acto, segÃºn el caso -salvo cuando se trata de actos que reconocen
prestaciones  periÃ³dicas,  que  pueden  demandarse  en  cualquier  tiempo-,  se  explica  y  justifica  claramente  por  la  necesidad  de  definir
prontamente las situaciones de carÃ¡cter concreto que restringen o vulneran derechos particulares, a fin de garantizar la seguridad jurÃdica, y
ello, obviamente, siempre que de la decisiÃ³n judicial pueda derivarse la modificaciÃ³n de aquÃ©llas, y no solo cuando en el contenido literal de
la pretensiÃ³n formulada pueda encontrarse la bÃºsqueda de tal finalidad. Es la sola valoraciÃ³n de esto Ãºltimo, y no la consideraciÃ³n de lo
primero,  evidentemente,  lo  que  implicarÃa  atender  criterios  "netamente  formalistas",  que  no  sÃ³lo  no  interpretan  fielmente,  sino  que
desconocen,  los  textos  legales  reguladores  de  la  materia.

No puede olvidarse, por lo demÃ¡s, que, refiriÃ©ndose, precisamente, al fenÃ³meno de la caducidad, la Corte Constitucional ha expresado, en
sentencia C-351 del 4 de agosto de 1994, que "[e]l derecho de acceso a la administraciÃ³n de justicia sufrirÃa grave distorsiÃ³n en su verdadero
significado si...  pudiera concebirse como una posibilidad ilimitada,  abierta  a  los  ciudadanos sin  condicionamientos de ninguna especie",  dado
que ello conducirÃa a la parÃ¡lisis absoluta del aparato encargado de administrar justicia y supondrÃa implÃcitamente la exoneraciÃ³n del
individuo  de  toda  Ã©tica  de  compromiso  con  la  buena  marcha  de  la  justicia  y  con  su  prestaciÃ³n  recta  y  eficaz.  Aun  mÃ¡s,  en  el  mismo
pronunciamiento, la Corte fue clara al expresar lo siguiente:

"De ahÃ que tampoco sea sostenible el argumento segÃºn el cual la caducidad frustra el derecho de acceso a la justicia, pues, mal podrÃa
violarse este derecho respecto de quien gozando de la posibilidad de ejercerlo, opta por la vÃa de la inacciÃ³n. Es imposible que pueda
desconocerse o vulnerarse el derecho de quien ha hecho voluntaria dejaciÃ³n del mismo, renunciando a su ejercicio o no empleando la vigilancia
que la preservaciÃ³n de su integridad demanda.

(...)

Finalmente y a propÃ³sito de la supuesta vulneraciÃ³n del principio de igualdad esta Corte advierte que la hipÃ³tesis fÃ¡ctica de las acciones de
restablecimiento del derecho no se corresponde con la de las acciones de nulidad. Pese a lo obvio (sic) que para algunos pudieren ser sus
diferencias, en punto a la consideraciÃ³n de este cargo, es pertinente recordar que en aquellas el titular del derecho tiene un interÃ©s subjetivo
de carÃ¡cter particular, en lograr por la vÃa de la nulidad del acto administrativo, el restablecimiento del derecho.

Por  lo  expuesto,  encuentra  la  Corte  que  al  establecer  tÃ©rminos  de  caducidad  para  las  acciones  contencioso  administrativas  de
restablecimiento del derecho, el legislador ejerciÃ³ las competencias que le ha entregado la ConstituciÃ³n PolÃtica, sin desconocer el derecho de
acceso a la administraciÃ³n de justicia, ni ningÃºn otro de la Carta...". (Se subraya).

Consideramos pertinente anotar, al respecto -y aun cuando constituya una simple reiteraciÃ³n sobre lo ya expresado-, que no puede perderse de
vista una observaciÃ³n indudable: tanto la acciÃ³n de simple nulidad como la de restablecimiento del derecho tienen por objeto -que en la
primera es exclusivo y en la segunda no- el cuestionamiento de la validez del acto, por lo cual es la bÃºsqueda y, sobre todo, la posibilidad de
obtener  el  restablecimiento  el  elemento  central  de  su  distinciÃ³n.  AsÃ  las  cosas,  la  justificaciÃ³n  del  tÃ©rmino  de  caducidad  no  puede
encontrarse sÃ³lo en los eventos en que se solicita expresamente tal restablecimiento, sino en aquÃ©llos en los que Ã©ste efectivamente se
obtiene. Esta consideraciÃ³n, en todo ajustada a la lÃ³gica y a la justicia, que constituye claramente el substrato de la teorÃa de los mÃ³viles y
finalidades, no fue cuestionada por la Corte en la sentencia C-426 de 2002; puede decirse, sin temor, que ni siquiera fue tenida en cuenta.

Para abundar en razones sobre lo expuesto, debemos agregar que la Corte desconoce su propia jurisprudencia. En sentencia C-115 de 1998,
expresÃ³, en efecto, que la caducidad supone la expiraciÃ³n del tÃ©rmino perentorio previsto en la ley para el ejercicio de ciertas acciones,
"cuando por un acto, hecho, omisiÃ³n u operaciÃ³n administrativa por parte de una autoridad pÃºblica, se lesiona un derecho particular" (se
subraya), de modo que dicho tÃ©rmino constituye "una garantÃa para la seguridad jurÃdica y el interÃ©s general". El restablecimiento de ese
derecho, en consecuencia, tiene relevancia indudable para definir la aplicaciÃ³n del fenÃ³meno mencionado, y no sÃ³lo para limitar el derecho
de ejercer la acciÃ³n al particular afectado, sino a cualquier ciudadano. No puede entenderse, de otra manera, lo expresado por la citada
CorporaciÃ³n en el mismo fallo, en el sentido de que "...la fijaciÃ³n de los tÃ©rminos de caducidad responde... a la necesidad de otorgar certeza
jurÃdica al accionante y a la comunidad en general, asÃ como para brindarle estabilidad a las situaciones debidamente consolidadas en el
tiempo, asÃ como a los actos administrativos no impugnados dentro de las oportunidades legales". (Se subraya).

Atendiendo estos planteamientos, la Corte ha considerado ajustados a criterios de razonabilidad los tÃ©rminos de caducidad establecidos para
la acciÃ³n de reparaciÃ³n directa5, la acciÃ³n de repeticiÃ³n6, la propia acciÃ³n de nulidad y restablecimiento del derecho7 y aun para la acciÃ³n
contractual dirigida a solicitar la declaraciÃ³n de nulidad absoluta del contrato estatal -que segÃºn la ley es de dos (2) aÃ±os, y eventualmente
de cinco (5)-,  en la  que la  protecciÃ³n de la  legalidad constituye el  objeto fundamental,  lo  que justifica la  legitimaciÃ³n que,  para formularla,
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tienen no sÃ³lo las partes contratantes, sino el  Ministerio PÃºblico y cualquier persona interesada, asÃ como la facultad oficiosa del juez para
declararla8.

No se entiende, entonces, cÃ³mo puede la Corte afirmar lo siguiente:

"7.  21.  En estos tÃ©rminos,  si  el  imperativo constitucional  del  derecho a la tutela judicial  es su efectividad,  entendida Ã©sta como el
compromiso estatal de garantizar en forma real el acceso a la jurisdicciÃ³n para lograr el restablecimiento del orden jurÃdico y la garantÃa de los
derechos ciudadanos, puede asegurarse que la interpretaciÃ³n que viene haciendo el Consejo de Estado del precitado artÃculo 84 del C.C.A.
desconoce este derecho medular, pues, ademÃ¡s de impedirle al afectado solicitar el restablecimiento de la situaciÃ³n jurÃdica individual por
encontrarse vencido el tÃ©rmino legal estatuido para esos efectos, tambiÃ©n se le estÃ¡ limitando al ciudadano -interesado o tercero- el acceso
al proceso para controvertir la simple legalidad de ciertos actos administrativos de contenido particular, sin que ese haya sido el verdadero
interÃ©s del constituyente ni del legislador extraordinario al regular la acciÃ³n pÃºblica de simple nulidad. (Se subraya).

Es claro que la Corte, con este planteamiento, desautoriza tanto la interpretaciÃ³n acogida en la sentencia de la Sala Plena de lo Contencioso
Administrativo del 29 de octubre de 1996, como la que corresponde a la verdadera teorÃa de los mÃ³viles y finalidades, expuesta en el fallo del
10 de agosto de 1961 y reiterada aÃºn despuÃ©s de aquÃ©l en mÃºltiples pronunciamientos, varios de ellos recientes. En efecto, se ocupa
aquella CorporaciÃ³n, inmediatamente despuÃ©s de exponer el razonamiento que acaba de transcribirse, de buscar una soluciÃ³n al gravÃsimo
inconveniente advertido y superado por el Consejo al elaborar la Ãºltima tesis citada, y dispone, entonces, lo siguiente:

"7.22. AsÃ, cuando una persona con interÃ©s directo pretenda demandar un acto de contenido particular y concreto, podrÃ¡ alternativamente
acudir al contencioso de anulaciÃ³n por dos vÃas distintas. Invocando la acciÃ³n de nulidad y restablecimiento del derecho (C.C.A. art. 85), caso
en el cual lo hace motivada por el interÃ©s particular de obtener el restablecimiento del derecho o la reparaciÃ³n del daÃ±o antijurÃdico como
consecuencia de la declaratoria de la nulidad del acto. En la medida en que esta acciÃ³n no se intente o no se ejerza dentro de los cuatro meses
de que habla la ley (C.C.A. art. 136-2), quien se considere directamente afectado o un tercero, podrÃ¡n promover la acciÃ³n de simple nulidad en
cualquier tiempo (C.C.A. arts. 84 y 136-1), pero Ãºnica y exclusivamente para solicitar de la autoridad judicial la nulidad del acto violador,
dejando a un lado la situaciÃ³n jurÃdica particular que en Ã©ste se regula, para entender que actÃºan por razones de interÃ©s general: la de
contribuir a la integridad del orden jurÃdico y de garantizar el principio de legalidad frente a los excesos en que pueda incurrir la AdministraciÃ³n
en el ejercicio del poder pÃºblico. En estos casos, la competencia del juez contencioso administrativo se encuentra limitada por la pretensiÃ³n de
nulidad del actor, de manera que, en aplicaciÃ³n del principio dispositivo, aquÃ©l no podrÃ¡ adoptar ninguna medida orientada a la restituciÃ³n
de la situaciÃ³n jurÃdica particular vulnerada por el acto. Ahora bien, si se acusa un acto de contenido particular y concreto por vÃa de la acciÃ³n
de simple nulidad, y la demanda no se interpone por el  titular del derecho afectado sino por un tercero, es imprescindible que el juez
contencioso vincule al proceso al directamente interesado, con el fin de que Ã©ste intervenga y pueda hacer efectivas las garantÃas propias del
derecho al debido proceso.

7.23. Siguiendo este razonamiento, en el entendido que la procedencia de una u otra acciÃ³n estÃ¡ determinada por la pretensiÃ³n que se
formule ante la jurisdicciÃ³n de lo contencioso administrativo, es menester precisar que cuando se demanda por vÃa de la acciÃ³n de simple
nulidad un acto de contenido particular y concreto que crea o reconoce un derecho subjetivo, pese a que el mismo haya sido declarado nulo en
la respectiva sentencia, el juez de la causa estÃ¡ obligado a mantener intangible el derecho en cuestiÃ³n ya que, como se ha venido explicando,
el pronunciamiento judicial en estos casos es Ãºnica y exclusivamente de legalidad en abstracto. TÃ©ngase en cuenta que, una vez vencido el
tÃ©rmino de caducidad previsto en la ley para el ejercicio de la acciÃ³n de nulidad y restablecimiento sin que Ã©sta se haya impetrado -que es
de cuatro meses si se trata de un particular o de dos aÃ±os si quien demanda es una persona de derecho pÃºblico-, el derecho subjetivo
reconocido  en  el  respectivo  acto  administrativo  adquiere  firmeza  jurÃdica  y  se  torna  inmodificable,  de  manera  que,  frente  a  la  posible
declaratoria de simple nulidad del acto, la cual puede promoverse en cualquier tiempo, deben hacerse prevalecer los principios de seguridad
jurÃdica, buena fe y confianza legÃtima en favor del titular del derecho previamente reconocido.

7.24.  Asimismo,  en aras de la  certeza y seguridad jurÃdica,  habrÃ¡  de aclararse que cuando no se promueva la  acciÃ³n de nulidad y
restablecimiento del  derecho dentro del  tÃ©rmino de caducidad fijado en la  ley,  y  se demande un acto de contenido particular  y  concreto a
travÃ©s de la acciÃ³n de simple nulidad, la sentencia que acoge la pretensiÃ³n de nulidad del acto no abre la posibilidad para que el sujeto
afectado pueda entrar a solicitar la reparaciÃ³n del daÃ±o antijurÃdico derivado de dicho acto. En realidad, el hecho de que no se haya
reclamado en tiempo el reconocimiento de una situaciÃ³n jurÃdica individual afectada por un acto administrativo, impide de plano que pueda
utilizarse  el  contencioso  de  simple  anulaciÃ³n  como  medio  para  revivir  nuevamente  la  posibilidad  de  reclamar,  por  vÃa  judicial,  el
restablecimiento del derecho presuntamente afectado.

7.25. Acogiendo los criterios que han sido expuestos, la Corte procederÃ¡ a declarar la exequibilidad del artÃculo 84 del CÃ³digo Contencioso
Administrativo, tal y como fue subrogado por el artÃculo 14 del Decreto 2304 de 1989, siempre y cuando se entienda que la acciÃ³n de nulidad
tambiÃ©n procede contra los actos de contenido particular y concreto, cuando la pretensiÃ³n es exclusivamente el control de la legalidad en
abstracto del acto, en los tÃ©rminos de la parte motiva de esta Sentencia". (Se subraya).

Se tiene, entonces, que la Corte impone su criterio en el sentido de que la acciÃ³n de simple nulidad procede contra todo tipo de actos
administrativos, esto es, tanto los generales como los creadores de situaciones de contenido particular y concreto, de modo que la declaraciÃ³n
de su invalidez puede ser solicitada por cualquier persona y en todo tiempo, pero tratÃ¡ndose de Ã©stos Ãºltimos, el juez debe tomar medidas
para evitar que se vulneren los derechos creados por ellos o se restablezcan los que, por los mismos, hubieren sido afectados.

Con el respeto que nos merece esa CorporaciÃ³n Constitucional, debemos observar que la soluciÃ³n propuesta no sÃ³lo desatiende el contenido
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de los artÃculos 84 y 85 del CÃ³digo Contencioso Administrativo y resulta claramente irrazonable, en cuanto propicia la generaciÃ³n de graves
contradicciones internas del sistema jurÃdico, sino que desestima un hecho incuestionable, como lo es la imposibilidad de obtener el objetivo
buscado en mÃºltiples situaciones concretas. En otros tÃ©rminos, tal soluciÃ³n pone en entredicho principios constitucionales bÃ¡sicos como el
debido proceso y la seguridad jurÃdica, y en cuanto aumenta el espectro del derecho de acceso a la justicia, desconoce indebidamente las
reglas trazadas por el legislador, en ejercicio de su autonomÃa.

Debe recordarse lo antes expuesto -y aceptado por la misma Corte-, en el sentido de que la distinciÃ³n entre las dos acciones previstas en las
normas  citadas  estÃ¡  referida  al  objeto,  adicional  a  la  simple  declaraciÃ³n  de  invalidez  del  acto,  que  tiene  una  de  ellas,  esto  es,  el
restablecimiento del derecho lesionado. AsÃ las cosas, si con la declaraciÃ³n de la nulidad se obtiene tal restablecimiento, esa CorporaciÃ³n
propone  que  el  juez  cierre  la  posibilidad  de  que  Ã©ste  opere,  de  manera  que  justifica  mantener  la  vulneraciÃ³n  de  un  derecho  que  se  ha
producido con fundamento en un acto  declarado invÃ¡lido  por  la  jurisdicciÃ³n.  No puede entenderse cÃ³mo semejante  contradicciÃ³n  -
claramente opuesta a los principios constitucionales antes mencionados- puede encontrar su aval en los artÃculos 84 y 85 del C.C.A. Mucho
menos si se tiene en cuenta que la declaraciÃ³n de la nulidad, como vicio que se presenta en el momento de la formaciÃ³n del acto, tiene
efectos ex tunc, salvo en el evento previsto -a manera de excepciÃ³n- en el artÃculo 136, numeral 2, del mismo cÃ³digo, conforme al cual la
nulidad de los actos que reconocen prestaciones periÃ³dicas no da lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares de buena fe.

Resultan, entonces, justificadas las observaciones formuladas en la sentencia de la Sala Plena de la que nos apartamos, en el sentido de que la
decisiÃ³n de la Corte "institucionaliza la vÃa de hecho" y "acaba con la figura del decaimiento del acto administrativo".

Pero aÃºn mÃ¡s, la Corte dispone que, cuando el acto declarado invÃ¡lido crea o reconoce un derecho subjetivo, el juez estÃ¡ obligado a
mantener intangible ese derecho. Se advierte, en este evento, la misma contradicciÃ³n, y debe anotarse que, conforme a la teorÃa de los
mÃ³viles  y  finalidades,  en estos casos,  la  acciÃ³n de nulidad simple puede ejercerse en cualquier  tiempo y por  cualquier  persona,  sin  que se
plantee limitaciÃ³n  alguna en relaciÃ³n  con sus  consecuencias,  dado que la  prosperidad de la  pretensiÃ³n  jamÃ¡s  podrÃa dar  lugar  al
restablecimiento del derecho de un particular, puesto que ninguno se habÃa vulnerado con el acto. Restringe, entonces, esa CorporaciÃ³n, en
relaciÃ³n con los actos de contenido particular y concreto que crean o reconocen derechos, los efectos de la acciÃ³n de nulidad simple, en una
forma no querida por el legislador.

En cuanto a los problemas que, en situaciones concretas, puede presentar la aplicaciÃ³n de la teorÃa de la Corte, por lo demÃ¡s, se desatienden
las advertencias hechas por el Consejo de Estado respecto de ciertos casos -muy recurridos en los diferentes fallos fundados en la teorÃa de los
mÃ³viles y finalidades-, en los que el restablecimiento del derecho se produce con la sola declaraciÃ³n de nulidad del acto. AsÃ, no se entiende
cÃ³mo se impedirÃ¡ que tal restablecimiento ocurra cuando, por ejemplo, se declare invÃ¡lido el acto que crea un impuesto, y Ã©ste -por
cualquier razÃ³n- aÃºn no haya sido pagado por el particular. Si la decisiÃ³n administrativa es demandada por dicho particular o por un tercero,
en ejercicio de la acciÃ³n de nulidad simple y luego de caducada la acciÃ³n de nulidad y restablecimiento del derecho, y el acto es declarado
nulo, sin lugar a dudas, la administraciÃ³n no tendrÃ¡ vÃa legal alguna para exigir el cumplimiento de la obligaciÃ³n. Una situaciÃ³n similar se
presentarÃ¡ cuando, en el caso citado en otro aparte de este salvamento, se declare la nulidad del acto que impone la sanciÃ³n disciplinaria de
multa y Ã©sta no haya sido cancelada.

No podemos, entonces, sino concluir que, fundada en el prurito de garantizar la protecciÃ³n de la legalidad, como valor abstracto, en todo
tiempo,  la  Corte impone una interpretaciÃ³n de la  ley que justifica la  protecciÃ³n de situaciones abiertamente contrarias  al  ordenamiento.  La
desproporciÃ³n y, por lo tanto, la irrazonabilidad del planteamiento saltan a la vista.

De acuerdo con lo expresado, nos apartamos del fallo proferido por la Sala Plena del Consejo de Estado el pasado 4 de marzo de 2003, en
cuanto considera ajustada a la ConstituciÃ³n la interpretaciÃ³n acogida por la misma CorporaciÃ³n en sentencia del 29 de octubre de 1996 y,
fundado en argumentos que aquÃ han sido cuestionados,  tales como la incompetencia de la Corte para proferir  fallos de exequibilidad
condicionada y el carÃ¡cter de juez constitucional del propio Consejo de Estado, desconoce la decisiÃ³n contenida en la sentencia C-426 del 29
de mayo de 2002.

Consideramos,  sin  embargo,  con  apoyo  en  los  argumentos  que  se  han  expuesto  en  este  acÃ¡pite,  que  existÃan  razones  suficientes  para
apartarse del citado fallo de constitucionalidad. En efecto, en la medida en que la Corte no estudiÃ³ el contenido de la teorÃa de los mÃ³viles y
finalidades, en su verdadero alcance, ni demostrÃ³, en los tÃ©rminos de la sentencia C-496 de 1994, citada en la primera parte de este escrito,
por quÃ© dicha teorÃa podrÃa ser considerada restrictiva del derecho de acceso a la administraciÃ³n de justicia y del debido proceso -
atendiendo al contenido que a tales derechos se reconoce-, o por quÃ© serÃan sus planteamientos irrazonables, es claro que no se hizo un
verdadero juicio de constitucionalidad respecto de dicha teorÃa.

No explica la Corte, por ejemplo, por quÃ© deberÃa considerarse insuficiente o inadecuada la acciÃ³n de nulidad y restablecimiento del derecho,
como Ãºnico procedimiento viable para buscar la nulidad de los actos que restringen o desconocen derechos de los administrados, cuando la
restricciÃ³n o el desconocimiento desaparecen con la sola declaraciÃ³n de nulidad y sin necesidad de adoptar medidas adicionales. Nada dice
sobre las razones que justificarÃan establecer una distinciÃ³n entre la situaciÃ³n que se presenta cuando se pide claramente el restablecimiento
del derecho, y aquÃ©lla que se verifica cuando tal restablecimiento se logra automÃ¡ticamente con la declaraciÃ³n de invalidez del acto.

Pero tampoco expone argumento alguno para explicar por quÃ© es irrazonable o desproporcionada la interpretaciÃ³n segÃºn la cual, para
garantizar el cumplimiento de los procedimientos establecidos por el legislador, atendiendo a los objetivos de las acciones de nulidad y de
nulidad y restablecimiento del derecho, la primera no procede para obtener la reparaciÃ³n del derecho afectado, cuando Ã©sta se produce con
la sola declaraciÃ³n de invalidez del acto y el tÃ©rmino de caducidad de la segunda se encuentra vencido, y nada se dijo, por lo demÃ¡s, para
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indicar por quÃ© resultarÃa dicha interpretaciÃ³n "contraria al verdadero espÃritu y finalidad de la ley".

En estas condiciones, se impone concluir que la Corte no cuestionÃ³ -y mucho menos demostrÃ³- la inconstitucionalidad de la teorÃa de los
mÃ³viles  y  finalidades,  no  obstante  lo  cual  adoptÃ³  una  decisiÃ³n  que  impide  su  aplicaciÃ³n.  No  cabe  duda,  entonces,  de  que  la  citada
CorporaciÃ³n invadiÃ³ la competencia del Consejo de Estado, imponiendo una interpretaciÃ³n de la ley que, como se explicÃ³, sÃ resulta, en
cambio,  contraria a principios bÃ¡sicos del  ordenamiento,  como lo son el  debido proceso y la  seguridad jurÃdica,  por lo  cual  debe ser
considerada irrazonable y desproporcionada.

Por  estas  razones  y  en  los  tÃ©rminos  explicados,  consideramos  que  existe  fundamento  suficiente  para  desconocer  la  decisiÃ³n  de  la  Corte
Constitucional, en cuanto impide la aplicaciÃ³n de la teorÃa de los mÃ³viles y finalidades, en su real alcance.

4. La soluciÃ³n del caso concreto:

Se demandÃ³, en ejercicio de la acciÃ³n de nulidad simple, consagrada en el artÃculo 84 del C.C.A., la ResoluciÃ³n 0074 del 5 de febrero de
1997, por la cual el Secretario General del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural reconociÃ³ personerÃa jurÃdica a la AsociaciÃ³n de
Usuarios del Distrito de AdecuaciÃ³n de Tierras de FÃºquene y CucunubÃ¡ - Asofuc, y ordenÃ³ la inscripciÃ³n correspondiente.

Dado que dicho acto creÃ³ una situaciÃ³n jurÃdica particular, el Consejo de Estado considerÃ³ que la demanda debÃa interpretarse en el sentido
de considerar la acciÃ³n formulada como de nulidad y restablecimiento del derecho. ExpresÃ³, en efecto, que los actos particulares no son
susceptibles, "segÃºn la ley y la jurisprudencia de esta CorporaciÃ³n", de ser atacados por medio de la acciÃ³n de simple nulidad.

La demanda fue presentada por la CorporaciÃ³n AutÃ³noma Regional de Cundinamarca - CAR, y el Consejo de Estado considerÃ³ que su
interÃ©s estaba representado en el  carÃ¡cter de organismo ejecutor de los distritos de adecuaciÃ³n de tierras que -segÃºn sus propias
alegaciones- tenÃa dicha entidad.

Luego de explicar que la acciÃ³n de nulidad y restablecimiento del derecho no se encontraba caducada, por no haberse efectuado en debida
forma  la  notificaciÃ³n  del  acto,  lo  que  impidiÃ³  que  el  tÃ©rmino  respectivo  comenzara  a  correr,  analizÃ³  el  Consejo  el  cumplimiento  de  los
requisitos formales en la expediciÃ³n de aquÃ©l y concluyÃ³ que la demandante no desvirtuÃ³ lo expuesto en las consideraciones de Ã©ste
Ãºltimo, en el sentido de que el organismo ejecutor del Distrito de AdecuaciÃ³n de Tierras de FÃºquene y CucunubÃ¡ fuera el INAT. Por ello, se
dijo, no podÃa prosperar el cargo referido a que la personerÃa jurÃdica habÃa sido reconocida atendiendo a un concepto de viabilidad formulado
por un organismo incompetente.

Dadas  las  dificultades  que  esta  conclusiÃ³n  generaba  respecto  de  lo  expresado  inicialmente  sobre  la  legitimaciÃ³n  de  la  CAR para  ejercer  la
acciÃ³n de nulidad y restablecimiento del derecho, considerÃ³ el Consejo que "su interÃ©s en el acto acusado surge tambiÃ©n de la estrecha
relaciÃ³n que tiene dicha entidad con las actividades propias del distrito en referencia, como quiera que pueden comprometer los recursos
naturales y el medio ambiente del territorio bajo su jurisdicciÃ³n como autoridad ambiental que es". Por esta razÃ³n, dijo, "vale mantener su
reconocimiento como legitimada para actuar como actora del proceso".

AbordÃ³ la Sala Plena, posteriormente, el estudio de los otros cargos formulados contra el acto demandado, y concluyÃ³ que no fueron probados,
por lo cual decidiÃ³ negar las sÃºplicas de la demanda.

En relaciÃ³n con esta argumentaciÃ³n, debemos anotar, en primer lugar, que no podÃa considerarse, de ninguna manera, que la CorporaciÃ³n
AutÃ³noma Regional de Cundinamarca - CAR habÃa sido lesionada en un derecho suyo como consecuencia de la expediciÃ³n del acto acusado.
Su interÃ©s -bien como organismo ejecutor, o como entidad protectora de los recursos naturales y del medio ambiente en el territorio bajo su
jurisdicciÃ³n- no podrÃa ser entendido sino como un tÃpico interÃ©s general. Su protecciÃ³n, entonces, sÃ³lo podÃa ser buscada en ejercicio de
la acciÃ³n de simple nulidad, y no de la de nulidad y restablecimiento del derecho, que, conforme al artÃculo 85 del C.C.A., sÃ³lo puede ser
ejercida por la "persona que se crea lesionada en un derecho amparado en una norma jurÃdica".

De otra parte, conforme a lo explicado en el segundo acÃ¡pite de este salvamento de voto y de acuerdo con la verdadera teorÃa de los mÃ³viles
y finalidades,  el  carÃ¡cter  de acto de contenido particular  y  concreto que,  en efecto,  tiene la  resoluciÃ³n demandada,  no impedÃa que en su
contra se formulara la acciÃ³n de simple nulidad, dado que Ã©sta procede contra todo tipo de actos, aun contra los que tienen tal carÃ¡cter,
siempre que con la sola declaraciÃ³n de invalidez no se produzca el restablecimiento del derecho vulnerado. Y como ningÃºn derecho particular
lesionaba el acto -que mÃ¡s bien reconocÃa uno a favor de la mencionada asociaciÃ³n de usuarios-, de la declaraciÃ³n de nulidad no podÃa
derivarse restablecimiento automÃ¡tico alguno.

AsÃ las cosas, nos apartamos del fallo de la Sala Plena en cuanto, para la soluciÃ³n del caso concreto, reitera la teorÃa expuesta por esa
colectividad  en  sentencia  del  29  de  octubre  de  1996,  en  nuestra  opiniÃ³n  justificadamente  excluida  del  ordenamiento  por  la  Corte
Constitucional, y, por lo tanto, interpreta la demanda formulada para considerar que la acciÃ³n ejercida por la CAR es la consagrada en el artÃ-
culo 85 del C.C.A. Adicionalmente, consideramos que el planteamiento expuesto por la Sala Plena resulta incoherente, en la medida en que,
partiendo del supuesto de que es Ã©sta la acciÃ³n que se ejerce, reconoce a la CAR una legitimaciÃ³n de la que, en tales tÃ©rminos, carecerÃa.

Sin lugar a dudas, la acciÃ³n invocada por la demandante, esto es, la de simple nulidad, prevista en el artÃculo 84 del C.C.A., era la acciÃ³n
procedente. Por la misma razÃ³n, y sin perjuicio de las precisiones que, al respecto, se hacen en este salvamento, se impone concluir que no
resultaba necesario, en el caso concreto, abordar el anÃ¡lisis de los planteamientos expuestos por la Corte Constitucional en la Sentencia C-426
de 2002 y mucho menos desconocer la decisiÃ³n en ella contenida.
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En estos tÃ©rminos, dejamos consignado nuestro criterio, reiterando nuestro respeto a los planteamientos de la Sala Plena del Consejo de
Estado y de la Corte Constitucional, que, sin embargo, no podemos compartir.

ALIER E. HERNÃ�NDEZ ENRÃ�QUEZ GABRIEL E. MENDOZA MARTELO

1Âº de abril de 2003.

SALVAMENTO DE VOTO

Consejero: RICARDO HOYOS DUQUE

Ref. Expediente No.: 11001-03-24-000-1999-05683-02

ACTOR: CORPORACIÃ�N AUTONOMA REGIONAL DE CUNDINAMARCA "CAR"

Consejero Ponente Dr. MANUEL S. URUETA AYOLA

Providencia de fecha 4 de marzo de 2003.

AdemÃ¡s de los argumentos expuestos por el magistrado Alier Eduardo HernÃ¡ndez EnrÃquez en su salvamento de voto, al cual adhiero, no
comparto la decisiÃ³n mayoritaria de la Sala por las siguientes razones:

I.-  Se  afirma en  la  sentencia  de  la  cual  me separo  que  la  Corte  Constitucional  en  la  sentencia  C-426  del  29  de  mayo  de  2002,  que  declarÃ³
exequible en forma condicionada el art. 84 del C.C.A., terminÃ³ por declarar "inconstitucional la jurisprudencia del Consejo de Estado" e
"invadiÃ³ la competencia del Congreso" para concluir:

"De manera que el fallo de exequibilidad sobre determinada interpretaciÃ³n de una norma legal,  para ser aceptable, tendrÃa que dicha
competencia estar consagrada expresamente, en tÃ©rminos estrictos y precisos, por una reforma constitucional, en donde ademÃ¡s se tendrÃa
que reformar tambiÃ©n el artÃculo 230 constitucional. De no ser asÃ, se estarÃa en presencia de un derecho de creaciÃ³n jurisprudencial, en
asuntos sobre los que existen normas expresas, lo cual es incompatible con nuestro ordenamiento jurÃdico."

Al respecto cabe seÃ±alar que la modulaciÃ³n de los efectos de las sentencias de constitucionalidad no es una invensiÃ³n arbitraria de la Corte
Constitucional colombiana. En efecto, el propio Kelsen, quien considerÃ³ que el juez constitucional es un verdadero "legislador negativo"
respecto del Congreso que expide las leyes ("legislador positivo"), propuso que se le otorgara a aquÃ©l la facultad de diferir los efectos de su
decisiÃ³n de inconstitucionalidad, o que se le permitiera determinar cual normatividad reemplaza a la ley anulada.

"... Anular una ley es dictar una norma general; porque la anulaciÃ³n de una ley tiene el mismo carÃ¡cter de generalidad que su producciÃ³n y no
es, por asÃ decirlo, sino producciÃ³n con un signo negativo y, por tanto, una funciÃ³n legislativa. Un tribunal que tiene el poder de anular las
leyes es, por consiguiente, un Ã³rgano del poder legislativo. La anulaciÃ³n de las leyes por un tribunal puede, pues, interpretarse con igual
razÃ³n mÃ¡s como un reparto del poder legislativo entre dos Ã³rganos que como una intrusiÃ³n en el poder legislativo."9

Por lo demÃ¡s, la modulaciÃ³n de los efectos de los fallos, entre los cuales se encuentran las sentencias interpretativas10, es una prÃ¡ctica
arraigada en la jurisprudencia constitucional Colombiana desde el aÃ±o de 1912, mucho antes de que se publicara el trabajo de Kelsen citado
antes (1928), cuando el control de constitucionalidad estaba a cargo de la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia11.

TambiÃ©n, la doctrina espaÃ±ola al respecto expresa lo siguiente:

"Ante una ley inconstitucional, por lo tanto, el Tribunal Constitucional debiera, asÃ parece, dictar sÃ³lo la nulidad de la ley, pero ya se sabe que
tal secuencia inflexible tiene, inevitablemente, excepciones:

a). Cabe, en primer lugar, que lo que merezca reproche constitucional sea no la disposiciÃ³n de ley enjuiciada, sino una de sus interpretaciones
o, en otras palabras, uno de los preceptos que potencialmente encierra. Se abren paso, asÃ, las sentencias "interpretativas", en las que la
interpretaciÃ³n se convierte no en premisa, sino en objeto, del fallo constitucional."12 (se subraya)

No es cierto, pues, que al declarar la exequibilidad condicionada el art. 84 del C.C.A. la Corte Constitucional hubiera invadido la orbita de
competencia del Consejo de Estado, toda vez que en la medida en que la interpretaciÃ³n de las normas legales involucre un problema de
interpretaciÃ³n  constitucional,  en  su  condiciÃ³n  de  guardiÃ¡n  de  la  integridad  de  la  ConstituciÃ³n  (art.  241)  aquella  estÃ¡  llamada  a  fijar  la
interpretaciÃ³n que armonice con sus principios, valores y normas.

II.- En la sentencia C-426 de 2002 la Corte Constitucional declarÃ³ exequible, en forma condicionada, el art. 84 del C.C.A., "siempre y cuando se
entienda  que  la  acciÃ³n  de  nulidad  tambiÃ©n procede  contra  los  actos  de  contenido  particular  y  concreto,  cuando  la  pretensiÃ³n  es
exclusivamente el control de legalidad en abstracto del acto." (se subraya)

En principio, tal decisiÃ³n parecerÃa estar en consonancia con la interpretaciÃ³n que la jurisprudencia del Consejo de Estado le ha dado a la
acciÃ³n de nulidad de acuerdo con la llamada teorÃa de los mÃ³viles y finalidades y segÃºn la cual no es la naturaleza del acto la que define la
acciÃ³n procedente sino el interÃ©s o finalidad del demandante. Sin embargo, en el considerando 7.15 la Corte Constitucional incurre en una
ostensible contradicciÃ³n cuando afirma:
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"Bajo este entendido, consultando el espÃritu de la ConstituciÃ³n y de la ley, se tiene que la acciÃ³n de simple nulidad procede contra todos los
actos administrativos, generales y particulares, cuando la pretensiÃ³n es Ãºnicamente la de tutelar el orden jurÃdico, caso en el cual la
competencia del juez se limita a decretar la simple anulaciÃ³n sin adicionar ninguna otra declaraciÃ³n, pese a que con el retiro del acto
impugnado eventualmente se restablezcan derechos o se ocasionen daÃ±os al actor o a terceros. Siguiendo este mismo razonamiento, si lo que
persigue el demandante es un pronunciamiento anulatorio y la consecuente reparaciÃ³n de los daÃ±os antijurÃdicos causados, lo que cabe es la
acciÃ³n de nulidad y restablecimiento del derecho, a ejercitarse dentro del tÃ©rmino de caducidad a que hace expresa referencia el numeral
2Âº del artÃculo 136 del CÃ³digo Contencioso Administrativo, para que el juez proceda no sÃ³lo a decretar la nulidad del acto sino tambiÃ©n al
reconocimiento de la situaciÃ³n jurÃdica individual que ha resultado afectada." (se subraya)

OlvidÃ³ la Corte que si la simple nulidad o el retiro del acto demandado restablece el derecho del actor, la Ãºnica acciÃ³n posible es la de nulidad
y restablecimiento del derecho, instaurada por la persona legitimada -quien se crea lesionado en un derecho amparado en una norma jurÃdica,
art. 85 C.C.A- y dentro del tÃ©rmino seÃ±alado en el mismo estatuto (art. 136 Nuneral 2).

Cuando se formula una acciÃ³n de simple nulidad y de su prosperidad se deriva el restablecimiento del derecho, tal demanda no puede ser
instaurada por cualquier persona y sin consideraciÃ³n del plazo de caducidad porque ello equivaldrÃa a desconocer la existencia de la acciÃ³n
establecida por la ley para este tipo de eventos (nulidad y restablecimiento del derecho).

III.- La sentencia de la cual me separo reitera el criterio expuesto por la secciÃ³n primera del Consejo de Estado en auto de 2 de agosto de 1990
(expediente No. 1482), segÃºn el cual la acciÃ³n de simple nulidad procede contra los actos particulares sÃ³lo en aquellos casos expresamente
definidos  por  el  legislador.  Reitera,  asÃ mismo,  el  criterio  adoptado por  la  Sala  Plena en  la  sentencia  de  29 de  octubre  de  1996 (expediente
S-404)  sobre  la  procedencia  de  esa  acciÃ³n  contra  ese  tipo  de  actos,  "cuando  la  situaciÃ³n  de  carÃ¡cter  individual  a  que  se  refiere  el  acto
comporte un especial interÃ©s, un interÃ©s para la comunidad de tal naturaleza e importancia, que vaya aparejado con el afÃ¡n de legalidad,
en especial cuando se encuentre de por medio de un interÃ©s colectivo o comunitario, de alcance y contenido nacional, con incidencia
trascendental en la economÃa nacional y de innegable e incuestionable proyecciÃ³n sobre el desarrollo y bienestar social y econÃ³mico de gran
nÃºmero de colombianos."13

Estimo que se desaprovechÃ³ una excelente oportunidad para que la Sala Plena del Consejo de Estado, que asumiÃ³ el conocimiento de este
asunto por  su  importancia  jurÃdica  (art.  130 C.C.A.),  reiterara  la  doctrina  original  de los  mÃ³viles  y  finalidades,  tal  como fue expuesta  por  la
secciÃ³n tercera en sentencia del 18 de abril de 1996 (expediente No. 9899), con ponencia del consejero Carlos Betancur Jaramillo, en la que se
dijo:

"Cabe recordar que hasta 1961 entre las acciones de nulidad y plena jurisdicciÃ³n (arts. 66 y 67 de la Ley 167 de 1941, hoy nulidad y nulidad y
restablecimiento) existÃa una diferencia tajante por la Ãndole o contenido del acto administrativo impugnado, pues mientras los actos de
contenido general sÃ³lo eran susceptibles de la acciÃ³n de simple nulidad y los particulares sÃ³lo pasibles de la plena jurisdicciÃ³n, luego de la
sentencia antecitada, de la que fue ponente el seÃ±or Consejero Carlos Gustavo Arrieta L., que formulÃ³ la tesis de los mÃ³viles o finalidades,
cambiÃ³ un tanto el enfoque rÃgido que se deja anotado. AsÃ, en esencia la doctrina quedÃ³ dentro de estos supuestos:

a) Los actos administrativos generales son susceptibles de la acciÃ³n de simple nulidad, en los tÃ©rminos del art. 84 del C.C.A; b) los de
carÃ¡cter particular o concreto pueden ser impugnables, segÃºn la finalidad pretendida por el accionante, o bien por la vÃa de la simple nulidad
o por la de nulidad y restablecimiento, con una doble advertencia: la primera, porque frente a estos Ãºltimos cuando la simple nulidad restablece
le derecho de la persona afectada con el mismo la acciÃ³n no podrÃ¡ ser sino de nulidad y restablecimiento; y la segunda, porque existen actos
de contenido particular entorno a los cuales la ley establece una vÃa de control especial, como sucede, por ejemplo, con los electorales.

La aludida tesis fue precisada en proveÃdo de agosto 21 de 1972, con ponencia del seÃ±or Consejero Mora Osejo, en la cual se lee:

a) La acciÃ³n de nulidad, de conformidad con los artÃculos 62 a 65 del C.C.A., procede contra los todos los actos administrativos (generales o
particulares) con el objeto de tutelar el orden jurÃdico; pero si mediante la peticiÃ³n de nulidad se pretende la tutela de derechos particulares
para restablecerlos o precaver su violaciÃ³n, se configura una pretensiÃ³n litigiosa y deberÃ¡ instaurarse contra la administraciÃ³n una acciÃ³n
de  plena  jurisdicciÃ³n,  la  que  presenta  diversas  modalidades  o  variantes  fundadas  en  pretensiones  especÃficas.  AsÃ,  la  de  revisiÃ³n  de
reconocimientos periÃ³dicos, de cartas de naturaleza, de extinciÃ³n de dominio, de impuestos, etc., etc." (Derecho Procesal Administrativo.
Carlos Betancur Jaramillo. PÃ¡g. 47, Cuarta EdiciÃ³n, 1994, SeÃ±al Editora).

Posteriormente se dijo por la doctrina que "si la ley ha regulado una vÃa especial para el restablecimiento del derecho o el mantenimiento del
imperio de la legalidad, no tendrÃ¡ el administrado la opciÃ³n para elegir y deberÃ¡ someterse a ella; si asÃ no lo hiciere, la escogencia de la
simple nulidad o de la tÃpica plena jurisdicciÃ³n (nulidad y restablecimiento en la terminologÃa actual), darÃ¡ al traste con sus aspiraciones y el
juez deberÃ¡ declarar la ineptitud sustantiva de la demanda" (Derecho Procesal Administrativo, Carlos Betancur Jaramillo. Cuarta EdiciÃ³n, 1994,
pÃ¡gs. 47 y 22. SeÃ±al Editora).

La tesis asÃ esbozada y precisada ha sido cuestionada por la SecciÃ³n Primera de la CorporaciÃ³n, la cual ha venido sosteniendo que el acto
particular Ãºnicamente serÃ¡ susceptible de la acciÃ³n de simple nulidad cuando la ley asÃ expresamente lo seÃ±ale.

Esta orientaciÃ³n puede refutarse en los siguientes tÃ©rminos:

1) Los arts. 84 y 85 contemplan las acciones clÃ¡sicas o tradicionales creadas para controlar la legalidad de los actos administrativos de
carÃ¡cter unilateral, generales o particulares.
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2) Los citados arts. 84 y 85 sientan, el primero en forma explÃcita y el segundo implÃcitamente, dos reglas para la tutela del orden jurÃdico que
no se pueden soslayar ni interpretar aisladamente para entender lo que aquÃ se trata de demostrar, asÃ:

a) La primera que todos los actos administrativos son susceptibles de la acciÃ³n de simple nulidad, ejercida con el exclusivo fin de la salvaguarda
o mantenimiento de ese orden jurÃdico. AquÃ la ley no distingue y no le es lÃcito al intÃ©rprete hacerlo. Por eso la aludida acciÃ³n podrÃ¡
intentarse por cualquier persona contra los actos de contenido general como contra los de contenido particular.

b) La segunda regla general la contempla implÃcitamente el art.  85 del C.C.A. al  regular la acciÃ³n de legalidad contra todos los actos
administrativos de contenido particular lesivos de los derechos subjetivos de los administrados, con fines de restablecimiento de los derechos
afectados por los mismos. AsÃ, esta acciÃ³n la tiene sÃ³lo la persona que se crea lesionada por el acto administrativo particular para que, como
consecuencia de su nulidad, se le restablezca el derecho.

3) Como todas las reglas generales, las indicadas tienen sus excepciones. Existen leyes que expresamente seÃ±alan que ciertos actos no serÃ¡n
susceptibles de las acciones mencionadas. Vgr. El acto administrativo que decreta la expropiaciÃ³n de un predio con fines de reforma agraria
(Ley 160 / 94). Existen otras que expresamente le dan asimismo acciÃ³n de simple nulidad a actos de contenido particular como sucede con los
actos que conceden una licencia, autorizaciÃ³n o permiso que puedan afectar el medio ambiente

Pero existen tambiÃ©n otras leyes que contemplan el control de actos de contenido particular por la vÃa de acciones especiales distintas a las
enunciadas. Por ejemplo, el acto administrativo de elecciÃ³n o nombramiento no podrÃ¡ controlarse sino a travÃ©s de la acciÃ³n pÃºblica
electoral; el acto de extinciÃ³n del dominio de un predio rural no podrÃ¡ impugnarse sino a travÃ©s de la acciÃ³n revisora que contempla la Ley
160 de 1994 o estatuto agrario; el acto de adjudicaciÃ³n de un baldÃo tendrÃ¡ ademÃ¡s una acciÃ³n pÃºblica especial, con caducidad de dos
aÃ±os, incoable por cualquier persona o por los procuradores agrarios, fuera de la acciÃ³n de restablecimiento ordinario que podrÃ¡ formular la
persona afectada con la decisiÃ³n.

4) La regla general que contempla el art. 84 (acciÃ³n de simple nulidad) y que permite la nulidad de los actos administrativos sin distingos, en el
sÃ³lo interÃ©s del mantenimiento del orden jurÃdico, deberÃ¡ armonizarse asÃ con lo que dispone el art. 85, el cual enseÃ±a que cuando la
nulidad del acto restablece el derecho de la persona afectada con el mismo, la acciÃ³n no podrÃ¡ ser la regulada en aquÃ©l, sino la de nulidad y
restablecimiento del derecho prevista en Ã©ste.

5)  En  otras  palabras,  la  acciÃ³n  de  simple  nulidad  procederÃ¡  contra  los  actos  administrativos  de  contenido  general  y  con  miras  al
mantenimiento de la legalidad abstracta; igualmente procederÃ¡, con idÃ©ntico propÃ³sito, contra los actos de contenido particular cuando su
nulidad no restablezca el derecho de la persona afectada con el mismo; porque si esa nulidad tiene efectos restablecedores para la persona
afectada con el acto, la acciÃ³n, que no podrÃ¡ instaurarse sino por persona legitimada (la que se crea lesionada en un derecho suyo amparado
por una norma jurÃdica) y en la oportunidad seÃ±alada en la ley (art. 136 inc. 2Âº del C.C.A.), no podrÃ¡ ser otra que la de nulidad y
restablecimiento.

6. Lo precedente permite afirmar, en otras palabras, que nada impedirÃ¡, salvo que la ley expresamente lo prohiba, la procedencia de la acciÃ³n
de simple nulidad contra el acto de carÃ¡cter particular, siempre que su nulidad no implique el restablecimiento de un derecho subjetivo para el
administrado. Por ejemplo, asÃ como podrÃ¡ pedirse por cualquier persona y en cualquier tiempo la nulidad por razones de ilegalidad del acto
que concede licencia de funcionamiento a una radiodifusora o una ruta de transporte terrestre (la nulidad no restablece en principio, el derecho
de nadie en particular), no podrÃ¡ pedirse por cualquier persona la nulidad del acto que deniega el reconocimiento y pago de las prestaciones
sociales de un funcionario destituido, porque frente a este acto la Ãºnica acciÃ³n procedente serÃa la de nulidad y restablecimiento.

7. Las sencillas ideas precedentes ponen de relieve un enfoque diferente al expuesto por la SecciÃ³n Primera. Para Ã©sta, la acciÃ³n de simple
nulidad (art. 84) contra los actos de contenido particular no procederÃ¡ sino en aquellos eventos expresamente seÃ±alados en la ley. Y al
afirmar tal cosa no sÃ³lo estÃ¡ dejando de lado el artÃculo aludido, contentivo de la regla general que esa misma norma establece (que todos los
actos, en principio, son susceptibles de la acciÃ³n de simple nulidad), sino que estÃ¡ creando "contra legen" la regla contraria, o sea que los
actos de contenido particular no son susceptibles de la acciÃ³n mencionada sino cuando la ley expresamente lo permita.

8) Cree la Sala que el juez y en especial el administrativo, debe tener poderes interpretativos amplios. Pero esa interpretaciÃ³n, por amplia que
sea, no podrÃ¡ ir hasta el desconocimiento de la normatividad procesal y sustantiva que compendia la garantÃa constitucional del debido
proceso para inventar normas que se ajustan mÃ¡s a lo que el juez aspira y sueÃ±a que a lo que realmente tiene que aplicar.

9) La tesis de la CorporaciÃ³n, con ponencia del Consejero Arrieta L., (sentencia de 10 de agosto de 1961) acata en toda su extensiÃ³n la regla
que contempla el art. 84. Baste leer dicha providencia para corroborar ese aserto. En interÃ©s de la legalidad todos los actos, sin distingos, son
susceptibles de la acciÃ³n de simple nulidad. Pero cuando esa nulidad implica el restablecimiento del derecho del administrado la acciÃ³n no
podrÃ¡ instaurarse sino por el interesado y dentro del tÃ©rmino seÃ±alado en la ley.

10) Aplicando estas ideas al caso concreto se concluye en la viabilidad de la acciÃ³n propuesta, porque la nulidad de los actos impugnados
(resoluciones Nos. 1181 de 1940 y 113 de 1971 expedidas por el gobierno) no implica el restablecimiento del derecho de los destinatarios de los
mismos, ya que sÃ³lo se producirÃ¡ el restablecimiento del orden jurÃdico violado con ellos.

11) Cuando el legislador expresamente seÃ±ala que determinado acto de contenido particular tambiÃ©n serÃ¡ susceptible de acciÃ³n de simple
nulidad  instaurable  por  cualquier  persona,  no  estÃ¡  excepcionando  la  regla  prevista  en  el  art.  84,  sino  que  la  estÃ¡  reafirmando;  y  no  la
excepciona, porque dicha norma precisamente permite esa acciÃ³n tanto para los actos de contenido particular como general. Puede incluso
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pensarse que la previsiÃ³n de la norma nueva que asÃ lo indica, en cierto sentido sobra.

Y tampoco el seÃ±alamiento expreso de la acciÃ³n de nulidad para los actos particulares implica excepciÃ³n a la regla del art. 85, porque dentro
del gÃ©nero actos de contenido particular o concreto, existen unos que miran con exclusividad al interÃ©s propio de la persona afectada (la
negativa de un permiso de conducciÃ³n, de funcionamiento de un bar, de una licencia de construcciÃ³n, etc., etc.) y frente a los cuales es fÃ¡cil
entender la procedencia de la acciÃ³n de nulidad y restablecimiento instaurable por la misma; y se dan otros que fuera de incidir en el interÃ©s
particular del administrado, afectan o pueden afectar asimismo derechos o intereses colectivos vinculados al patrimonio, a los bienes pÃºblicos
en general, al ambiente, a la salubridad, al espacio etc., etc., en los cuales la concurrencia de las dos acciones reguladas en los arts. 84 y 85 es
no sÃ³lo evidente sino posible. AsÃ, el particular afectado directamente con el acto tendrÃ¡ la acciÃ³n de nulidad y restablecimiento y los
terceros, la de simple nulidad no sÃ³lo en salvaguarda del orden jurÃdico sino en defensa de los derechos e intereses de la colectividad.
PiÃ©nsese en actos que conceden a determinadas personas licencias para ocupar el espacio pÃºblico; para captar aguas de uso pÃºblico para el
servicio de un predio o industria; para explotar rutas aÃ©reas, fluviales, terrestres o marÃtimas; para hacer transmisiones de radio a travÃ©s de
una estaciÃ³n emisora; para explotar bosques naturales, canteras o yacimientos mineros o petrolÃferos etc., etc.

12) La tesis de la SecciÃ³n Primera (la impugnaciÃ³n de los actos de contenido particular sÃ³lo por autorizaciÃ³n expresa de la ley) estÃ¡ en
desacuerdo, en cierto sentido, con la nueva ConstituciÃ³n, la cual muestra una seria preocupaciÃ³n por su defensa y reclama la presencia de
acciones populares orientadas en tal sentido.

Los ejemplos enunciados atrÃ¡s, que podrÃan multiplicarse por n, muestran que el interÃ©s particular en tales eventos no puede prevalecer, por
ser no sÃ³lo de mayor entidad el de la colectividad vinculada al uso de los bienes pÃºblicos, al espacio aÃ©reo, fluvial o terrestre, al ambiente, a
la salubridad, al espectro electromagnÃ©tico, etc., etc., sino porque la salvaguarda de la integridad del ordenamiento jurÃdico, postulado obvio
de nuestro Estado de Derecho, es un interÃ©s prevalente que no puede someterse, en principio, a restricciÃ³n alguna con desmedro del
interÃ©s general.

La tesis de la aludida SecciÃ³n, en otros tÃ©rminos, desconoce ese postulado y hace prevalecer el principio de la estabilidad jurÃdica en
interÃ©s del particular, cuando la ley no disponga expresamente que contra el acto particular que afecta o amenace afectar intereses generales
pueda instaurarse acciÃ³n de simple nulidad.

13) Se estima que la jurisprudencia de 10 de agosto de 1961 sobre los mÃ³viles y finalidades sigue en pie,  en toda su extensiÃ³n; quizÃ¡s le
faltÃ³ a la CorporaciÃ³n apoyarla tambiÃ©n en el art. 67 de la Ley 167 vigente a la sazÃ³n (hoy art. 85). Porque, de haberlo hecho, habrÃa
llegado a la conclusiÃ³n de que cuando la nulidad del acto de contenido particular implica el restablecimiento del derecho para el afectado con el
mismo, la Ãºnica acciÃ³n posible era la de plena jurisdicciÃ³n; y no habrÃa tenido que hablar, forzando las cosas, de una acciÃ³n de simple
nulidad caducable, no prevista ni en el ordenamiento vigente en ese entonces ni en el de hoy.

Incluso parece que la Sala en ese entonces olvidÃ³ que en el derecho colombiano desde la ley 167 la salvaguarda del orden jurÃdico no se logra
Ãºnicamente a travÃ©s de la acciÃ³n de simple nulidad, sino que ese mismo efecto se puede buscar por la vÃa de la plena jurisdicciÃ³n.

El hecho de que en Ã©sta, en principio, la legitimaciÃ³n activa por voluntad de la ley no la tenga sino la persona afectada con la medida, y con
un mÃ³vil interesado, no cambia el enfoque ni hace desaparecer el interÃ©s de legalidad que tambiÃ©n lleva implÃcito, porque la accionante
sÃ³lo podrÃ¡ conseguir el efecto restablecedor cuando logre poner en evidencia, dentro del proceso, la violaciÃ³n del ordenamiento causado por
el acto perturbador. En otras palabras, la interesada sÃ³lo lograrÃ¡ el restablecimiento en la medida en que el acto ilegal, a sus instancias, sea
declarado nulo; o sea, en tanto y en cuanto, se restablezca el orden jurÃdico perturbado con la decisiÃ³n administrativa.

Se corrobora la idea precedente con el efecto que la nulidad produce en una y otra acciÃ³n, ya que esa nulidad tendrÃ¡, en todos los casos,
efectos "erga omnes", puesto que el acto declarado nulo desaparecerÃ¡ del ordenamiento jurÃdico para la salvaguarda del mismo."

RICARDO HOYOS DUQUE

Fecha ut supra

ACLARACIÃ�N DE VOTO

Consejera: OLGA INES NAVARRETE BARRERO

Ref. Rad. 110010324000199905683-02

Actor: CorporaciÃ³n AutÃ³noma Regional de Cundinamarca CAR.

Aunque comparto la decisiÃ³n adoptada por la Sala Plena dentro del expediente de la referencia, me permito expresar las razones por la cuales
aclarÃ© mi voto.

Cuando la Corte Constitucional produjo la Sentencia C- 426 de mayo 29 de 2002, mediante la cual analizÃ³ la constitucionalidad del artÃculo 84
del C.C.A., desbordÃ³ el marco de juzgamiento, pues aunque la pretensiÃ³n solo se dirigiÃ³ al estudio del artÃculo mencionado, la Corte se llevÃ³
de tajo los artÃculos 85, 66 y 136 del C.C.A. ya que al concluir que la naturaleza de la acciÃ³n estÃ¡ determinada Ãºnicamente por la pretensiÃ³n
formulada en la demanda, olvidÃ³ que cuando existe interÃ©s legÃtimo dado por la lesiÃ³n que se deduce de la expediciÃ³n de un acto
administrativo en cabeza de una persona o grupo determinado, es obligaciÃ³n del juzgador estudiar el aspecto de la legitimaciÃ³n para verificar
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si la eventual declaratoria de nulidad del acto administrativo demandado conlleva un restablecimiento del derecho. Ello por cuanto, contrario a
lo afirmado por la Corte Constitucional, todo derecho u obligaciÃ³n que se deriva de un acto administrativo, depende de la existencia de Ã©ste .
Por lo tanto, en el evento en que se declare la nulidad de un acto administrativo, tal derecho u obligaciÃ³n ya no tienen fundamento alguno.
Cuando una persona determinada estÃ¡ legitimada, necesariamente la acciÃ³n que corresponde es la de nulidad y restablecimiento del derecho,
que debe incoarse dentro del tÃ©rmino de caducidad seÃ±alado en el artÃculo 136 del C.C.A., y no la que caprichosamente escoja el interesado
cuando la acciÃ³n ha caducado.

Por ello, resulta un contrasentido sostener, como lo hizo la Corte Constitucional, que aunque se decrete la nulidad del acto administrativo
creador de una situaciÃ³n jurÃdica, particular y concreta, la misma puede sobrevivir, puesto que olvidÃ³ la Corte que en virtud de lo dispuesto en
el numeral 2Âº del artÃculo 66 del C.C.A., el acto administrativo pierde fuerza ejecutoria, es decir, se opera la figura del decaimiento, entre otros
eventos, cuando desaparecen sus fundamentos de derecho.

De manera que se llegarÃa al absurdo de poder demandar en cualquier tiempo, en acciÃ³n de simple nulidad, por ejemplo un acto administrativo
que imponga una sanciÃ³n o la obligaciÃ³n de un administrado de someterse a las regulaciones urbanÃsticas, pues si prospera la pretensiÃ³n de
nulidad no es posible que tal obligaciÃ³n superviva, ya que el administrado podrÃ¡ oponer a la administraciÃ³n la pÃ©rdida de fuerza ejecutoria
del acto que la administraciÃ³n pretende ejecutar.

Si bien existen actos administrativos de carÃ¡cter particular y concreto que no legitiman a nadie en particular para demandarlos bajo la acciÃ³n
de nulidad y restablecimiento del derecho y, como consecuencia de ello son susceptibles de ser demandados en acciÃ³n de simple nulidad, no es
Ã©sto lo que generalmente ocurre, ya que el acto administrativo particular y concreto puede crear un derecho, pero asÃ mismo negarlo, como
cuando no accede a la solicitud de licencia de construcciÃ³n. En este Ãºltimo evento no podrÃa pretenderse que el directamente interesado
pueda demandar tal acto en cualquier momento con las consecuencias ya advertidas, pues en el evento de decretarse la nulidad del acto
administrativo, quÃ© conducta le corresponderÃ¡ adoptar a la administraciÃ³n?. Tampoco resulta de recibo que cualquier persona, alegando que
solo pretende restablecer el orden jurÃdico, demandara en acciÃ³n de simple nulidad un acto administrativo que solo perjudica a otro, ya que
lograrÃ¡ el restablecimiento a favor de aquel.

Marzo 31 de 2003

OLGA INES NAVARRETE BARRERO

SALVAMENTO DE VOTO

ALBERTO ARANGO MANTILLA

ALEJANDRO ORDÃ�Ã�EZ MALDONADO

Expediente Nro. Interno 30

RadicaciÃ³n Nro. 11001032400019990568302

Actor: CORPORACION AUTONOMA REGIONAL DE CUNDINAMARCA - CAR -

Con el debido respeto por la decisiÃ³n mayoritaria nos permitimos presentar las razones que nos motivaron a salvar el voto en el asunto de la
referencia. Hacemos aclaraciÃ³n, que compartimos la decisiÃ³n denegatoria de las pretensiones de la demanda y que la inconformidad con el
fallo adoptado, estriba en algunas consideraciones en torno a la procedencia de la acciÃ³n de nulidad contra los actos de contenido particular,
que son de tanta incidencia que preferimos optar por disentir totalmente de la decisiÃ³n.

Igualmente, consideramos innecesario hacer alusiÃ³n a los antecedentes histÃ³ricos de esta providencia, expuestos pormenorizadamente en la
sustentaciÃ³n y que resumen en un todo, el pensamiento de la jurisdicciÃ³n de lo contencioso administrativo sobre la procedencia de la acciÃ³n
de nulidad contra los actos particulares.

La Sala Plena del Consejo de Estado, para desatar la controversia, reitera la tesis consignada en la sentencia del 29 de octubre de 1996 con
ponencia del DR. DANIEL SUAREZ HERNANDEZ que habÃa sido expuesta en la sentencia del 2 de agosto de 1990 de la SecciÃ³n Primera con
ponencia del DR. PABLO J. CACERES CORRALES a travÃ©s de la cual se concluye que la acciÃ³n de nulidad contra los actos de contenido
particular procede Ãºnicamente en los casos expresamente previstos por el legislador.

La postura aceptada en tales providencias para defender la restricciÃ³n de la acciÃ³n de nulidad a las hipÃ³tesis contempladas por la ley, hace
prevalecer  la  firmeza de  los  actos  administrativos  y  los  atributos  de  ejecutoriedad y  ejecutividad  sobre  el  principio  de  legalidad,  y  por  ende,
llegan al extremo de perpetuar situaciones manifiestamente ilegales, que no se compadecen con los dictados del Estado de Derecho.

A nuestro juicio, la jurisdicciÃ³n de lo contencioso administrativo, a travÃ©s del instrumento procesal contemplado en el artÃculo 84 del C.C.A,
estÃ¡ llamada a enjuiciar la legalidad de las actuaciones administrativas expresadas a travÃ©s de decisiones unilaterales, y siendo Ã©sta su
finalidad, no puede constituirse en un privilegio acceder al control jurisdiccional, pues sin lugar a dudas, la restricciÃ³n que se consigna en tales
decisiones y que la Sala en esta oportunidad reitera, convierte al juez del control de legalidad de la generalidad de los actos en un juez
excepcional, pues la misiÃ³n que le fue confiada por el ordenamiento jurÃdico es otra bien diferente como ya quedÃ³ expresado.

De la lectura del artÃculo 84 del C.C.A., no se desprende la conclusiÃ³n de la cual nos apartamos; la norma en menciÃ³n no defiere al legislador
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la potestad de determinar los actos administrativos particulares susceptibles de la acciÃ³n de nulidad.

Para  corroborar  lo  expuesto,  aludimos  a  las  afirmaciones  expuestas  en  la  sentencia  del  18  de  abril  de  1996  con  ponencia  del  DR.  CARLOS
BETANCUR JARAMILLO proferida en oposiciÃ³n a la tesis promovida por la SecciÃ³n Primera con ponencia del DR. LIBARDO RODRÃ�GUEZ
RODRÃ�GUEZ las cuales por su claridad, son pertinentes para sustentar nuestra decisiÃ³n de no acogernos al criterio propuesto en la sentencia
mayoritaria.

Sobre el particular, en el fallo aludido, se dice:

".....Las sencillas ideas precedentes ponen de relieve un enfoque diferente al expuesto por la SecciÃ³n Primera. Para Ã©sta, la acciÃ³n de simple
nulidad (art. 84) contra los actos de contenido particular no procederÃ¡ sino en aquellos eventos expresamente seÃ±alados en la ley. Y al
afirmar tal cosa no sÃ³lo estÃ¡ dejando de lado el artÃculo aludido, contentivo de la regla general que esa misma norma establece (que todos los
actos, en principio, son susceptibles de la acciÃ³n de simple nulidad), sino que estÃ¡ creando "contra legem" la regla contraria, o sea que los
actos de contenido particular no son susceptibles de la acciÃ³n mencionada sino cuando la ley expresamente lo permita.

.....

Cuando el legislador expresamente seÃ±ala que determinado acto de contenido particular tambiÃ©n serÃ¡ susceptible de acciÃ³n de simple
nulidad  instaurable  por  cualquier  persona,  no  estÃ¡  excepcionado  la  regla  prevista  en  el  art.  84,  sino  que  la  estÃ¡  reafirmando;  y  no  la
excepciona, porque dicha norma precisamente permite esa acciÃ³n tanto para los actos de contenido particular como general. Puede incluso
pensarse que la previsiÃ³n de la norma nueva que asÃ lo indica, en cierto sentido sobra."

De manera que acudir a la sabidurÃa del legislador para que Ã©ste determine los actos particulares objeto de la acciÃ³n de nulidad, no se
infiere de la norma que origina el mentado instrumento de control y en consecuencia, no existe fundamento alguno para imponer limitaciones
que a la postre resultan injustificadas e irrazonables con el control de legalidad y el acceso a la administraciÃ³n de justicia. (artÃculo 228 de la
C.P.).

El acto irrito no puede tener consecuencias jurÃdicas, lo contrario serÃa promover que situaciones ilegales tengan vigencia en el mundo del
derecho, subordinando la legalidad del acto administrativo a su ejecutoriedad y firmeza, aserto que resulta absurdo, porque lo ilegal no puede
tener amparo y protecciÃ³n jurÃdica.

A la defensa de la ilegalidad no puede contribuir la jurisdicciÃ³n de lo contencioso administrativo so pena de apartarse caprichosamente de su
finalidad, desconociendo que la acciÃ³n de nulidad, por disposiciÃ³n constitucional, es de naturaleza pÃºblica y que cualquier persona tiene y le
asiste el derecho de acudir al juez contencioso para someter a enjuiciamiento la presunciÃ³n de legalidad de los actos unilaterales. (artÃculo 40
numeral 6Âº de la C.P.)

Lo anterior no significa que se deba admitir el ejercicio indiscriminado de los medios de control contemplados en los artÃculos 84 y 85 del C.C.A.,
los cuales corresponde emplear acorde con la finalidad que para cada caso han sido instituidos por el legislador.

Con este preÃ¡mbulo, en nuestro concepto, la Sala Plena del Consejo de Estado, debiÃ³ aprovechar la ocasiÃ³n para reiterar la tesis de los
mÃ³viles y finalidades, sabiamente expuesta el 10 de agosto de 1961 por el DR. CARLOS GUSTAVO ARRIETA despojÃ¡ndola de los ingredientes
extraÃ±os que con el transcurso del tiempo la habÃan desnaturalizado.

En sÃntesis, el contencioso de anulaciÃ³n atiende estrictamente la legalidad de los actos administrativos en cualquier tiempo y no es dable
obtener a travÃ©s de su ejercicio el restablecimiento del derecho que incluso puede darse automÃ¡ticamente con la simple nulidad del acto.
Para lograr este Ãºltimo propÃ³sito, el legislador ha instituido la acciÃ³n de nulidad y restablecimiento del derecho, la cual por reglas de
configuraciÃ³n legal, tiene un tÃ©rmino de caducidad de cuatro (4) meses y de dos (2) aÃ±os, segÃºn el titular de la acciÃ³n, que en algunas
ocasiones puede ser revivido cuando quiera que no haya prescrito el derecho.

El tema precedente y las demÃ¡s caracterÃsticas de las acciones enunciadas, tales como el carÃ¡cter erga omnes de la de nulidad e interpartes
de la de nulidad y restablecimiento del derecho ha sido trajinado por la jurisdicciÃ³n y por ello no queremos detenernos en ese punto, pero
resulta pertinente para inferir que la tesis de Sala Plena fundamenta la acciÃ³n de nulidad en supuestos que no se contemplan en el artÃculo 84
del C.C.A. y por ello, estimamos que cualquier acto administrativo, siempre que de su nulidad no se desprenda el restablecimiento automÃ¡tico,
es susceptible de la acciÃ³n de nulidad.

Si bien es cierto los casos donde taxativas normas especiales han seÃ±alado la posibilidad de impugnar actos de contenido particular mediante
la  acciÃ³n  de  nulidad  se  adecuan  a  la  tesis  ARRIETA,  Ã©stos  son  mÃnimos  frente  a  la  infinidad  de  decisiones  administrativas  ilegales  que
amparadas en el atributo de firmeza fustigan campantemente el ordenamiento jurÃdico.

Sin embargo, consideramos que la jurisdicciÃ³n de lo contencioso administrativo, estÃ¡ facultada para conocer a travÃ©s de la acciÃ³n de
nulidad el juzgamiento de actos individuales que hayan reconocido derechos ilegÃtimos en detrimento patrimonial notorio del Estado o que
hayan negado en forma manifiestamente ilegal derechos a un particular.

En tales circunstancias, no obstante que el tÃ©rmino de caducidad previsto en el artÃculo 136 del C.C.A. para el ejercicio de la acciÃ³n de
nulidad y restablecimiento del derecho (cuatro (4) meses para los particulares y dos (2) aÃ±os para la entidad que produjo el acto- acciÃ³n de
lesividad - modalidad de restablecimiento del derecho) hubiere acontecido al momento de presentarse la demanda, el juez contencioso en
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razÃ³n a la trascendencia e importancia y al perjuicio patrimonial que puede llegar a sufrir el Estado por la ilegitimidad de una decisiÃ³n e
igualmente, en atenciÃ³n al detrimento injustificado que sufra un particular, estÃ¡ facultado para conocer la demanda en la acciÃ³n de simple
nulidad y para restablecer en su derecho a la entidad pÃºblica afectada o al particular.

El principio de legalidad y de contera, el restablecimiento del derecho, expresiÃ³n material del derecho a acceder a la administraciÃ³n de justicia,
no puede quedar sujeto a las exigencias para el ejercicio procesal de las acciones contempladas en los artÃculos 84 y 85 del C.C.A. y por ello,
estimamos que no armoniza con el orden social justo que proclama nuestra ConstituciÃ³n en el preÃ¡mbulo, hacer recaer los efectos funestos de
la  caducidad de la  acciÃ³n,  para  privar  al  particular  de un derecho que le  pertenece y  del  cual  ha sido despojado por  una decisiÃ³n
manifiestamente ilegal ni para arrebatarle a los miembros de la colectividad representada en el Estado el goce de los derechos que pertenecen
a todos.

En concordancia con lo expuesto, no proponemos que se haga tabla rasa del ejercicio procesal de las acciones de nulidad y nulidad y
restablecimiento del derecho sino por encima de toda consideraciÃ³n, la prevalencia del derecho sustancial sobre las formas que pretendan
desconocer las realidades. Al fin y al cabo el derecho es lo justo y el transcurso del tiempo no aniquila la existencia de lo real que es la esencia
del derecho.

Se preguntarÃ¡n quienes tengan oportunidad de leer este salvamento Â¿quÃ© son las decisiones manifiestamente ilegales? son todos los actos
administrativos que desconozcan abiertamente el derecho que justamente le corresponde al Estado o a un particular y las encontraran en
aquellos asuntos, en los que el juzgador, al analizar razonablemente la controversia, percibe la amarga sensaciÃ³n que se cometiÃ³ una injusticia
pero que no puede proclamarse por el transcurso del tÃ©rmino de caducidad.

Igualmente, advertimos que la Corte Constitucional al declarar exequible en forma condicionada el artÃculo 84 del C.C.A., establece una tesis
restrictiva del derecho de acceder a la administraciÃ³n de justicia, pues a nuestro juicio, la posibilidad de conocer la legalidad de los actos
administrativos manifiestamente ilegales y de obtener el restablecimiento del derecho aÃºn cuando haya fenecido el tÃ©rmino de caducidad, en
guarda de la protecciÃ³n de los derechos del Estado y del particular afectado por una decisiÃ³n que le produce menoscabo a sus derechos hace
verdadera justicia.

Con todo respeto la tesis de la Corte Constitucional a travÃ©s de la cual se limita el restablecimiento del derecho cuando la acciÃ³n no se haya
promovido en el lapso legal, establece una soluciÃ³n a medias. Al demandante no le interesa la simple declaratoria de nulidad del acto, le
interesa que se le restablezca el derecho, (expresiÃ³n material del acceso a la administraciÃ³n de justicia) y a ello puede contribuir el juez
administrativo,  cuando observe  que se  profirieron  actos  manifiestamente  ilegales,  aspecto  que razonablemente  lo  llevarÃ¡  a  concluir,  que  es
cuestiÃ³n de simple equidad reconocerle el derecho a quien ha sido privado de su goce legÃtimo.

De otra parte, consideramos que a la Corte Constitucional le asiste la facultad de proferir fallos de exequibilidad condicionada, pero a nuestro
juicio, la demanda de inconstitucionalidad no debiÃ³ ser admitida, en tanto se sustentÃ³ sobre el criterio jurisprudencial y la interpretaciÃ³n que
venÃa efectuando el Consejo de Estado al artÃculo 84 del C.C.A. y ello, como "causal de inexequibilidad" no tiene fundamento en nuestro
ordenamiento jurÃdico.

En el  punto concerniente a la facultad de la Corte Constitucional de proferir  sentencias de exequibilidad condicionada nos allanamos al
salvamento de voto presentado por el DR. ALIER EDUARDO HERNÃ�NDEZ ENRIQUEZ al exponer con acierto el Ã¡mbito de competencia de la
Corte Constitucional en la labor de integraciÃ³n normativa del texto acusado con la generalidad de la Carta PolÃtica.

Consideramos pertinente precisar, que el artÃculo 9Âº del Decreto Legislativo 2898 del 3 de noviembre de 1953 que contempla la facultad de la
ProcuradurÃa General de la NaciÃ³n de exigir en cualquier tiempo la comprobaciÃ³n de las condiciones para el ejercicio de un cargo y la
".....declaraciÃ³n de nulidad de todo nombramiento que hubiere sido hecho contra la ley" no se encuentra derogado como se afirma en el sub-
lite.

En efecto, la norma anterior fue adoptada como legislaciÃ³n permanente a travÃ©s de la Ley 141 de 1961 y las normas posteriores en materia
electoral no han suprimido en forma expresa tal facultad. En efecto, el artÃculo 277 de la C.P. de 1991, preceptÃºa que el Procurador General de
la NaciÃ³n podrÃ¡ "por sÃ o por medio de sus delegados y agentes.." intervenir en los procesos y ante las autoridades judiciales (numeral 7Âº),
norma que armoniza con el artÃculo 127 del C.C.A. modificado por el artÃculo 35 de la Ley 446 de 1998, que autoriza al Ministerio PÃºblico, para
solicitar que "...se declare la nulidad de actos administrativos", (numeral 2Âº).

AdemÃ¡s,  la Ley 25 de 1974 "Por la cual  se expiden normas sobre organizaciÃ³n y funcionamiento del  Ministerio PÃºblico y RÃ©gimen
Disciplinario y se dictan otras disposiciones" derogÃ³ expresamente el Decreto 2898 de 1953 en sus artÃculos 2Âº, 5Âº, 6Âº y 10 y dejÃ³ a salvo
el  artÃculo  9Âº,  lo  que  reafirma la  voluntad  del  legislador  de  tornar  en  incaducable  el  tÃ©rmino  para  instaurar  la  acciÃ³n  de  simple  nulidad
respecto de tales actos.

Dejamos en los anteriores tÃ©rminos consignadas las razones de nuestro disentimiento, toda vez que en este asunto, el acto acusado debiÃ³ ser
conocido en la acciÃ³n de simple nulidad, en tanto su nulidad no restablece automÃ¡ticamente derechos que en rigor sean materia de la acciÃ³n
de nulidad y restablecimiento del derecho.

Respetuosamente,

ALBERTO ARANGO MANTILLA ALEJANDRO ORDÃ�Ã�EZ MALDONADO
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Notas de pie de pÃ¡gina:

1. El citado artÃculo dice: "ARTICULO 26.- NUMERO DE ASOCIADOS. A partir de la vigencia de esta resoluciÃ³n, no podrÃ¡ constituirse AsociaciÃ³n
de Usuarios de Distritos de AdecuaciÃ³n de Tierras, que no represente como mÃnimo el 60% de los potenciales usuarios, ni subsistir con un
nÃºmero inferior."

2. Cfr. La sentencia C – 513 de 1994 M. P. Antonio Barrera Carbonell

3. Ver, entre otras, sentencias C-496 de 1994, C-109 de 1995 y C-1436 de 2000.

4. No podemos dejar de advertir, adicionalmente, que es inexacta la afirmaciÃ³n de la Sala Plena en el sentido de que sÃ³lo en la ConstituciÃ³n
PolÃtica de 1991 se consagra la acciÃ³n de inconstitucionalidad, como mecanismo autÃ³nomo, diferente de la acciÃ³n de simple nulidad.
AquÃ©lla, en efecto, fue establecida en el artÃculo 41 del acto legislativo 1 de 1945 y, luego, en tÃ©rminos similares, en el artÃculo 72 del acto
legislativo 1 de 1968, que fue codificado en el artÃculo 216 de la ConstituciÃ³n PolÃtica.

5. Cfr. Sentencia C-115 de 1998.

6. Cfr. Sentencia C-832 de 2001.

7. Cfr. Sentencia C-351 de 1994.

8. Cfr. Sentencia C-709 de 2001.

9. La GarantÃa Jurisdiccional de la ConstituciÃ³n (La Justicia Constitucional) en Escrito sobre la democracia y el socialismo. Madrid, edit. Debate,
1988. p. 130.

10. En el derecho alemÃ¡n se habla del sistema de variantes de sentencias. Cfr. Hans Peter Schneider. Democracia y ConstituciÃ³n. Madrid,
Centro de Estudios Constitucionales, 1991. p. 218 y ss

11. Una enunciaciÃ³n de los casos en los que se ha modulado el efecto de las sentencias de constitucionalidad se encuentra en la sentencia
C-109 de 1995 de la Corte Constitucional. AsÃ mismo, su aplicaciÃ³n en la jurisprudencia constitucional europea puede verse en el trabajo de
Alejandro MartÃnez Caballero Tipos de Sentencias en el  Control  Constitucional de las leyes: La experiencia Colombiana  en revista de la
Academia Colombiana de Jurisprudencia No. 316, junio de 2000. Pag. 86 y ss.

12.  [3]  Javier  JimÃ©nez  Campo.  Los  procedimientos  de  declaraciÃ³n  de  inconstitucionalidad  en  Cuadernos  y  debates,  los  procesos
constitucionales,  segundo  simposio  de  derecho  constitucional.  Sevilla  27  y  28  de  septiembre  de  1991.  Madrid,  Centro  de  Estudios
Constitucionales, 1992. No. 41, pag. 34. AllÃ se destaca como el Tribunal Constitucional espaÃ±ol dictÃ³ 45 sentencias interpretativas entre
1981 y 1991, tanto en fallos proferidos en recurso de inconstitucionalidad como en cuestiÃ³n de inconstitucionalidad.

13. Este criterio se habÃa acogido por la secciÃ³n primera en sentencia del 26 de octubre de 1995 (expediente No. 3332).
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